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Introducción 

El pasado mes de mayo de 2011 tuvieron lugar las novenas elecciones 

municipales en España desde la caída de la dictadura franquista. Los 

resultados de las mismas fueron interpretados desde una óptica nacional 

por los principales partidos políticos y medios de comunicación olvidando 

que, lo que realmente estaba en juego eran los más de 8.000 gobiernos 

municipales, además de la posterior configuración de las Diputaciones 

Provinciales. Han sido interpretadas en vista a las elecciones generales. Esta 

ha sido la norma que ha dominado durante los últimos años, no solo por 

parte de los partidos políticos sino por la propia Ciencia Política quien ha 

primado la investigación de otro tipo de elecciones en detrimento de estas 

últimas. 

Desde la investigación que Reif y Schmitt llevaron a cabo en la 

convocatoria electoral europea, se habla de elecciones de segundo orden 

(Reif y Schmitt:1980). Pese a que las locales también se integran en este 

apartado, por diversas motivaciones, las mismas encierran una pluralidad y 
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unas características únicas. Dichas particularidades son asimismo las que 

dificultan su análisis específico y generalizable. “Las elecciones municipales 

aparecen rotas en infinitud de consultas” (Capo Giol, 1991:143), cada 

localidad encierra en sí misma una problemática que provoca el voto de la 

población a unas u otras opciones políticas. 

Aun siendo conscientes de la problemática, el presente documento 

pretende superar la situación y aportar luz sobre un aspecto poco estudiado 

de las elecciones locales; los partidos, agrupaciones o independientes que 

integran el “otros”, aunque sea de manera agregada. El trabajo forma parte 

de una investigación más amplia en la que se estudian estas candidaturas 

alternativa en la comunidad de Castilla-La Mancha pero, nos centraremos en 

esta ocasione solamente en la provincia de Ciudad Real.  

1. Objeto de estudio delimitado 

El análisis de los resultados electorales suele centrarse en los partidos 

políticos más relevantes, aquellos que suelen tener opciones de formar 

gobierno o pueden ejercer de “bisagra” o, en su defecto, obtienen 

representación en los órganos de representación más relevantes del Estado 

como parlamentos autonómicos o Congreso y Senado. De este modo, se 

relega a una gran pluralidad de actores al ostracismo público y político, pues 

en nuestro país es más amplia la oferta electoral que la posterior 

representación institucional, sea cual sea la arena política.  

En algunos casos, son partidos políticos (tanto nacionales como 

regionales) con apoyo electoral muy reducido. En otras son candidaturas 

independientes que “mantienen ciertas vinculaciones con partidos que 

prefieren concurrir a las elecciones sin su etiqueta habitual con el fin de 

ampliar su atractivo entre los electores. En otros casos, responden a 

iniciativas locales que se sitúan efectivamente al margen de los partidos y 

con cierto grado de independencia” (Vallès y Brugué, 2001:282). Es decir, 

son una amalgama de candidaturas en las que se integran desde partidos 

políticos como Falange Española (FE) hasta agrupaciones de vecinos de 

pequeños municipios españoles, sin ningún tipo de vinculación y que por 

norma general, se engloban por parte de los medios de comunicación y de 

las instituciones en la categoría “otros”, “resto”,… 
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Esta pluralidad, diversidad y heterogeneidad ideológica, organizativa y 

geográfica provoca una dificultad elevada para que sean investigados. Pese 

a ello, el presente trabajo indagará dentro de este conglomerado político 

específicamente, superando las referencias a PSOE, PP e IU.  

Todo ello a escala provincial; en Ciudad Real. Tras Toledo, es la 

provincia con mayor población de la comunidad castellano-manchega. Junto 

a este factor, su característica combinación rural-industrial y su realidad 

socio-política la convierten en una opción interesante de estudio.  

Lo local: Tamaño y Nacionalización 

Algunos autores señalan que el apoyo a las formaciones “alternativas” 

se concentra principalmente en los municipios de menor tamaño (Vallés y 

Brugué: 2001; Capo Gipol:1991). Un vistazo a la población de la provincia 

muestra como solamente una cuarta parte reside en poblaciones superiores 

a 50.000 habitantes, siendo solamente dos las localidades integradas en 

esta categoría (Ciudad Real y Puertollano). Por otro lado, más de un tercio 

de la provincia se concentra en municipios inferiores a 10.000 habitantes, 

repartidos en 89 municipios. Así pues, nos encontramos con una provincia 

eminentemente rural, poblacionalmente hablando. Esta situación tendrá su 

reflejo en el posterior reparto del poder local. 

De acuerdo con la legislación electoral española1 los municipios 

inferiores a 250 habitantes eligen 5 representantes municipales mientras 

que capitales pequeñas-medias como la que nos incumbe reparten 25 

concejales. Lo cual indica que la suma total de cargos electos en los 

municipios de tamaño pequeño supera con creces a los grandes núcleos 

poblacionales. En este caso, tres de cada cuatro concejalías (76%) se 

reparten entre las poblaciones inferiores a 10.000 habitantes. Como 

consecuencia de ello, y si fuese cierto lo que algunos autores apuntaban, las 

formaciones independientes o de menor tamaño tendrían más posibilidades 

de representación por el elevado número de electos que se reparten, si bien 

el sistema sigue poniendo trabas como la barrera electoral del 5%.  
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Tabla 1. Distribución poblacional y concejalías en la provincia de Ciudad Real 
Ciudad Real (%) 

Capital 
Nº Municipio 

Población 
Concejales 

1 
74.345 (14,0) 

25 (2,4) 

> 50.000hab. 
Nº Municipio 

Población 
Concejales 

1 
52.300 (9,9) 

25 (2,4) 

10.001-50.000hab. 
Nº Municipio 

Población 
Concejales 

11 
221.719 (41,9) 

199 (19,2) 

1.001- 10.000hab. 
Nº Municipio 

Población 
Concejales 

49 
159.196 (30,1) 

517 (49,8) 

< 1.000hab. 
Nº Municipio 

Población 
Concejales 

40 
21.893 (4,1) 
272 (26,2) 

TOTAL 
Nº Municipio 102 

Población 529.453 (100)
Concejales 1.038 (100)

Fuente: Elaboración propia. Datos de INE  (1 de enero de 2010) y Ministerio del Interior 
  

En paralelo a esta idea circula la creciente “nacionalización” de la 

política municipal, es decir la “ocupación” por parte de las principales 

formaciones políticas nacionales de la arena local. Hasta recientes fechas el 

elevado número de municipios en España operaba en contra de las grandes 

formaciones políticas, las cuales encontraban dificultades para poder 

presentar listas en todas las plazas. Aprovechándose de esa situación los 

habitantes de algunas localidades formaban sus propias candidaturas 

independientes obteniendo apoyo de sus conciudadanos. Con el transcurso 

de los años, como parecen demostrar los últimos resultados electorales, la 

situación ha evolucionado vertiginosamente. Hay académicos que señalan 

directamente que “la política local puede considerarse como una variable 

dependiente de la política nacional” (Carrillo, 1989:29). En la actualidad, es 

raro el municipio en el que PP, PSOE o IU no presentan listas. 

En la última convocatoria electoral se ha podido apreciar como partidos 

políticos y medios de comunicación han interpretado los resultados 

electorales (de manera agregada) en clave nacional, olvidando lo que 

realmente estaba en juego: las instituciones más próximas a la ciudadanía. 

Parte de esta progresiva dependencia y pérdida de visibilidad política reside 

en los medios de comunicación. Estos se centran especialmente en las 

principales formaciones políticas nacionales y, más en concreto en sus 

líderes, reduciendo la información a unas pocas comparecencias y temas 

generales. A ello, se añade la relevancia de muchos partidos políticos 

nacionalistas y regionalistas quienes a su vez, “nacionalizan” la información 
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en sus respectivos territorios y medios de comunicación locales. De este 

modo cualquier actor diferente a los “grandes” queda relegado, reduciendo 

su capacidad para presentarse como alternativa u opción legítima de 

gobierno. La nacionalización del voto local ha acabado con muchas de las 

opciones alternativas del mundo local aunque no con todas.  

La distribución geográfica ciudadrealeña operaría a favor de las 

candidaturas “independientes” por el gran número de municipios pequeños; 

el 87%. Aunque, diariamente han de enfrentarse al problema de su 

visualización pública como consecuencia del avance de los grandes partidos 

políticos nacionales, quienes presentan listas en todos los municipios por 

pequeños que sean.  

3. Elecciones municipales en Ciudad Real (1983-2007) 

El paso inicial para comenzar el conocimiento especifico de los “otros” 

partidos y coaliciones es el análisis electoral ya que, “la fuerza de un partido 

es, en primer lugar, su fuerza electoral” (Sartori, 2005:161).  

Tomando como punto de partida las recientes elecciones municipales se 

aprecia el peso de la nacionalización política que comentábamos. A nivel 

nacional PP y PSOE concentraron más del 60% del voto municipal. Pero, 

autonómicamente la realidad difiere (ver tabla 2). A la cabeza de la 

concentración se situó Castilla-La Mancha (86,2%). Como consecuencia de 

este resultado entre ambos partidos se repartieron la práctica totalidad de 

la representación local. En el caso particular de Ciudad Real, la 

concentración de voto fue muy similar al de la región por lo que el “resto” 

(sin contar IU) se tuvieron que contentar un 6% de voto y 56 concejalías de 

las 1.038 que se renovaban. 
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Tabla 2. Concentración de voto en los dos primeros partidos políticos en Mayo 2011(%)
Andalucía 71,6 Euskadi 55,5* 
Aragón 67,9 Extremadura 84,6
P. Asturias 53,6 Galicia 70,8 
Islas Baleares 67,8 La Rioja 82,8 
Islas Canarias 49,4* Madrid 72,3 
Cantabria 65,8 R. Murcia 79,9
Cataluña 52,3* Com. F. Navarra 43,
Castilla y León 78,7 C. Valenciana 74,9 
Castilla-La Mancha 86,2 Media España 65,3 

 

 
6* 

Fuente: Elaboración propia. Datos del Ministerio del Interior 
*Las dos primeras formaciones políticas no se corresponden con PSOE y PP

  

El punto final es signo de la debilidad política de lo “otros” pero no ha 

sido siempre así. Comenzando el análisis en 19832 se aprecia la fortaleza 

inicial que el apartado “otros” poseía. El 10% de la representación municipal 

en la provincia estaba controlada por estas opciones políticas, por encima 

de partidos nacionales como el PCE/IU (3,4%) o, el CDS (1,9%). En aquella 

legislatura los “otros” contaban con un total de 108 representantes en los 

ayuntamientos. También es cierto que aquella fue una campaña electoral 

con unas características que no volverán a repetirse. Por un lado, la opción 

centrista Unión de Centro Democrático (UCD) vivía una crisis interna que 

finalizaría con la ya conocida formación de un nuevo partido de la mano de 

Suarez; el CDS. Esto produjo que algunos cargos municipales de UCD en 

esta convocatoria se volviesen a presentar pero, bajo otras siglas, sobre 

todo en candidaturas independientes. El caso más significativo se encuentra 

en la capital de la provincia. El alcalde de UCD, Lorenzo Selas Céspedes, se 

presentó a la reelección como independiente con el apoyo de Alianza 

Popular (AP). Meses antes de estas elecciones se produjeron otros dos 

acontecimientos de relevancia: la aprobación del Estatuto de Autonomía 

castellano-manchego (agosto de 1982) y el acceso de los socialistas a la 

presidencia del gobierno central (diciembre de 1982). Este último 

acontecimiento ayudó a los socialistas a hacerse con la victoria municipal en 

la provincia, gracias a la ola de apoyos proveniente de las generales. Por 

último, la “débil” identidad regional operó a favor de las candidaturas 

independientes y localistas al centrarse a campaña en lo municipal, más que 

lo autonómico o nacional.  

Con el paso de los años la situación ha sufrido cambios. Para comenzar, 

la nueva crisis interna y la consiguiente desaparición total de las opciones 
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centristas (UCD y CDS) del mapa político proporcionó mayor fuerza a 

Alianza Popular (AP) y, posteriormente al PP. Este aumento de los 

conservadores junto con el peso en la provincia de los socialistas, 

especialmente en las zonas industriales como Puertollano, ha reducido la 

presencia de cualquier otra opción. Incluso IU tiene problemas para recabar 

apoyos electorales. Al igual que los “otros”, la formación de izquierdas ha 

tenido una progresión negativa en estas décadas. Se añade asimismo el 

fortalecimiento de la débil identidad regional con la consolidación de la 

autonomía, “asfixiando” aún más las opciones “alternativas”. 

Tabla 3. Distribución de concejalías en la Ciudad Real (en %) 
 Mun. 

1983 
Mun. 
1987 

Mun. 
1991 

Mun. 
1995 

Mun. 
1999 

Mun. 
2003 

Mun. 
2007 

PSOE 44,3 47,0 54,2 46,3 51,6 53,7 51,1 
AP/PP 39,8 30,0 34,1 44,8 42,2 40,7 42,2 
CDS 1,9 12,6 4,9 0 0,5 -- -- 
IU 3,4 4,4 3,6 4,6 1,9 2,1 2,6 
Otros 10,5 6,1 3,2 4,3 3,8 3,6 4,1 
Total 100 100 100 100 100 100 100 

Fuente: Elaboración propia. Datos del Ministerio del Interior 
  

De la primera convocatoria electoral analizada hasta 2007 IU ha perdido 

8 concejales (de 35 a 27), pero 20 desde su mejor momento en 1995, 

coincidiendo con un periodo de cambio en la política naciona3. El caso de los 

más pequeños es aún más grave. En 1983 obtuvieron más de un centenar 

de concejalías cayendo hasta las 43 en 2007 es decir, del 10% de la 

representación a un 4%. Con los datos de 2007 entre las opciones 

minoritarias e IU no alcanzaban ni siquiera el resultado de los primeros en 

1983. Pese a todo, tras las elecciones del pasado mes de mayo ambas 

opciones vuelven a experimentar una leve mejoría en su representación, 

enmarcado en un nuevo periodo de cambio electoral nacional. IU se queda 

con 34 representantes y el resto con 56.  

Con el fin de obtener una radiografía aún más completa del mapa 

electoral ciudadrealeño recurrimos a algunos índices electorales sobre los 

que la Ciencia Política ha asentado los análisis electorales (ver tabla 4). 

Como se había mencionado anteriormente el paso de los años ha 

concentrado el voto en las dos principales opciones políticas. Definido como 

“la probabilidad que dos electores cualesquiera, seleccionados al azar, 
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habrán votado por partidos diferentes en unas elecciones determinadas” 

(Rae, 1977:56), la fragmentación electoral muestra la misma tendencia a 

dicha concentración con índices entorno al 0,5, es decir cercanos al 

bipartidismo. 

Otro de los índices que aquí se propone es el referido al Numero 

Efectivo de Partidos (NEP) (Laakso y Taagepera:1979). El objetivo del índice 

consiste en mostrar cual sería el número de partidos resultante en un 

escenario igualdad en la fragmentación electoral. De este modo podemos 

saber entre cuantos actores se produce la competición realmente. En la 

tabla se aprecia que tanto electoralmente como parlamentariamente son 

poco más de dos los partidos contendientes. La única excepción en la 

continuidad de este bipartidismo cuasiperfecto se dio en 1987. En dicho año 

el CDS obtuvo los mejores resultados municipales de su historia, lo que le 

convirtió en un tercer actor real en la escena política. En aquella legislatura 

el NEP electorales fue de 3,58, lo que evidencia claramente la fuerte 

irrupción del CDS. Con 131 concejalías y el 12,6% de los votos se convirtió 

en la tercera fuerza electoral de la provincia, triplicando el número de 

representantes a IU (46) y sacándole más de 5 puntos en votos. Ni el PCE ni 

IU han logrado nunca obtener dicho resultados en la provincia, no así las 

opciones independientes pero, su dispersión y multiplicidad no los convierte 

en un verdadero actor influyente de la arena municipal. Tras dicha 

legislatura los índices electorales volvieron a situarse cerca del dos. 

Tabla 4. Índices electorales municipales  
 Mun. 

1983
Mun. 
 1987

Mun. 
 1991

Mun. 
1995

Mun. 
 1999

Mun. 
 2003 

Mun.  
2007 

Concentración voto 89,6 69,4 84,4 84,9 90,1 90,5 89,6 
Fragmentación voto 0,59 0,72 0,61 0,63 0,59 0,58 0,59 
NEP electoral 2,45 3,58 2,59 2,71 2,43 2,39 2,45 
NEP parlamentario 2,72 2,85 2,44 2,38 2,26 2,21 2,28 

Fuente: Elaboración propia. Datos del Ministerio del Interior 
  

Por otro lado, el NEP parlamentario muestra aún más ese bipartidismo 

casi perfecto provincial, ejemplo del propio de la región manchega en su 

conjunto. No se ha dado legislatura en la que dicho índice superara el 2,5 

(hecha la excepción de 1987), lo que indica que la representación municipal 

real es cosa de dos (PSOE y PP) y “medio”. Dos partidos y medio, en el que 

dicha porción es residual y heterogénea. 
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Y es en este mapa político reducido donde los “otros” toman parte activa y, donde 

mayores opciones de representación tienen.  

4. Los “otros”, una realidad 

La desagregación de los datos municipio por municipio permite 

esclarecer la naturaleza real del grupo. En esta ocasión se considera más 

importante el hecho de recibir apoyos electorales (votos) que el contar con 

representantes en las instituciones locales. Hay actores que no obtienen 

representación pero, si votos en los municipios. 

Todo indica que la composición del conglomerado “otros” es 

eminentemente local. La mayoría de las candidaturas se circunscriben a un 

único municipio. Y, salvo excepciones puntuales, estos son de tamaño 

medio-pequeño, que es donde se concentran el mayor número de 

representantes a elegir. Sin embargo, no es posible trazar una pauta 

geográfica de distribución de los mismos. La implantación geográfica 

tampoco tiene una relación directa con el apoyo a PP o, PSOE. En los 

municipios gobernados por unos y por otros existen alternativas diferentes.  

Dependiendo de la legislatura hay municipios en los que estos actores 

recaban apoyos y, otros que los recibieron no (ver mapa 1). La tasa de 

supervivencia de estas opciones es muy reducida, en bastantes casos el 

apoyo a candidaturas alternativas se produce de manera alterna. La 

mayoría viven “travesías por el desierto”. La única excepción a esta regla es 

la capital. En todas las legislaturas alguna formación ha recibido el apoyo de 

la ciudadanía, sin necesidad de que sea la misma en todas las ocasiones. 

Además de Ciudad Real, en Puertollano también es corriente la existencia 

de votos a opciones políticas más allá de PP, PSOE e IU aunque no son 

candidaturas localistas, sino de ámbito regional o nacional4.  

Merece la pena, pues, resaltar que no todos los miembros del “otros” 

son candidaturas localistas. Partidos regionalistas como Tierra Comunera 

(TC), Unidad Castellana (UD.CA.) o, el Partido Regionalista de Castilla-La 

Mancha (PRCM) también reciben apoyos, especialmente en las zonas 

urbanas de gran tamaño. A este grupo debe añadirse la presencia otros 

partidos nacionales como el Partido Humanista (PH), Centro Democrático y 
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Social (CDS) o, Falange Española (ya sea FE o FE-JONS). Esta ultima 

aunque tiene una presencia simbólica; recientemente no alcanza el 0,1% de 

los votos validos, en las convocatorias de 1987 y 1991 obtuvo dos 

representantes municipales, ninguno de ellos en una población de tamaño 

grande.  

Como se dijo son poco los municipios en los que se repiten apoyos de 

una legislatura a otra de manera continua. Si descontamos el caso de 

Ciudad Real y Puertollano, por cuestiones ya mencionadas, Valdepeñas, 

Almadén o, Santa Cruz de Mudela son de los pocos municipios que repiten o 

tienen una trayectoria estable. 

Si se desciende un escalón, hacia los ejemplos concretos se aprecia 

como en el caso de las dos últimas localidades mencionadas ambas cuentan 

con un historial de apoyo continuado. En la primera, en seis de las siete 

convocatorias la ciudadanía ha apoyado una candidatura diferente a las 

principales. En la segunda de ellas, la situación se repite en cinco ocasiones. 

Ambos casos sirven de ejemplo para comprender la realidad de estos 

pequeños grupos. Tanto Almadén como Santa Cruz de Mudela cuentan con 

independientes que se presentan a las elecciones, unos a través de la 

Alternativa Ciudadana Independiente de Almadén (ACIAL) y los otros 

mediante la Plataforma Vecinal Independiente de Santa Cruz de Mudela 

(PVISCM). 

ACIAL como PVISCM son ejemplos similares de la realidad de los “otros” 

y, a su vez diferentes. Ambas son formaciones locales que se presentan 

como alternativa a los grandes partidos nacionales en sus municipios para 

defender inicialmente los intereses de este. Como se lee en la web de 

ACIAL, “los partidos políticos nacionales con responsabilidades de gobierno, 

más preocupados por obtener el poder que dan los resultados electorales y 

mantener la disciplina de partido a cualquier costo, que por solucionar el 

deterioro lento pero seguro de la principal población de toda una comarca”. 

Pero, la realidad difiere en el apoyo que reciben. ACIAL ejemplifica la 

realidad de la mayoría de los partidos “alternativos” en las poblaciones 

medias-grandes. Los votos recibidos en las convocatorias 2003 y 2007 le 

concedieron un concejal (sobre 13) en cada una de ellos. Es decir se 
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convierte en un partido-bisagra a la hora de formar gobierno, pero con 

escaso peso político real. Mientras, el PVISCM, localizado en una población 

de menor entidad, obtuvo 3 concejales (sobre 11) en 2003 y 5 en 2007. 

Con lo cual su peso es clave en la gobernación, al ser la primera fuerza 

política. 

Conclusiones 

En conclusión, “hay una representación muy localista que se escapa a 

los grandes partidos; pero importa señalar que este es un fenómeno 

reducido esencialmente a un tipo de localidades que, aunque puedan 

aportar un gran número de concejales, son poco significativas desde el 

punto de vista de su peso demográfico” (Capo Giol,1991:149). Con las 

palabras del profesor de la Universidad de Barcelona se podría resumir los 

resultados de esta breve investigación. 

Haciendo mención a la arena electoral local ciudadrealeña resulta 

favorable para las opciones más modestas porque es en ésta donde fuerzas 

localistas, independientes,…. pueden obtener representación en las 

instituciones. Aún así, el espacio real, la relevancia política, de estas fuerzas 

es muy limitada. Se restringe a pequeños municipios de la provincia, con 

ciertas salvedades que ya vimos. Aquellos partidos de ámbito superior al 

municipal pero con escaso apoyo electoral tienen mayor, o única, presencia 

en la capital y en Puertollano, si bien no consiguen representación de 

manera estable.  

En los últimos años, de todas maneras, se ha producido una progresiva 

nacionalización de la política local. Los tres grandes partidos políticos 

(PSOE, PP, IU) y especialmente los dos primeros, copan la práctica totalidad 

de la representación a nivel municipal en una competición prácticamente 

bipartidista. Pese a todo, el análisis y la investigación del resto de realidades 

políticas de la arena municipal resulta interesante sobre todo en 

comunidades como la castellano-manchega en la que la existencia de 

partidos regionalistas o nacionalistas es nula (en las instituciones 

autonómicas) y estas “otras” formaciones representan el sentir de una 

opciones que no tiene posterior reflejo en otras convocatorias electorales. 
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Es decir, podemos definir a las candidaturas “alternativas” como el medio-

partido que puja por su hueco. 

Será interesante analizar en siguientes investigaciones la realidad en el 

resto de la comunidad. Comprobar si la realidad ciudadrealeña es 

exportable a las otras cuatro provincias o, cada una de ellas tiene una 

dinámica diferente. Eso es trabajo que deberá realizarse con más 

detenimiento.
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Enlaces electrónicos: 

Base de datos del Ministerio del Interior: http://www.infoelectoral.mir.es  

Consejería de Presidencia de Castilla-La Mancha: http://www.jccm.es  

Cortes de Castilla-La Mancha: http://www.cortesclm.es  

Alternativa Ciudadana Independiente de Almadén (ACIAL), 

http://www.acial.info  

Plataforma Vecinal Independiente de Santa Cruz de Mudela 

(PVISCM),http://www.pviscm.com 

                                                 

1 De acuerdo con la Ley Orgánica de Régimen Electoral General (LOREG 5/1985 de 19 de junio), el 
reparto de concejalías se realiza del siguiente modo: inferiores a 250hab. 5; entre 250 y 1.000hab 7; 
1.001 y 2.000hab. 9; 2.001 y 5.000hab. 11; 5.001 y 10.000hab. 13; 10.001 y 20.000hab. 17; 20.001 y 
50.000hab. 21; 50.001 y 100.000hab. 25. Las poblaciones superiores a 100.001 habitantes suman 
concejal más por cada 100.000 habitantes o fracción pudiendo añadirse uno más si la suma de 
concejalías fuese par.   

2 Se opta por iniciar el análisis en 1983 porque desde dicho año las elecciones municipales siempre 
se han celebrado conjuntamente con las elecciones autonómicas en la región. Ello introdujo un factor 
diferenciador respecto de la primera convocatoria electoral municipal en 1979. 

3 Recordemos que en 1996 el Partido Popular accede a la Presidencia del gobierno central tras más 
14 años de gobiernos socialistas. Son años en los que algunos escándalos políticos empañan la imagen 
del PSOE. 

4 Salvo la convocatoria de 1991 donde la candidatura de Iniciativa Local (IL) obtuvo apoyo 
electoral. 
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¿Son aplicables los calificativos de 

“tradicional” y “conservador” al 

comportamiento electoral de la sociedad rural? 

Análisis de resultados electorales municipales 

en el medio rural de cuatro provincias. 

Diana Esmeralda Valero López. 

María Amparo Barrachina Hueso. 

Ramón Rosaleny i Castell. 

Instituto Interuniversitario de Desarrollo Local, 

Universidad de Valencia. 

Resumen 

La sociedad rural es descrita generalmente en la literatura especializada 

como “tradicional” e incluso como conservadora en lo que a sus 

comportamientos sociopolíticos se refiere.  

Con esta referencia, la presente comunicación tiene el propósito de 

definir si el medio rural español presenta en el siglo XXI un comportamiento 

político diferenciado del “comportamiento medio” del país, estudiando las 

preferencias electorales de municipios rurales españoles frente a los 

resultados generales de su territorio de adscripción y los principales núcleos 

urbanos de sus áreas de influencia. 

Para ello, a partir de los datos electorales que ofrece el Ministerio del 

Interior analizaremos los resultados de las últimas elecciones municipales 

en los municipios rurales de 4 provincias –Cáceres, Toledo, Cuenca y 

Valencia-, siendo el propósito del estudio dilucidar si el medio rural vota de 
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manera diferente al medio urbano, contestando a las siguientes preguntas: 

¿Podemos afirmar que el comportamiento electoral de la sociedad rural 

puede calificarse como tradicional? ¿Y como conservador? En todo caso 

¿puede calificarse como más tradicional o más conservador que el resto del 

territorio?  

1. Introducción 

La presente comunicación se acerca al estudio del comportamiento 

político de la sociedad rural española con el propósito de analizar si aquél 

puede ser calificado de tradicional, adjetivo recurrente a la hora de describir 

a la población rural y diferenciarla de la urbana. En cualquier caso hay que 

reseñar que este análisis forma parte de la investigación predoctoral 

subvencionada por el Ministerio de Educación bajo la beca del programa de 

Formación de Profesorado Universitario referencia AP2009-4356 concedida a 

la investigadora Diana Esmeralda Valero López, y que se lleva a cabo en el 

área de Cohesión Social del Instituto Interuniversitario de Desarrollo Local 

de la Universidad de Valencia. 

A lo largo del análisis contenido en estas páginas encontramos dos 

partes claramente diferenciadas. En la primera, el equipo investigador 

realiza una breve síntesis de cómo desde distintos ámbitos académicos se 

atribuye el rasgo tradicional al medio rural, constituyendo el punto de 

partida de este estudio. En la segunda parte se detalla el análisis realizado 

de los datos electorales de los últimos comicios municipales en aras de 

comprobar la existencia de ese rasgo “tradicional” diferenciador en el 

comportamiento político de la sociedad rural española. 

Como ya hemos indicado antes, la literatura –la académica y también, 

mayoritariamente, la artística- atribuye al comportamiento de la población 

del medio rural la característica de “tradicional” o al menos de “más 

tradicional” que a la urbana. Precisemos en primer lugar que con tal 

calificativo se hace referencia a la vez a dos fenómenos diferenciados: uno, 

apegado a la definición de la Real Academia de la Lengua, alusivo a aquello 

que se hace por costumbre; y otro, utilizado por historiadores, sociólogos y 

politólogos como sinónimo de conservador. En cualquier caso, la sociedad 

rural es descrita como tradicional en ambos sentidos indistintamente en la 
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literatura especializada en lo que a sus comportamientos sociopolíticos se 

refiere. 

Así por ejemplo, el ruralista García Sanz señalaba hace veinte años que 

“desde siempre se ha creído que el campesinado era de derechas y, por 

tanto, este colectivo sólo podía apoyar mayoritariamente opciones más o 

menos afines a su ideología”, manteniendo él mismo la tesis de que los 

campesinos seguían siendo “en sus opiniones, actitudes y juicios de 

derechas, identificándose más con los programas políticos que defiende la 

derecha, que con los de otros partidos, aún cuando con su voto pueden 

estar demostrando lo contrario y apoyar opciones situadas más a la 

izquierda” (García Sanz, 1991:47). No obstante, es de señalar que a 

principios de los años noventa ya se comenzaban a apreciar también 

cambios en ese carácter tradicional atribuido al medio rural: “En la sociedad 

rural se va extendiendo la racionalidad instrumental, interesada y 

mecantilista de la cultura capitalista…. Esto significa también el retroceso de 

los valores rurales tradicionales asociados a ello” (Pérez Yruela, 1990:239). 

Se apuntaba así un proceso de homogeneización cultural del territorio 

atribuible, tal y como señalaba el profesor Giner al hablar de la 

convergencia cultural española en su obra “Los españoles” (Giner, 2000: 

161) vehiculado por los medios de comunicación de masas, los trasportes y 

la movilidad geográfica de la ciudadanía en general. 

En cualquier caso, tal y como indica claramente el equipo investigador 

de Cáritas responsable del estudio sociológico sobre el territorio rural de 

Galicia (Renes, 2007:457), el envejecimiento demográfico característico del 

medio rural –gallego en el caso de este estudio concreto, pero atributo 

generalizable en el medio rural español- bloquea los procesos de cambio, 

haciendo prevalecer las pautas culturales tradicionales sustentadas por las 

personas mayores en cuanto que son menos permeables a nuevos valores y 

actitudes, o que presentan más resistencia a los procesos de cambio. En 

dicha investigación (Renes, 2007:457) se citan, entre otros, el 

mantenimiento de los roles tradicionales de género; el seguimiento de 

costumbres y hábitos; y la aceptación de de formas pre-democráticas de 

hacer política, como lo serían el caciquismo, el despotismo o el clientelismo. 
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Nos encontraríamos por tanto en la actualidad ante un medio rural que 

debido a sus características demográficas, y a pesar del proceso de 

homogenización cultural experimentado en España en las últimas décadas, 

seguiría siendo calificado de tradicional.  

Si bien no vamos a entrar a exponer aquí las diferentes 

conceptualizaciones del hecho rural puesto que se escapa al objeto de esta 

comunicación, sí creemos conveniente detenernos en la descripción de qué 

medio rural español vamos a analizar. 

La conceptualización de lo rural depende de la disciplina que se 

aproxime al hecho, de la perspectiva con la que se haga y de los objetivos 

que se persigan, lo que ha provoca múltiples definiciones que tratan de 

dibujar de alguna manera una separación rural-urbano, atribuyéndole 

características económicas, poblacionales, o culturales específicas. Uno de 

los puntos en común que suelen presentar todas las propuestas de 

definición alude a la baja densidad de población, en la línea de lo que el 

equipo del profesor Camarero señala con rotundidad al afirmar que “los 

grandes hábitats son urbanos y los lugares pequeños, rurales” (Camarero, 

2009:11). En consonancia, estadísticamente, se suele utilizar la (baja) 

densidad demográfica como criterio delimitador del mundo rural (OCDE, 

EUROSTAT), aunque fijando la frontera rural – urbano en distintos 

umbrales. Así por ejemplo, la OCDE fija su umbral de ruralidad en los 150 

habitantes por km2, y EUROSTAT en 100. No obstante, como también 

señala el equipo del profesor Camarero (Camarero, 2009: 11) “no hay una 

frontera clara y objetiva que nos diga a partir de qué tamaño de hábitat 

abandonamos el territorio rural y nos adentramos en el urbano”. 

Oficialmente, en España la Ley 45/2007 de 13 de diciembre de 2007 

para el Desarrollo Sostenible del Medio Rural, define en su artículo 3 al 

medio rural como “el espacio geográfico formado por la agregación de 

municipios o entidades locales menores definidos por las administraciones 

competentes que posean una población inferior a 30.000 habitantes y una 

densidad inferior a 100 habitantes por kilómetro cuadrado”. Utiliza por lo 

tanto un umbral poblacional doble puesto que sitúa un límite en términos 

absolutos -30.000 habitantes- y otro en términos relativos al territorio -100 
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habitantes por km2-, y alude al marco administrativo como ámbito de 

referencia. Esto último, que parece un detalle sin más, pone de manifiesto 

la dificultad de definición que el medio rural entraña puesto que 

asentamientos –pueblos- y áreas administrativas –municipios- no son 

equivalentes en la mayor parte de los casos. Además, por regla general, las 

fuentes estadísticas disponibles ofrecen datos, como mucho, a escala 

municipal, lo que no permite estudios de mayor detalle. 

En cualquier caso, dentro de esos umbrales marcados por la legislación 

encontramos en el medio rural español una gran diversidad de situaciones 

que presentan marcadas diferencias, ya no sólo territoriales, sino también 

funcionales, en lo que sería la organización estructural del mismo territorio. 

Bajando en esa estructura a la ruralidad más simple –más pura- conforme a 

los criterios poblacionales marcados, la misma Ley 45/2007 ya resalta lo 

que denomina “municipios rurales de pequeño tamaño” y que define como 

aquellos que posean una población residente inferior a los 5.000 habitantes 

y estén integrados en el medio rural.  

Pues bien, se trata precisamente de municipios de este tipo –municipios 

rurales de pequeño tamaño- en los que hemos centrado nuestro análisis, y 

aún más concretamente, lo hemos hecho en los más pequeños, los de 

población inferior a 2.000 habitantes. Las razones que nos han llevado a 

tomar tal decisión son dos: una de carácter teórico y otra de investigación 

aplicada. Por un lado, presuponemos que al presentar características más 

extremas de ruralidad en cuanto a población, deberían presentar también 

un comportamiento político de carácter tradicional más acusado si tal 

atributo fuese característico de la sociedad rural, y por lo tanto éste debería 

ser más fácilmente detectable a través de datos cuantitativos como los que 

aquí vamos a tratar. Por otro lado, y teniendo en cuenta una posible 

explotación del análisis con mayor profundidad, hemos considerado 

restringir así nuestros casos de estudio para, en fases posteriores del 

estudio, poder comparar los datos con los estadísticos que ofrecen los 

barómetros del CIS, en los que el umbral de los 2.000 habitantes configura 

uno de sus estratos.  
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Pues bien, el estudio aquí propuesto para verificar la presencia del 

atributo “tradicional” en el comportamiento político de los habitantes del 

medio rural, se circunscribe por tanto al análisis de los datos electorales 

procedentes de los últimos comicios municipales en los municipios de 

menos de 2.000 habitantes de cuatro provincias españolas: Cáceres, 

Toledo, Cuenca y Valencia, que a continuación pasamos a describir. 

Según las cifras oficiales de población que ofrecen los datos del Padrón 

de 2010, el 71% de los municipios españoles tienen 2.000 habitantes, y un 

casi un 84%, un máximo de 5.000 habitantes, lo que hace suponer ya de 

partida una marcada ruralidad a unas tres cuartas partes del territorio 

estatal. En cualquier caso, y como se ha señalado hasta la saciedad desde 

la geografía, la economía y la sociología, estos municipios no albergan sino 

a una proporción mucho menor de población. A duras penas el 6% de la 

población española vive en municipios de menos de 2.000 habitantes, y el 

13% en municipios de menos de 5.000. 

Las provincias objeto de este estudio presentan situaciones diversas 

abarcando un vasto territorio que recorre longitudinalmente la geografía 

española en su parte central al sur de la capital. 

Tabla 1. Número de municipios rurales de pequeño tamaño. 

Municipios de población inferior a 2.000 
habitantes 

Municipios de población inferior a 5.000 
habitantes 

 
Número de 
municipios 

Porcentaje sobre el total de 
municipios 

Número de 
municipios 

Porcentaje sobre el total 
de municipios 

Cáceres 188 85,07% 209 94,57% 

Toledo 112 54,90% 176 86,27% 

Cuenca 221 92,86% 231 97,06% 

Valencia 132 49,62% 187 70,30% 

ESPAÑA 5789 71,35% 6800 83,81% 

Fuente: Datos INE, Padrón 2010 

Tabla 2. Población residente en municipios rurales de pequeño tamaño. 

 
Población en municipios de menos de 2000 
habitantes 

Población en municipios de menos de5.000 
habitantes 

 Total 
Porcentaje sobre la 

población total  Total 
Porcentaje sobre la 

población total  

Cáceres 128.221 30,89% 187.388 45,14% 

Toledo 82.515 11,82% 288.317 41,31% 

Cuenca 81.167 37,28% 110.954 50,96% 

Valencia 110.011 4,26% 280.705 10,88% 

ESPAÑA 2.811.766 5,98% 5.989.823 12,74% 

Fuente: Datos INE, Padrón 2010 
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Tal y como reflejan los datos de las tablas 1 y 2, en la provincia de 

Cáceres, casi un 31% de la población vive en municipios de menos de 2.000 

habitantes y un 45% lo hace en municipios de menos de 5.000. Más aguda 

es aún la situación que se da en la provincia de Cuenca, en la que los 

porcentajes aumentan hasta el 37% en el caso de la población que habita 

en municipios de menos de 2.000 habitantes, y hasta el 51% en municipios 

menores a 5.000 habitantes. De estos datos podemos deducir ya un 

marcado carácter rural en estas provincias. 

Este rasgo es menos marcado en la provincia de Toledo, donde sólo el 

12% de la población vive en municipios de menos de 2.000 habitantes, 

aunque el porcentaje aumenta hasta el 41% si fijamos la atención en la 

referencia de los 5.000 habitantes. Por su parte, la provincia de Valencia 

presenta un perfil similar a la imagen general del país, con sólo el 4% de su 

población residiendo en municipios de menos de 2.000 habitantes y sólo el 

11% en los de menos de 5.000. La explicación a la situación de estas dos 

provincias hay que basarla obviamente en la influencia que generan las 

áreas metropolitanas de Madrid (y Toledo, que aglutina funciones centrales 

por ser la capital de Castilla-La Mancha, aún sin ser la ciudad más poblada 

de la Comunidad) y Valencia respectivamente. 

Una vez descrita someramente el ámbito territorial en el que se va a 

centrar el análisis propuesto, cabe realizar en primer lugar un perfil del 

comportamiento político mostrado en las últimas elecciones municipales –

las celebradas el pasado 22 de mayo de 2011- en los municipios objeto de 

estudio. 

Comenzaremos reseñando que, debido a la estructura demográfica que 

presenta la población rural, el censo electoral supone un porcentaje muy 

alto del padrón de habitantes, o dicho de otro modo, una proporción muy 

elevada de la población está llamado a participar en la elección de los 

miembros de la corporación municipal. Si a nivel estatal el censo de 

electores representa el 73,76% de la población, el del agregado de los 

municipios estudiados lo supera en 10 puntos, alcanzando un 83,92%. 

 

Si comparamos este mismo dato por provincias, tal y como recoge la 

tabla número 3, observamos igualmente que en todos los casos el censo de 
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electores supone un porcentaje más elevado de la población que en el 

general de la provincia. No obstante, cabe destacar aquí la diferencia 

observable ya entre regiones, relacionada con la estructura de su población 

y con la presencia del fenómeno de ruralidad. Así, por ejemplo son los datos 

referidos a la provincia de Cáceres los que presentan un censo electoral que 

incluye proporcionalmente a más parte de su población. 

Tabla 3. Población residente en municipios rurales de pequeño tamaño. 

Ámbito territorial Población 2010 
Censo Municipales 

2011 

Proporción de la población 
incluida en el censo 

electoral 
Total Provincial 415083 339330 81,75% 

Provincia de 
Cáceres 

Agregado 
Municipios< 

2000 
habitantes 

128221 112632 87,84% 

Total Provincial 697959 510562 73,15% 

Provincia de 
Toledo 

Agregado  
 

Municipios< 
2000 

habitantes 

82515 66763 80,91% 

Total Provincial 217716 164212 75,42% 

Provincia de 
Cuenca 

Agregado 
Municipios< 

2000 
habitantes 

81167 66831 82,34% 

Total Provincial 2581147 1903702 73,75% 

Provincia de 
Valencia 

Agregado 
Municipios< 

2000 
habitantes 

109911 90004 81,89% 

Agregado de los 
municipios del 

estudio 
 401814 336230 83,68% 

Total España  47021031 34682112 73,76% 

Fuente: Elaboración propia a partir de Datos INE, Padrón 2010; y Datos MIR, Resultados provisionales 
elecciones locales 2011. 

Por lo que respecta al comportamiento político medio registrado en los 

municipios del estudio y cuyos estadísticos descriptivos más relevantes se 

recogen en las siguientes tablas, cabe destacar una alta participación que 

llega a situarse en el 87% del censo. Casi la totalidad de los votantes optan 

por alguna de las candidaturas presentadas: de media, casi el 98% de los 

votos emitidos fueron a parar a las candidaturas, llegando a presentar la 

moda el porcentaje de 100%. En consonancia, la proporción de los votos en 

blanco y los votos nulos es muy baja, siendo algo más elevada la de 

votantes que optan por el voto nulo (2,15%) que la de los que optan por el 

voto en blanco (1,62%).  
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Por lo que respecta a la tendencia de voto a las candidaturas, 

observamos como los resultados de los comicios municipales reproducen la 

estructura bipartidista que viene articulando el sistema de partidos estatal 

en los últimos veinte años, concentrando casi un 90% de los votos entre las 

candidaturas del Partido Popular (PP) y del Partido Socialista Obrero Español 

(PSOE). En cualquier caso, parece que el PSOE presenta una concentración 

de voto algo mayor que el PP, puesto que presenta una desviación típica 

menor (0,02 frente a 0,23) así como un rango de voto también mayor, 

puesto que llega a alcanzar el 77% de los votos en algún caso, mientras 

que el PP llega al 61,18%. Las candidaturas procedentes de iniciativas de 

ámbito local consiguen una media del 3,2% de los votos, llegando en algún 

caso a aglutinar casi el 38% del voto, mientras que las de ámbito regional, 

que presentan una distribución de su voto mucho más dispersa, con una 

desviación típica muy alta, consiguen una media de votos algo menor que 

las locales, un 2,92%. 

Tabla 4. Tendencias centrales de los resultados electorales 2011 en los municipios del estudio. 

 
Porcentaje 

Votantes (*) 

Porcentaje Votos a 
Candidaturas 

(**) 

Porcentaje de 
Votos en Blanco 

(**) Porcentaje de Votos Nulos 

Media 87,18% 97,83% 1,62% 2,15% 

Mediana  87,62% 96,88% 1,25% 1,64% 

Moda 100,00% 100,00% 0,00% 0,00% 

     

 

Porcentaje 
de Votos 

PSOE 
Porcentaje 
de Votos PP 

Porcentaje 
de Votos IU 

Porcentaje 
de Votos 

Iniciativas 
Locales 

Porcentaje de 
Votos 

Iniciativas 
Regionales 

Porcentaje de 
Votos a Otros 

Partidos 

Media 44,23% 44,38% 1,36% 3,22% 2,92% 0,52% 

Mediana  44,70% 44,03% 0,00% 0,00% 0,00% 0,00% 

Moda 0,00% 0,00% 0,00% 0,00% 0,00% 0,00% 

Fuente: Elaboración propia a partir de Datos MIR, Resultados provisionales elecciones locales 2011. 

Tabla 5. Medidas de dispersión de los resultados electorales 2011 en los municipios del estudio. 

 
Votantes 

2011 Votos Candidaturas Votos Blanco 2011 Votos Nulos 2011 

Rango 1391 1351 97,12% 105 7,55% 83 5,97% 

DV 338,88 0,07 0,02% 0,07 0,02% 0,02 0,01% 

Pearson 0,98 -0,2 -0,17 -0,01 

 
Votos PSOE 

2011 
Votos PP 

2011 
Votos IU 

2011 

Votos 
Iniciativas 

Locales 2011 

Votos 
Iniciativas 
Regionales 

2011 
Total Votos 

OTROS 2011 

Rango 1076 77,35% 851 61,18% 395 28,40% 524 37,67% 443 31,85% 294 21,14% 

DV 0,02 0,01% 0,23 0,07% 0,23 0,07% 0,06 0,02% 60,37 17,81% 18,67 5,51% 

Pearson 0,07 0 0,04 0,12 0,27 0,13 
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Fuente: Elaboración propia a partir de Datos MIR, Resultados provisionales elecciones locales 2011. 

Dejando a un lado las tendencias generales y analizando brevemente 

los datos que nos ofrecen los cálculos de dispersión, podemos observar 

como los fenómenos de voto en blanco y voto nulo pueden llegar a alcanzar 

hasta un 7,55% y 5,97% de los votantes totales.  

Entrando ya a ocuparnos del objetivo central de este análisis, esto es, 

de ver cuán “tradicional” es la población del medio rural en su 

comportamiento electoral en comparación con el resto de la sociedad, la 

siguiente tabla recoge los datos promedio del agregado de los municipios 

estudiados junto a la media española. En ella se observa claramente como 

las mayores diferencias afectan al grado de participación, la concentración 

de votos en las candidaturas de PP y PSOE y el voto a otros partidos.  

Tabla 6. Comparación de los resultados electorales de las elecciones municipales 2011 entre la media 
española y la de los municipios del estudio. 

Ámbito territorial Votantes  
Votos 

Candidaturas 
Votos 
Blanco  

Votos 
Nulos  

Votos 
PSOE  Votos PP  Votos IU  

Votos 
Otros  

Media Municipio 
Rural (R1) 87,18% 97,83% 1,62% 2,15% 44,23% 44,38% 1,36% 6,66% 

Media 
Agregación Datos 

Municipios 
Rurales (R2) 86,25% 96,65% 1,48% 2,11% 42,71% 43,53% 1,83% 8,35% 

Media Española 
(G)  66,23% 95,76% 2,54% 1,70% 27,32% 36,89% 6,26% 25,28% 

Diferencia (R1-G) 20,95% 2,07% -0,92% 0,45% 16,91% 7,49% -4,90% -18,62% 

Fuente: Elaboración propia a partir de Datos MIR, Resultados provisionales elecciones locales 2011. 

Por lo que respecta al porcentaje de votantes sobre el censo, los datos 

señalan la existencia de una mayor participación en los municipios rurales 

estudiados que en el conjunto del Estado, diferencia que prácticamente 

alcanza los 21 puntos. Dicho de otro modo, si en el conjunto de España de 

cada 10 electores, sólo 6 acudieron a votar en las últimas elecciones 

municipales, en el medio rural lo hicieron casi 9 de cada 10. Comprobamos 

así lo que la profesora Delgado Sotillos, estudiosa de los comicios 

municipales, apunta como regla general ante la celebración de elecciones, 

que “la participación es siempre mayor en los municipios pequeños” 

(Delgado Sotillos y Lopez Nieto, 1997:262). 
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Los votantes que emiten votos en blanco y votos nulos presentaron un 

comportamiento diferente en el medio rural que en el conjunto del país. Los 

votos en blanco, elegidos por el 2,54% de los votantes españoles suponen 

un porcentaje inferior en el contexto rural, tanto en su estudio agregado 

como en el comportamiento promedio. Al contrario, los votos nulos, que 

supusieron el 1,70% del total de los votos en España, presentan un 

porcentaje superior al 2% en el medio rural.  

Por lo que respecta a la distribución de los votos por candidaturas llama 

la atención que la previsible concentración del voto en las candidaturas de 

los dos partidos políticos mayoritarios a nivel estatal, PP y PSOE, es mucho 

mayor en el medio rural (superior al 85% del voto) que en el general del 

país (64%). Consecuentemente, observamos que la proporción de votos a 

otras candidaturas es mucho menor en los municipios rurales que la media 

española. Como posibles explicaciones a este fenómeno podemos señalar 

que la necesidad de cierta infraestructura material y personal de los 

partidos políticos para presentar candidaturas en cada uno de los 

municipios, lo que puede imposibilitar que partidos sin demasiados recursos 

puedan presentarse a las elecciones municipales en todo el territorio, 

mientras que, a priori, los partidos mayoritarios pueden contar con las 

facilidades que el ser organizaciones más grandes proporcionan. En 

cualquier caso, hay que tener en cuenta lo indicado por la profesora 

Delgado Sotillos sobre que el asentamiento de los partidos políticos difiere 

de unas poblaciones a otras en función de los tamaños de hábitat (Delgado 

Sotillos, 1997: 247) y que “ningún partido o coalición electoral concurre en 

los 8.000 municipios” (Delgado Sotillos y Lopez Nieto, 1997: 262). 

 

Sobre estos datos cabría reflexionar sobre la posible influencia del 

contexto sociopolítico del momento en el que se celebraron las elecciones el 

pasado mayo, con la a priori importante influencia del movimiento 

“Democracia Real Ya” o “#15M” que protagonizó en las principales ciudades 

españolas manifestaciones y asambleas multitudinarias configurándose 

como un movimiento social pacífico y plural crítico con el sistema económico 

y político actual. Si bien no era promovido por dicho movimiento, aunado a 

él y desde sectores participantes en el mismo surgió una corriente que 

solicitaba el no voto para los partidos mayoritarios en las inmediatas 
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elecciones municipales y autonómicas como opción electoral a la hora de 

mostrar desacuerdo y descontento con la situación del momento.  

Tabla 7. Comparación de resultados electorales de las elecciones municipales 2011 y 2007 a nivel 
estatal. 

 Votos Blanco Votos Nulos 

Concentración 
votos PP y 

PSOE 

Resultados 2011 2,54% 1,70% 65,32% 

Resultados 2007 1,92% 1,17% 70,54% 

Diferencia 0,62% 0,53% -5,22% 

Fuente: Elaboración propia a partir de Datos MIR, Resultados provisionales elecciones locales 2011 y 
Resultados elecciones locales 2007. 

En cualquier caso, atendiendo a los datos que recoge la tabla anterior, 

podemos observar un aumento de algo más de medio punto en los votos en 

blanco y en los votos nulos en el conjunto de España respecto de las 

anteriores elecciones municipales. El dato general del voto en blanco de 

2007, que se sitúa en un 1,92% se asemeja más al obtenido en 2011 en el 

medio rural, pero el porcentaje de voto nulo sigue siendo aún así superior. 

Ello permite plantearnos como hipótesis que el votante rural prefiere 

mostrar su desacuerdo, descontento o apatía en las urnas a través del voto 

nulo, que como marca la legislación electoral no tiene efectos sobre la 

distribución de concejales), si bien habría que realizar un análisis detallado 

de los datos electorales recogidos en los municipios rurales objeto del 

estudio en convocatorias anteriores para poder confirmarla. Igualmente 

habría que hacer un análisis comparado de los datos de comicios anteriores 

para ver si la disminución de votos conseguidos por el conjunto de los dos 

partidos mayoritarios visible a nivel estatal encuentra correlato en el medio 

rural. Aún así, aunque se diera tal caso –que el porcentaje conjunto de los 

votos de PP y PSOE hubiese disminuido también en los municipios rurales 

respecto al conseguido en las elecciones anteriores- el nivel de 

concentración del voto entre los dos partidos mayoritarios en los municipios 

rurales estudiados seguiría siendo más de 15 puntos superior al obtenido 

por los mismos partidos en el total estatal en los comicios de 2007. 

Así pues hay que leer estas conclusiones y estas hipótesis teniendo en 

cuenta el presupuesto de resistencia al cambio y comportamiento 

tradicional que se atribuye a la sociedad rural. Al respecto, la profesora 

Delgado Sotillos ya señaló que “la influencia de factores externos al proceso 
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municipal puede encontrar más resistencia en los pequeños municipios y 

una mayor facilidad en las poblaciones urbanas, donde los medios de 

comunicación social están lógicamente más desarrollados y permiten una 

infiltración de opiniones más variadas” (Delgado Sotillos, 1997:247). 

Por lo que respecta al análisis de la lectura que del atributo “tradicional” 

se hace del medio rural equiparándolo al de conservador, vamos a tener en 

cuenta que desde una perspectiva dicotómica de cleavage ideológico estilo 

izquierda-derecha, en el contexto descrito de una concentración del voto 

superior al 80% entre los partidos PSOE y PP, y atendiendo a los resultados 

de los estudios demoscópicos del CIS, identificaremos el voto a la 

candidatura del PP como opción conservadora, o al menos, más 

conservadora que la opción PSOE. 

Para realizar tal análisis partimos de los porcentajes de voto medio a PP 

y PSOE en diferentes ámbitos de referencia que venimos estudiando, que 

quedan recogidos en la siguiente tabla. 

Tabla 8. Resultados electorales medios de PSOE y PP en las elecciones municipales 2011 en las 
provincias y municipios del estudio. 

    
Porcentaje 
Voto PSOE 

Porcentaje 
Voto PP 

Diferencia 
Voto PP-

PSOE 

Diferencia 
con voto 
estatal 

Diferencia con 
voto provincial 

Media España 27,32% 36,89% 9,57% ---------------
- ---------------- 

Media Agregación Datos 
Municipios Rurales (R2) 

42,71% 43,53% 0,82% 
6,64% ---------------- 

Municipio Rural Medio (R1) 44,23% 44,38% 0,15% 
7,49% ---------------- 

Media Provincial 35,59% 45,71% 10,12% 
8,82% ---------------- 

Media Municipios 
Rurales (R2) 

45,30% 41,22% -4,08% 
4,33% 

-4,49% 

Cáceres 

Municipio Rural 
Medio (R1) 

45,62% 41,25% -4,37% 
4,36% 

-4,46% 

Media Provincial 39,13% 45,62% 6,49% 
8,73% ---------------- 

Media Municipios 
Rurales (R2) 

44,56% 45,22% 0,66% 
8,33% 

-0,40% 

Toledo 

Municipio Rural 
Medio (R1) 

45,52% 44,68% -0,84% 
7,79% 

-0,94% 

Media Provincial 43,77% 45,99% 2,22% 
9,10% ---------------- 

Media Municipios 
Rurales (R2) 

47,90% 44,87% -3,03% 
7,98% 

-1,12% 

Cuenca 

Municipio Rural 
Medio (R1) 

47,63% 46,79% -0,84% 
9,90% 

0,80% 

Media Provincial 27,01% 45,99% 18,98% 
9,10% ---------------- 

Media Municipios 
Rurales (R2) 

34,31% 44,16% 9,85% 
7,27% 

-1,83% 

Valencia 

Municipio Rural 
Medio (R1) 

35,46% 44,56% 9,10% 
7,67% 

-1,43% 
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Fuente: Elaboración propia a partir de Datos MIR, Resultados provisionales elecciones locales 2011. 

Antes de pasar a su estudio exhaustivo cabe señalar que tal y como la 

academia ha puesto de manifiesto en reiteradas ocasiones y tal y como 

recoge la profesora Delgado Sotillos en su investigación sobre las elecciones 

municipales a la que venimos haciendo referencia, (Delgado Sotillos, 

1997:218), en este tipo de comicios, los electores suelen tener más en 

cuenta factores de política nacional que de otra índole a la hora de efectuar 

su voto, de manera que “las elecciones municipales traducen en general y 

en cierta medida la situación y la valoración de la actuación del gobierno de 

la nación”.  

Dicho esto, cabe señalar en primer lugar que a nivel general el 

porcentaje de voto a las candidaturas del PP fue un 9,57% mayor al que 

obtuvo el PSOE. Si bien en el general de los municipios rurales estudiados, 

el apoyo al PP también fue mayor, la diferencia entre los porcentajes de 

voto obtenidos por ambos partidos es mucho menor, siendo de un 0,82% de 

media, y de un 0,15% si lo que analizamos es el comportamiento medio.  

Al analizar la situación por provincias observamos que en todas ellas, el 

resultado general es también favorable al PP, si bien, encontramos ya 

diferencias sensibles entre unas y otras.  

En la provincia de Cáceres, a nivel general, la ventaja del PP es de un 

10,12%; pero no así a nivel de los municipios rurales estudiados, en los que 

es el PSOE el que obtuvo algo más de un 4% de votos más. La situación es 

similar en la provincia de Cuenca, donde a nivel general el PP obtuvo un 

2,22% de votos más que el PSOE; fenómeno que no reflejan los datos 

medios referidos al medio rural, puesto que en este ámbito es el PSOE el 

que obtiene un mayor porcentaje de votos, si bien la diferencia es apenas 

de un 3% en el caso de la media de los datos agregados, y aún menor en el 

caso del comportamiento medio del municipio rural conquense (0,84%). La 

otra provincia de Castilla-La Mancha presente en este estudio, Toledo, 

presenta una mayor diferencia en cuanto al dato general provincial, donde 

el PP obtuvo 6,49% más votos que el PSOE. No obstante, al fijarnos en los 

datos medios rurales nos encontramos con una situación en la que ambas 

fuerzas políticas están muy igualadas, con apoyos que oscilan entre el 
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44,5% y el 45,5% de los votos. Por último, es en el medio rural de la 

provincia de Valencia, donde a nivel general el voto al PP aventaja al PSOE 

por una diferencia mayor incluso que a nivel estatal que alcanza el 19%, 

donde sí vemos un apoyo rural más claro y contundente a la formación 

conservadora, con más del 9% de votos más que su competidor. Aún así, 

cabría destacar que el apoyo al PSOE en el medio rural valenciano, aún 

estando por debajo de la media de los municipios rurales estudiados aquí, 

presenta un porcentaje más alto que se logra en el conjunto de la provincia. 

Conclusiones 

Para finalizar, teniendo en cuenta los datos presentados a lo largo de la 

comunicación y las aproximaciones teóricas a las que hemos hecho 

referencia al comienzo de la misma intentaremos contestar ahora a las 

preguntas planteadas como objeto de investigación. 

En primer lugar y a la luz de los resultados del análisis tenemos que 

corroborar que efectivamente el comportamiento electoral de la sociedad 

rural puede calificarse de tradicional en cuanto que se ha mostrado menos 

afectado por los cambios que han particularizado las últimas elecciones 

municipales celebradas en mayo de 2011. En este sentido hemos 

encontrado en los datos electorales del medio rural un mantenimiento de la 

concentración de votos en los dos partidos mayoritarios, PP y PSOE, más 

alto que en el conjunto del territorio. Además, por otro lado, hemos visto 

también como en el territorio rural de las provincias de Cáceres, Toledo y 

Cuenca, integrantes de dos Camunidades Autónomas en las que los 

resultados electorales de las elecciones autonómicas celebradas el mismo 

día que las municipales que hemos estado estudiando han desembocado en 

un cambio del partido gobernante en la región, la opción política que 

ostentaba la mayoría anteriormente ha obtenido también más apoyo que la 

nueva opción mayoritaria. Así pues, aún siendo conscientes de que para 

poder demostrar con más contundencia esta conclusión no basta con 

analizar los datos de los últimos comicios sino que habría que analizar con 

detalle la evolución de estas tendencias a lo largo del tiempo, nos 

atrevemos a afirmar que parece correcto hablar de tradición en el 

comportamiento electoral de la población rural estudiada. 
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Y en segundo lugar, sobre la atribución del calificativo tradicional en el 

sentido de conservador al comportamiento electoral de la sociedad rural, los 

datos analizados no son suficientes para emitir una respuesta contundente. 

Para lograr al respecto un perfil ideológico más ajustado sería necesario 

realizar un análisis más detallado del apoyo electoral obtenido por todas las 

fuerzas políticas que ocupan completan el espectro izquierda-derecha y no 

sólo de los dos partidos mayoritarios, como hemos hecho aquí. En todo 

caso, lo que sí podemos afirmar es que a priori no parece adecuado 

considerar que el comportamiento electoral del medio rural sea más 

conservador que el que practica la sociedad española en el resto del 

territorio, en tanto en cuanto el apoyo a la opción política más conservadora 

de las dos que concentran la mayor parte de los votos, es decir, al Partido 

Popular, presenta porcentajes más elevados de manera general en todo el 

territorio estatal. 
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La evaluación del impacto: una herramienta 

escasamente utilizada a la hora de evaluar los 

programas públicos. 

Gema Sánchez Medero. 

Universidad Complutense de Madrid. 

Introducción. 

La evaluación de Políticas Públicas se configura como un campo 

multidisciplinar con identidad propia, pero en el que convergen y desarrollan 

su actividad especialistas procedentes de distintos ámbitos y perspectivas. 

Ello no ha impedido, sin embargo, que, con el paso del tiempo, se hayan ido 

perfilando una serie de tipos y métodos de evaluación en cada una de las 

disciplinas, en función de sus respectivas tradiciones e intereses (Bañón, 

2003). Por ejemplo, según su finalidad y función, la evaluación puede ser 

formativa (se utiliza como estrategia de mejora y para ajustar sobre la 

marcha) o sumativa (se utiliza para los procesos terminados). Según su 

extensión, podemos hablar de evaluación global (pretende abarcar todos los 

componentes o dimensiones) o evaluación parcial (pretende el estudio de 

determinados componentes o dimensiones). Según los agentes evaluadores, 

podemos distinguir entre evaluación interna (es aquella que es promovida y 

llevada a cabo por los propios integrantes de un departamento, centro, 

sección, etc) y evaluación externa (es cuando no es realizada por agentes 

integrantes de un centro, sección o departamento). Según el momento de 

aplicación, podemos hacer referencia a la evaluación inicial (se realiza al 

principio del proceso), la evaluación procesual (se realiza durante el 

proceso), y la evaluación final (se realiza al final del proceso).  

Lo importante es que en el contexto actual la evaluación cada día está 

cobrando más importancia como una medida para la redición de cuentas y 
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la transparencia de la administración pública, convirtiéndose así, en un 

mecanismo para legitimar las acciones tomadas y los recursos utilizados por 

parte del gobierno, para conservar la confianza y fortalecer la regulación 

(González Tijerina, 2010:31). Por tanto, las funciones de la evaluación en el 

sector público moderno son: legitimar la intervención, fomentar la 

transparencia, incrementar la calidad de los servicios, mejorar los 

programas de intervención pública, fomentar la eficiencia, racionalizar la 

toma de decisiones, utilizar de mejor manera los recursos públicos, etc 

(González Tijerina, 2010:32). De ahí, que en esta ponencia nos hayamos 

decantado por analizar la evaluación en la Administración General del 

Estado en España, para conocer hasta que punto estas prácticas evaluativas 

son importantes, qué tipo de ellas se practican, para determinar si se hace 

uso de una de ellas en especial, la evaluación del impacto, que nuestro 

aparecer es la que mejor determina la efectividad de una acción o programa 

público. 

1. La evaluación del impacto 

Evaluar es la recolección y análisis de la información, destinada a 

describir la realidad y emitir juicios de valor sobre su adecuación a un 

patrón o criterio de referencia establecido como base por la toma de 

decisiones. Así, evaluar es participar en la construcción de un tipo de 

conocimiento axiológico, interpretando la información obtenida, 

estableciendo visiones no simplificadas de la realidad y suministrando 

resultados basados en “evidencias que sean creíbles, fiables y útiles, 

facilitando la incorporación oportuna de los hallazgos, recomendaciones y 

lecciones en los procesos de toma de decisiones (NNUU, 2005). Otros 

autores consideran que la evaluación es elaborar pautas de referencia que 

conjuguen criterios operativos y políticamente legítimos de la eficacia y los 

resultados de una política, formulando análisis vinculados a esas pautas que 

resulten pertinentes desde el punto de vista de la acción y la decisión, 

respondiendo de manera pragmática con el conjunto de herramientas de las 

ciencias sociales y de la gestión (Perret, 2001). Para Ander Egg (2000) la 

evaluación es una forma de investigación social aplicada, sistemática, 

planificada y dirigida; encaminada a identificar, obtener y proporcionar de 

manera válida y fiable, datos e información suficiente y relevante en que 
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apoyar un juicio acerca del mérito y el valor de los diferentes componentes 

de un programa (tanto en la fase de diagnóstico, programación o 

ejecución), o de un conjunto de actividades específicas que se realizan, han 

realizado o realizarán, con el propósito de producir efectos y resultados 

concretos; comprobando la extensión y el grado en que dichos logros se 

han dado, de forma tal, que sirva de base o guía para una toma de 

decisiones racional e inteligente entre cursos de acción, o para solucionar 

problemas y promover el conocimiento y la comprensión de los factores 

asociados al éxito o al fracaso de sus resultados. 

Pero ¿qué significa la evaluación del impacto? Es tratar de determinar lo 

que se ha alcanzado, es decir, posibilita el conocimiento de los efectos de un 

proyecto o programa en relación con las metas propuestas y los recursos 

movilizados. Y se realiza comparando una “línea base”, que aprecia el 

estado “inicial” de la población objetivo, con una “línea de comparación”, 

que muestra la condición de esa población después de transcurrido un 

determinado tiempo de operación del proyecto, eliminando (o tratando de 

minimizar) la incidencia de factores externos (Cohen y Franco, 2005: 21). El 

objetivo es determinar si un programa produjo los efectos deseados en las 

personas, instituciones, agentes, etc, a los cuales éste se aplica, obtener 

una estimación cuantitativa de estos beneficios y evaluar si ellos son o no 

atribuibles a la intervención del programa (Aedo, 2005: 7). Por tanto, una 

evaluación del impacto consiste en identificar si existen o no relaciones de 

causa efecto entre el programa y los resultados obtenidos y esperados, ya 

que pueden existir otros factores que ocurren durante el periodo de 

intervención del programa, que están correlacionados con los resultados y 

que no han sido causados por el programa (Aedo, 2005: 8). De tal manera, 

que la evaluación del impacto centra únicamente su análisis en los 

beneficios a medio y largo plazo obtenidos por la población beneficiaria del 

programa. Así, este tipo de evaluación abarca todos los efectos secundarios 

a la planeación y a la ejecución: específicos y globales; buscados (según los 

objetivos) o no; positivos, negativos o neutros; directos o indirectos (la 

puesta en marcha del programa puede generar, por sí misma, efectos sobre 

los directamente involucrados, pero también al nivel de la sociedad toda). 
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De esta manera, gracias a la evaluación del impacto se puede: registrar 

y analizar experiencias, positivas y negativas; evaluar el contexto 

socioeconómico y político en que se da la experiencia; identificar los actores 

involucrados y su peso específico en los resultados; estudiar la articulación 

interinstitucional y público/privado; ofrecer estudios de costo-beneficio; 

concertar aportes técnicos en gestión mediante la difusión de la información 

proveniente de la evaluación y su posterior discusión entre todos los 

responsables de la gestión; informar a los responsables de la toma de 

decisiones sobre la marcha de los programas; seleccionar qué acciones 

brindan mayor “valor agregado” a la sociedad en su conjunto, etc (Abdala, 

2004:29). Por tal motivo, este tipo de evaluación está dirigida a la población 

objetivo, al gobierno, a los empresarios que participan, y a la población 

local donde se inserta el programa. Pero para ello, es necesario superar los 

enfoques tradicionales, es decir, aquellos que simplemente se limitan a 

comparar los objetivos y los resultados.  

Por tanto, la evaluación del impacto debe ser llevada a cabo de la 

siguiente forma: 

• En la primera fase, debemos evaluar la situación actual: Para ello, 

consultaremos a los sectores afectados, los agentes económicos y la 

sociedad civil en el sentido más amplio (Ponce y Sánchez, 2005). 

• En la segunda fase, debemos llevar a cabo una evaluación 

preliminar: Realizada en el punto inicial del proceso de elaboración 

de políticas, como una forma de identificar los riesgos o los 

principales problemas, el impacto probable, las opciones posibles, 

etc (Ponce y Sánchez, 2005:153). 

• En una tercera fase debemos realizar una evaluación detallada: Para 

averiguar, por qué son necesarias estas medidas; por qué son 

adecuadas en dicho nivel de gobierno; por qué emplear unas y no 

otras; por qué se encuentra implicados unos actores y no otros; por 

qué se tiene que llevar a cabo durante un determinado periodo de 

tiempo y no otro; etc. 
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• La fase final: Se evalúa el impacto real una vez que se ha 

implementado la opción política. Esta medida contribuye a 

comprobar la exactitud de las suposiciones y valoraciones realizadas 

en etapas anteriores al proceso, que a su vez pueden contribuir a 

mejorar la calidad de las evaluaciones del impacto futuras (Ponce y 

Sánchez, 2005:154). 

En definitiva, la evaluación del impacto no implica medir el resultado 

solamente al final de la ejecución, sino va más allá porque es un proceso 

continuo y permanente. Así, la continuidad actuaría como efecto 

dinamizador y enriquecedor, toda vez que la evaluación se comprenda como 

un proceso de intercambio educativo de todos los involucrados en el 

programa que retroalimenta los ajustes necesarios para mejorar sobre la 

marcha.  

2. La evaluación de las políticas públicas 

La creación de sistemas de evaluación de la gestión pública es un 

componente crítico dentro de las propuestas de reforma del sector público. 

Aunque el tema de la evaluación de proyectos y programas públicos no es 

nuevo, la preocupación actual por la evaluación de la gestión pública se 

enmarca dentro de una agenda más amplia como es la reforma del Estado y 

la modernización de sus instituciones. Ahora, ya no sólo se trata de 

gestionar y crear medidas, sino que hay que medir los resultados en base a 

la eficacia, la eficiencia, la calidad y la percepción de los usuarios. Esta 

nueva filosofía, está suponiendo el paso de la gestión pública burocrática a 

la gestión pública gerencial, lo que se ha denominado “neo-gerencialismo” o 

“nueva gestión pública”. Y evidentemente, esta dinámica está 

transformando radicalmente el tipo de soluciones articuladas y las prácticas 

de gestión para implementarlas (Campbell, 1997), y lógicamente también 

está afectando a los sistemas de evaluación que se aplican en el sector 

público. No es que se haya producido una reducción del Estado en términos 

cuantitativos, sino más bien se está dando una reorientación de sus 

prioridades presupuestarias (Osuna, 2004). Por tanto, no está 

disminuyendo la intervención estatal sino que ésta está sufriendo un cambio 

para ser más productiva y menos administrativa. Estamos, por tanto, en un 
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momento donde se tiende a la reorientación económica y social del Estado 

de Bienestar, moderando para ellos sus fines redistributivos y de 

compensación de los desequilibrios, y acentuando su papel en la 

competitividad internacional, el desarrollo tecnológico y la infraestructura de 

bienes y servicios (Osuna, 2004:2).  

Y en este nuevo contexto, la evaluación es aún más importante, sobre 

todo para valorar los resultados conseguidos y la estimación de los efectos 

que deberían tener los procesos de modernización y de reforma de la 

Administración Pública. No obviemos, que las evaluaciones permiten a los 

responsables de una determinada acción incorporar las lecciones aprendidas 

sobre el proceso de implantación, lo que indudablemente contribuye a 

mejorar su puesta en marcha en futuro, pero también la rectificación de 

posibles fallas durante la puesta en marcha de dicha acción. Aunque al 

mismo tiempo, la evaluación de los resultados nos permitiría comprobar si 

se ha cumplido con los objetivos programados y si se ha llegado a resolver 

el problema que indujeron a iniciar esa determinada acción, además nos 

permitirá introducir mejoras a la hora de conseguir los fines propuestos, o 

incluso, nos podría llevar a modificarlos. 

Pero con la evaluación también podríamos ir más allá. Así, frente al 

esquema lineal que la considera como última fase del proceso de 

planificación, centrada exclusivamente en la valoración de los resultados del 

programa ya aplicado, la perspectiva holística, integradora, la incluye en 

todas sus etapas, desde la fase de detección de problemas y necesidades 

hasta la de ejecución y puesta en marcha del programa, con independencia 

del momento en que se realice la evaluación (Osuna, 2004:5). La 

evaluación debe incorporarse, por tanto, desde el primer momento de la 

planificación, convirtiéndose en procesos relacionados y complementarios 

que caminan a la par (Osuna, 2004:5). El problema es que actualmente en 

la administración española el seguimiento se concibe como un proceso 

extraordinario que se práctica en determinadas ocasiones y ante 

requerimientos específicos, y además, la evaluación de impacto se reduce a 

una simple evaluación de resultados. Tal vez porque los políticos españoles 

están viendo en la evaluación un control administrativo y financiero, más 

que en un instrumento al servicio de la calidad de los servicios del sector 

 426 



Innovaciones en la sociedad del riesgo. 

público, por no hablar de la escasa utilización que está teniendo los 

resultados que se recoge de este tipo de prácticas. Por eso, sería 

recomendable desarrollar una cultura de la evaluación, en la cual los errores 

sean percibidos como oportunidades de aprendizaje y éste como una fuente 

importante de crecimiento y desarrollo (Ramillo Sánchez, 2002). 

Pero este no es el único problema con el que se encuentran las 

evaluaciones, sino también la falta de fondos. Normalmente los fondos 

asignados para las evaluaciones no se utilizan o se reasignan para otras 

finalidades, dado también el poco interés que existe para realizarlas. Y otra 

dificultad es encontrar evaluadores expertos y diestros en estos 

menesteres, más cuando se está produciendo un desequilibrio entre la 

oferta de evaluadores y la demanda de evaluaciones, principalmente por la 

fuerte expansión de esta última ante la necesidad de mostrar resultados, así 

como por las restricciones de fondos y la búsqueda de un mejor uso de los 

mismos (Feinstein, 2007). 

3. La institucionalización de la evaluación en España 

La institucionalización en España se ha dado de modo tardío, respecto 

al resto de países europeos, además con ella se ha querido incorporar la 

evaluación a la agenda gubernamental y a los procesos de reforma de las 

políticas públicas como factor clave para la gobernanza en curso a través de 

la Agencia Estatal de Evaluación Políticas Públicas y de Calidad de los 

Servicios Públicos (AEVAL), creada por la Ley 951/2005, del 29 de julio. 

Pero, como dicho, está experiencia no es más, que un seguimiento a la línea 

marcada por EE.UU y Europa. Téngase en cuenta, que la creación de esta 

agencia se enmarca dentro del movimiento interno que se produce en la 

Unión Europea para la creación de Institutos y Sociedades de Evaluación, 

con el objetivo de intercambiar saberes y experiencias evaluativas entre los 

distintos países - La evaluación como disciplina se ha ido consolidando en 

Europa, a partir de la década de los noventa, con la creación en 1995 de la 

Sociedad Europea de Evaluación (EES), y con el surgimiento, catalizado por 

la EES, de asociaciones nacionales de evaluación en varios países europeos, 

incluyendo España, donde en el año 2001 se creó la Sociedad Española de 

Evaluación de Políticas Públicas (SEE) (Feinstein, 2007:28). En EE.UU se 
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implantó la General Accounting Office (GAO), con carácter federal y dirijida 

por el Controlador General, que es nombrado para 14 años por el Presidente 

de la Nación. Esta oficina se dedica principalmente a la auditorías y control 

del gasto público, aunque también regula la normativa sobre contabilidad 

general y el presupuesto (Garde, 2005:45). El Reino Unido ha creado el 

Strategy Unif, cuya función principal es suministrar idea en temas claves de 

política gubernamental y los estudios de prospectiva y evaluación (Garde, 

2005:45). En Francia se ha constituido el Conseil National de l´Évaluation 

para que se encargue de la preparación de un programa de evaluación que 

deberá ser sometidos al Primer Ministro (Garde, 2005:45), para que éste dé 

su conformidad. Este programa, establecido en consulta con las autoridades 

competentes, se lleva a cabo en estrecha colaboración con la Comisión de 

Planificación. Otra función, es formular la opinión sobre la calidad del 

trabajo realizado por las distintas instancias de evaluación.- .No obstante, 

hay que mencionar que antes de la creación de esta institución existían 

instituciones que realizaban evaluaciones, pero su dimensión era más bien 

sectorial o relacionada con las políticas de gasto. En cambio, esta agencia 

nace con la vocación de convertirse en una institución de referencia, 

manteniendo una perspectiva abierta a la participación y a la colaboración 

con distintos órganos de la Administración General del Estado (AGE), las 

Camunidades Autónomas (CCAA), y las administraciones locales, según 

consta en sus documentos constitutivos de referencia. Pero claro está, lo 

hace respetando las competencias de cada comunidad autónoma, ya que 

ninguna administración se va a dedicar a evaluar lo que implementa otra. 

En todo caso, la institucionalización de la evaluación queda restringida 

al ámbito estatal. Aunque poco a poco también empiezan a surgir iniciativas 

de este tipo en los ámbitos territoriales. Por ejemplo, en Cataluña ha 

surgido una iniciativa entre la administración y el sector privado que ha 

dado como resultado la creación del consorcio IVALUA, compuesto por la 

Generalitat, la Universidad Pompeu Fabra, la Diputación de Barcelona y la 

Fundación Jaume Bofia, un consorcio mixto que tiene por misión la 

promoción de la evaluación de políticas públicas, tanto a nivel autonómico y 

local. En Navarra se ha creado, en este mismo sentido, la Comisión Foral de 

 428 



Innovaciones en la sociedad del riesgo. 

Evaluación para realizar la evaluación de las políticas públicas y de la 

calidad de los servicios de esa comunidad. 

Además de estas agencias, en cada ministerio las Secretarías Técnicas 

se encargan de evaluación de la calidad y del impacto normativo. Lo cierto 

es que existen distintos departamentos en el seno de la propia 

administración que se dedica a estas labores. Si observamos la tabla 1, 

podemos comprobar como en todos los ministerios sobre los que se 

vértebra el actual gobierno, con la excepción del ministerio de Cultura y el 

ministerio de la Presidencia, tiene asignada alguna competencia evaluativa, 

que suelen desempeñar alguna secretaría o dirección general. Las funciones 

asignadas son de lo más diversas, se evalúan desde el gasto, los 

programas, las políticas, los resultados, los equipos de emergencia, el 

presupuesto, las tecnologías, los objetivos, las acciones y actuaciones, etc. 

 

Pero la institucionalización de la evaluación, no sólo consiste en crear 

organismos o atribuir a los departamentos dicha competencia, sino también 

en dotarla de un marco normativo adecuado para el desarrollo de dichas 

funciones evaluativas, fomentar una cultura evaluativa y compromiso 

político. Respecto a lo primero mencionar que, por ejemplo, la Ley 7/2007, 

de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, se emplea el 

término evaluación 17 veces, vinculándolo a la regulación del personal 

directivo profesional, a los derechos individuales del conjunto de empleados 

públicos, a la carrera horizontal, a la continuidad en el puesto de trabajo, 

hasta constituir una de las materias objeto de negociación colectiva, las 

normas que fijen los criterios y mecanismos generales en materia de 

evaluación del desempeño. En cuanto a lo segundo, mencionar que hay 

poca cultura evaluativa, pero poco a poco ésta se está incorporando a las 

prácticas de la administración pública. Para ello, hay que colaborar para 

creer una conciencia de buenas prácticas, derribar mitos, miedos, en 

definitiva, incorporar nuevos hábitos de trabajo, revisar continuamente lo 

que se hace, de pensar y anticiparse a los impactos, de hacerse responsable 

de las actuaciones, de aprender de los errores y fundamentalmente cambios 

en los modelos mentales en aras de una mayor efectividad y eficacia. En 

cuanto a lo tercero, hay que conseguir que los políticos dejen de ver en la 

evaluación un mero sistema de control de sus actividades, para pasar a ser 
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un mecanismo que contribuye a mejorar y perfeccionar las mismas. De ahí, 

que sea necesario para que podamos hablar de una institucionalización 

exitosa, es imprescindible que se produzca un aumento de la demanda 

gubernamental de evaluaciones, de tal manera que se pueda garantizar la 

financiación y la continuidad en el futuro (González Tijerina, 2010:32). 
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Tabla 1: Las competencias evaluativas en la Administración General del Estado en España. 

MINISTERIOS ORGANIZACIÓN COMPETENCIAS 

Ministerio del 
Interior 

Real Decreto 1037/2009, de 29 
de junio, por el que se modifica y 
desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio de Fomento. 
 

Secretario de Estado de 
Seguridad. 

Dirección General de Gestión 
de Recursos 

Art.1.f. Corresponde a la Dirección General de Gestión de Recursos: La 
evaluación de las necesidades de actuación en materia de mantenimiento y 
mejora de las infraestructuras y de los equipamientos, y la ejecución y el 
seguimiento de los programas y proyectos que correspondan. 
 
La Subdirección General de Servicios Penitenciarios a la que le corresponde el 
ejercicio de las funciones atribuidas a la Dirección General en los párrafos 1.f. 

Dirección General de Comercio 
e Inversiones 

Art. 3.1. d) La definición, formulación y evaluación de la política comercial 
bilateral y regional de bienes agroalimentarios e industriales, servicios, 
inversiones y propiedad intelectual en el Consejo de la Unión Europea y en sus 
correspondientes grupos de trabajo. El análisis y seguimiento de los acuerdos y 
relaciones comerciales con terceros países. El seguimiento y formulación de 
propuestas para la eliminación de restricciones y obstáculos en el mercado de 
países terceros a las exportaciones españolas 
 
Art. 3.1. t) La gestión económico-financiera y técnica de la red de Oficinas 
Económicas y Comerciales en el Exterior. De igual manera le corresponderá la 
inspección técnica y la evaluación de su funcionamiento, organización y 
rendimiento, así como la elaboración y desarrollo de acciones que permitan la 
mejora de dicha red de Oficinas Económicas y Comerciales. 

Secretaría de Estado de 
Comercio Exterior 

Subdirección General de 
Comercial de la Unión Europea 

Art. 2.a: Subdirección General de Política comercial de la Unión europea que 
ejercerá las funciones de evaluación, control y desarrollo de las políticas 
comerciales con terceros países y, en particular, las señaladas en el párrafo d 
del apartado 1. Asimismo, se encargará de la coordinación del desarrollo de las 
funciones señaladas en los párrafos c) y e), en lo referente a mercancías y 
derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio, así como las 
señaladas en el párrafo g) del apartado 1. También se encargará de la secretaría 
de la Comisión Interministerial de Coordinación de la Participación Española en 
la Conferencia de las Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo, de la 
Comisión Consultiva de Negociaciones Comerciales Internacionales y del Consejo 
Asesor de Comercio e Inversiones. 

Ministerio de 
Industria, 
Turismo y 
Comercio 

Real Decreto 1226/2010, de 1 de 
octubre, por el que se desarrolla 
la estructura orgánica básica del 
Ministerio de Industria, Turismo 
y Comercio. 
 

Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la 
Sociedad de la Información 

Dirección General de 
Telecomunicaciones y 

Tecnología de la Información 

Art. 5.1.b: La designación de organismos notificados para equipos de 
telecomunicaciones y la realización de pruebas para la comprobación del 
cumplimiento de las especificaciones técnicas de equipos y aparatos de 
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telecomunicaciones, las funciones relativas a su evaluación de conformidad y 
demás actuaciones derivadas de la puesta en el mercado de equipos y aparatos 
de telecomunicaciones, incluyendo la vigilancia en los mercados según lo 
previsto en la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones. 

Secretaría de Estado de 
Energía 

Subsecretaría de Industria, 
Turismo y Comercio 

Art. 8.1.f. La relación con las unidades territoriales del Ministerio y la evaluación 
de los recursos necesarios para su funcionamiento, sin perjuicio de las 
competencias funcionales que correspondan a otros órganos del Departamento. 

 
Art. 8.1. n. La asistencia técnica y administrativa a los órganos superiores y 
directivos del Departamento en orden a la mejora de los servicios, así como el 
seguimiento y análisis de las políticas sectoriales del Departamento y la 
evaluación periódica del impacto y eficacia de los instrumentos de apoyo. 
 
Art. 8. 1. o. Los estudios y análisis organizativos, de retribuciones e incentivos al 
rendimiento, de procedimientos administrativos y de procesos de gestión y 
métodos de trabajo, la puesta en marcha de planes de evaluación y mejora del 
desempeño del personal del Departamento. 

 
Dirección General de Industria 

Art. 13. 1. a. La propuesta, ejecución, seguimiento y evaluación de la política 
industrial, así como las propuestas de incorporación de las iniciativas industriales 
internacionales y de la Unión Europea al ámbito nacional. 

 
Art. 13.1.d. El análisis y la evaluación del impacto de las actuaciones derivadas 
de la aplicación, entre otras, de normativa técnica y medioambiental sobre la 
competitividad de los sectores industriales, así como la elaboración de planes de 
adaptación a las mismas. Secretaría General de 

Turismo y Comercio Interior 

Dirección General de Política 
de la Pequeña y Mediana 

Empresa 

Art. 14.1. e. El seguimiento y evaluación de las políticas de apoyo a las 
pequeñas y medianas empresas de la Unión Europea, derivadas de la Carta 
europea de la pequeña empresa y de las directrices del Consejo Europeo. 
 
Art. 14.1.j. La elaboración de estudios, estadísticas y bases de datos para el 
seguimiento y evaluación de las políticas realizadas por la Dirección General, en 
coordinación y sin perjuicio de las competencias de la Unidad de Estudios del 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio. 

Ministerio de 
Educación 

Real Decreto 189/2011, de 18 de 
febrero, por el que se desarrolla 
la estructura orgánica básica del 
Ministerio de Educación y se 

Secretaría de Estado de 
Educación y Formación 

Profesional. 
Dirección General de 

Evaluación y Cooperación 
Territorial. 

Art.3.n: La gestión administrativa y económico-financiera de los programas de 
libros de texto así como otras ayudas específicas para enseñanzas no 
universitarias no sometidas al sistema general, que tengan por objeto 
enseñanzas reguladas en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación 
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(LOE). El seguimiento, control y evaluación del cumplimiento de las obligaciones 
por los beneficiarios de las mismas. 
Art.3.o: La coordinación de las políticas de evaluación general del sistema 
educativo y la realización, en colaboración con los organismos correspondientes 
de las administraciones educativas, de las evaluaciones generales de 
diagnóstico. 
 
Art.3.p: La coordinación de la participación del Estado español en las 
evaluaciones internacionales; la participación en la elaboración de los 
indicadores internacionales de la educación, así como el seguimiento de las 
actuaciones de la Unión Europea en este ámbito, sin perjuicio de las 
competencias de la Subsecretaría en materia estadística. 
 
Art.3q: La elaboración del Sistema Estatal de Indicadores de la Educación, y la 
realización de investigaciones y estudios de evaluación del sistema educativo y 
la difusión de la información que ofrezcan ambas actuaciones. 
 
Instituto de Evaluación: Coordina las políticas de evaluación del Ministerio de 
Educación con el objetivo de valorar el funcionamiento de nuestro sistema 
educativo en su conjunto. Las funciones del Instituto de Evaluación, 

Dirección General de 
Formación Profesional. 

Art.4.1.s: La elaboración de los instrumentos de apoyo necesarios para la 
evaluación y acreditación de las competencias profesionales adquiridas a través 
de la experiencia laboral y vías no formales de formación. 

modifica el Real Decreto 
1366/2010, de 29 de octubre, 
por el que se aprueba la 
estructura orgánica básica de los 
departamentos ministeriales. 

Secretaría General de 
Universidades. 

Dirección General de Política 
Universitario 

Art.6.1.n: La realización de actividades de evaluación, análisis y estudio así 
como aquellas relativas a la innovación y mejora de la calidad de la educación 
universitaria y, en particular, la formulación de los criterios necesarios en este 
ámbito. 
Dirección General de Atención, Participación y Empleabilidad de Estudiantes 
Universitarios:  
 
Art.7.1.m: La programación, gestión y evaluación del programa de apoyo a las 
actividades de las organizaciones estudiantiles, entre las que se encuentra la 
comunicación, la movilidad y la participación en actividades internacionales. 
 
Unidades relacionadas con la Dirección General de Política Universitaria: 
 
Agencia Nacional de Evaluación de Calidad y Acreditación (ANECA). Es una 
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fundación estatal creada el 19 de julio de 2002, en cumplimiento de lo 
establecido en la LOU. ANECA tiene como misión: contribuir a la mejora de la 
calidad del Sistema de educación superior, mediante evaluación, certificación y 
acreditación de enseñanzas, profesorado e instituciones. 
 
Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad Investigadora (CNEIA). Realiza la 
evaluación de la actividad investigadora de los profesores universitarios y del 
personal de las escalas científicas del CSIC, con el objeto de que les sea 
reconocido un complemento de productividad (sexenio). La evaluación se lleva a 
cabo anualmente y, para obtener el complemento de productividad, los 
investigadores han de someter a evaluación los trabajos científicos realizados 
durante un periodo no inferior a seis años. Para la realización de las 
evaluaciones, la CNEAI cuenta con Comités Asesores, formados por expertos 
que efectúan el estudio técnico de los expedientes. La CNEAI puede nombrar 
también a otros expertos para actuar en áreas específicas o para otros 
cometidos 
 
Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad Investigadora (CNEIA). Realiza la 
evaluación de la actividad investigadora de los profesores universitarios y del 
personal de las escalas científicas del CSIC, con el objeto de que les sea 
reconocido un complemento de productividad (sexenio). La evaluación se lleva a 
cabo anualmente y, para obtener el complemento de productividad, los 
investigadores han de someter a evaluación los trabajos científicos realizados 
durante un periodo no inferior a seis años. Para la realización de las 
evaluaciones, la CNEAI cuenta con Comités Asesores, formados por expertos 
que efectúan el estudio técnico de los expedientes. La CNEAI puede nombrar 
también a otros expertos para actuar en áreas específicas o para otros 
cometidos. 

Dirección General de 
Ordenación de la Seguridad 

Social 

Art. 3.1. h: La evaluación de la gestión económica de las mutuas de accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social y de las 
empresas colaboradoras. 

Dirección General de 
Inmigración 

Art. 6.1.k.: La elaboración de los estudios necesarios conducentes a la definición 
de la política de medios e infraestructuras en el ámbito de la inmigración, así 
como su seguimiento, evaluación y análisis de costes para la modernización de 
la gestión. 

Ministerio de 
Trabajo 

Real Decreto 777/2011, de 3 de 
junio, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del 
Ministerio de Trabajo e 
Inmigración. 
 

Secretaría de Estado de la 
Seguridad Social 

Dirección General de 
Integración de los Inmigrantes 

Art. 7.1.m: El seguimiento y evaluación de los planes, programas y actuaciones 
que tengan como destinatarios a los colectivos indicados en el párrafo a). a) El 
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desarrollo, mantenimiento y gestión del sistema de acogida integral e 
integración de inmigrantes, solicitantes de asilo, refugiados, apátridas, personas 
acogidas al régimen de protección temporal y otros estatutos de protección 
subsidiaria. 

 
Art. 7.1.p: La planificación y evaluación de los programas de atención a los 
usuarios de los CETI y de los CAR. 

Gerencia de Informática de la 
Seguridad Social 

Disposición Adicional Segunda: 2.c: La evaluación, auditoria e inventario de los 
sistemas de información vigentes y la propuesta de modificaciones de estos, a 
fin de garantizar su perfecta coordinación en el esquema general de actuación. 

Subdirección General de 
Análisis del Mercado de 

Trabajo 

Art.9.4.b.1: La participación en la elaboración, desarrollo, aplicación, 
seguimiento y evaluación de las políticas comunitarias de empleo, y en particular 
de la Estrategia Europea de Empleo. 

Secretaría de Estado Empleo 
Unidad Administradora del 

Fondo Social Europeo 

Art.9.4.c.5: La programación, gestión, certificación, seguimiento, control y 
evaluación de las actividades que se financien con cargo a los recursos del 
Fondo Social Europeo, del Fondo Europeo de Adaptación a la Globalización y de 
cualesquiera otros fondos que le sean encomendados de conformidad con lo 
dispuesto en los Reglamentos comunitarios, así como la recepción de los pagos 
de la Comisión y del importe de la prefinanciación y ordenar la realización de los 
pagos a los organismos intermedios o, en su caso, a los beneficiarios de las 
ayudas. 

Secretaría General Técnica 
Dirección General de la 
Inspección de Trabajo y 

Seguridad Social 

Art.14.1.e: La elaboración, en colaboración con las Camunidades Autónomas, de 
planes, programas y protocolos para la actuación inspectora en relación con el 
control del cumplimiento de la normativa de relaciones laborales y de seguridad 
y salud laborales así como el seguimiento y evaluación de los resultados 
alcanzados. 

Secretaría General de 
Infraestructuras. 

Dirección General de 
Carreteras y Dirección General 

de Infraestructuras 
Ferroviarias. 

Art. 3.3.5: Están adscritas a la Secretaría General de Infraestructuras las 
entidades públicas empresariales Administrador de Infraestructuras Ferroviarias 
(ADIF) y Ferrocarriles de Vía Estrecha (FEVE), correspondiendo a dicho órgano la 
dirección estratégica, la evaluación y el control de los resultados de la actividad 
de dichas entidades. 

Dirección General de Aviación 
Civil 

Art.7.4. Depende del Ministerio de Fomento, a través de la Secretaría de Estado 
de Transportes la entidad pública empresarial Aeropuertos Españoles y 
Navegación Aérea (AENA), correspondiendo a dicho órgano la dirección 
estratégica, la evaluación y el control de los resultados de su actividad. 

Ministerio de 
Fomento 

Real Decreto 638/2010, de 14 de 
mayo, por lo que se modifica y 
desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio de Fomento. 

Secretaría de General de 
Transportes 

Dirección General de la Marina 
Mercante. 

Art.10.1.a: La ordenación y control del tráfico marítimo, incluido el 
establecimiento y aplicación del régimen tarifario y de prestación de servicios 
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marítimos y la propuesta de establecimiento de obligaciones de servicio público; 
la elaboración de estudios de transporte marítimo; el despacho, registro y 
abanderamiento de buques civiles; el auxilio, salvamento, remolque, hallazgos y 
extracciones marítimas y la ejecución y control de la normativa de protección 
marítima, la seguridad de la navegación y el salvamento de la vida humana en 
la mar; el fomento de la actividad náutica de recreo, la participación en la 
Comisión de Faros u otros instrumentos de colaboración institucional en materia 
de señalización marítima, la coordinación de las emergencias marítimas y la 
activación de los equipos de evaluación de emergencias y el seguimiento y 
control de su actividad, así como de su formación y adiestramiento. 

Dirección General de 
Programación Económica y 

Presupuestos. 

Art.17.1.d.: La evaluación económica y presupuestaria de planes y programas 
en el ámbito de actuación del Departamento 

Secretaría General Técnica 

Dirección General de Servicios. 

Art.18.1.i: La inspección de los servicios, mediante el análisis, evaluación y 
revisión de la organización, la racionalización y simplificación de los 
procedimientos y métodos de trabajo y la propuesta e impulso de medidas para 
la reducción de las cargas administrativas; la evaluación de la eficacia, eficiencia 
y calidad de los servicios, así como la coordinación, impulso y evaluación del 
cumplimiento de las cartas de servicios; y la inspección técnica de la obra 
pública, mediante el análisis y control de la obra pública de competencia del 
Departamento, en sus aspectos técnico, funcional y administrativo, con el fin de 
incrementar la eficacia y eficiencia de la inversión, sin perjuicio de las 
competencias de los órganos sectoriales en la materia. 

La Delegación del Gobierno 
para la Violencia de Género 

Art.3.1.g: El seguimiento y evaluación del desarrollo del Plan integral de lucha 
contra la trata de seres humanos con fines de explotación sexual, en 
coordinación con los distintos Departamentos ministeriales competentes. 

 
Art.3.1.p: El diseño, elaboración y permanente actualización de un sistema de 
información en base a la recogida, análisis y difusión de datos relativos a las 
distintas formas de violencia de género procedentes de las administraciones 
públicas y de otras entidades, a fin de permitir el adecuado conocimiento de la 
situación y la evaluación y el grado de efectividad de las medidas implantadas. 

Ministerio de 
Sanidad, 

Política Social 
e Igualdad 

Real Decreto 263/2011, de 28 de 
febrero, por el que se desarrolla 
la estructura orgánica básica del 
Ministerio de Sanidad, Política 
Social e Igualdad. 
 

Secretaría de Estado de 
Igualdad 

Dirección General para la 
Igualdad en el Empleo y contra 

la Discriminación 

Art.4.1.d: El impulso y promoción de la igualdad en la negociación colectiva, con 
objeto de favorecer el acceso de las mujeres al empleo y la aplicación del 
principio de igualdad de trato y no discriminación en las condiciones de trabajo 
entre mujeres y hombres; así como la evaluación de la inclusión de planes de 
igualdad y cláusulas de acción positiva en la negociación colectiva, en 
colaboración con las organizaciones sindicales y asociaciones empresariales más 
representativas del Estado. 
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Art.4.1.e: La promoción, impulso, fomento y evaluación de la implantación de 
planes de igualdad en las empresas, en especial en las pequeñas y medianas 
empresas 

Dirección General de Salud 
Pública y Sanidad Exterior 

Art.8.2.n: Las actividades relacionadas con la protección de la salud derivadas 
de la aplicación del Reglamento n.º (CE) 1907/2006 relativo al registro, 
evaluación, autorización y restricción de sustancias y preparados químicos –
REACH–, y del Reglamento (CE) n.º 1272/2008 sobre clasificación, etiquetado y 
envasado de sustancias y mezclas –CLP– y el ejercicio de autoridad competente 
de dichos reglamentos ante la Unión Europea en los aspectos relativos a la salud 
humana. 

Secretaría General de Salud 
 
 

Dirección General de 
Ordenación Profesional, 

Cohesión del Sistema Nacional 
de Salud y Alta Inspección. 

Art.9.1: 1. La Dirección General de Ordenación Profesional, Cohesión del 
Sistema Nacional de Salud y Alta Inspección es el órgano encargado de velar por 
la vertebración funcional del Sistema Nacional de Salud. Dará apoyo tanto al 
pleno y a las comisiones y grupos de trabajo del Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud como a la Comisión de Recursos Humanos del 
Sistema Nacional de Salud, con la finalidad de facilitar la cooperación entre el 
Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad y las Camunidades Autónomas. 
Le corresponde ejercer la alta inspección del Sistema Nacional de Salud que la 
Ley 16/2003, de 28 de mayo, asigna al Estado y asumir la coordinación de las 
relaciones de los órganos del Departamento con las Camunidades Autónomas, 
las corporaciones locales y otras entidades y organizaciones sanitarias, así como 
ejercer el seguimiento de los actos y disposiciones de las Camunidades 
Autónomas en materia de sanidad. Asimismo le corresponde efectuar propuestas 
de ordenación de las profesiones sanitarias, ordenación y gestión de la 
formación especializada en ciencias de la salud y las relaciones profesionales, y 
el desarrollo del Fondo de Cohesión Sanitaria y la elaboración y evaluación de la 
cartera de servicios del Sistema Nacional de Salud. 
Art.11.2.e: Convocar a las organizaciones involucradas en el desarrollo de la 
gestión de la calidad y la evaluación de tecnologías, para hacer frente a 
necesidades comunes de información, formación e investigación en estos 
campos. 

 
Art.11.2.h: Definir los criterios básicos de autorización de centros, servicios y 
establecimientos sanitarios; apoyar al Consejo Interterritorial del Sistema 
Nacional de Salud en la elaboración del plan de calidad del Sistema Nacional de 
Salud, con la finalidad de coordinar y promover la comunicación y gestión de la 
calidad; fomentar la evaluación externa e interna de los centros y servicios 
sanitarios mediante estrategias de apoyo, facilitación e incentivación a los 
profesionales y organizaciones sanitarios, así como desarrollar la metodología y 
acreditar las empresas e instituciones competentes para realizar auditorias de 
centros y servicios sanitarios con validez para el Sistema Nacional de Salud. 

Subsecretaría de Sanidad, 
Política Social e Igualdad 

Agencia de Calidad del 
Sistema Nacional de Salud. 

Art.5.1.l: La ejecución de los programas de inspección del personal y de los 
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servicios departamentales, la evaluación del funcionamiento de los centros y 
organismos autónomos dependientes o adscritos al Departamento. 

Dirección General de 
Coordinación de Políticas 

Sectoriales sobre la 
Discapacidad. 

Art.14.1.c: La gestión y evaluación de los planes y programas de ámbito estatal 
en cooperación con otros Ministerios, Camunidades Autónomas y corporaciones 
locales. 

Secretaría General de Política 
Social y Consumo. 

Delegación del Gobierno para 
el Plan Nacional de Drogas. 

 

Art.15.2.i: Promover sistemas de evaluación de programas de prevención, 
tratamiento rehabilitación e integración social y aplicar estos sistemas a los 
programas y a las actividades financiadas con cargo al Plan Nacional sobre 
Drogas. 

Comisión de Análisis de 
Programas. 

La evaluación del grado de cumplimiento de los objetivos previstos en el 
ejercicio anterior, al efecto de establecer las asignaciones presupuestarias del 
ejercicio. Secretaría de Estado de 

Hacienda y Presupuestos Consejo Superior para la 
Dirección y Coordinación de la 

Gestión Tributaria. 

Evaluar los resultados de la gestión de los tributos cedidos y de la actuación de 
los Consejos Territoriales de Dirección para la Gestión Tributaria. 

Dirección General de 
Presupuestos. 

Evaluación de políticas de gasto. 

Ministerio de 
Economía y 
Hacienda. 

Real Decreto 352/2011, de 11 de 
marzo, por el que se modifica el 
Real Decreto 1127/2008, de 4 de 
julio, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del 
Ministerio de Economía y 
Hacienda y se modifican el Real 
Decreto 1366/2010, de 29 de 
octubre, y el Real Decreto 
63/2001, de 26 de enero, por el 
que se aprueba el estatuto del 
organismo autónomo Instituto de 
Estudios Fiscales. 

Secretaría General de 
Presupuesto y Gastos. 

Dirección General de 
Coordinación Financiera con 

las Camunidades Autónomas y 
con las Entidades Locales. 

Evaluación del impacto del sector público autonómico en la actividad económico-
financiera de las Administraciones Públicas, así como de su volumen, estructura 
y evolución. 

Dirección General para el 
Impulso de la Administración 

Electrónica. 

Subdirección General de Coordinación y Estudios: 
 
Art.8.1.a: Le corresponde la evaluación de las actuaciones realizadas y la 
elaboración de las recomendaciones necesarias, todo ello en el marco de las 
directrices que se establezcan por el Consejo Superior de Administración 
Electrónica y por el Comité Sectorial de Administración Electrónica, a los cuales 
prestará apoyo técnico. 

Ministerio de 
política 

territorial y 
administración 

pública. 

Real Decreto 393/2011, de 18 de 
marzo, por el que se desarrolla 
la estructura orgánica básica del 
Ministerio de Política Territorial y 
Administración Pública.  

Secretaría de Estado para la 
Función Pública. 

 
Dirección General de 

Organización Administrativa y 
Procedimientos. 

Subdirección General de Inspección General de Servicios de la Administración 
General del Estado: El ejercicio de las atribuciones del Ministerio de Política 
Territorial y Administración Pública en materia de inspección y de mejora de los 
servicios de la Administración General del Estado y de los organismos públicos 
vinculados o dependientes de ella, la determinación de los criterios generales 
para el establecimiento de programas ministeriales en relación con las funciones 
de las inspecciones generales de servicios departamentales así como el 
seguimiento de su implantación, la promoción, dirección y coordinación de 
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planes específicos de inspección de evaluar la eficacia y eficiencia de los 
servicios […]. 
 
Subdirección General de Mejora y Simplificación de la Regulación Procedimental: 
El ejercicio de las funciones de análisis y evaluación de las estructuras 
organizativas de la AGE y sus organismos públicos […]. 
 
Mutualidad General de Funcionarios Civiles de Estado (MUFACE): Planificar, 
regular y evaluarlas prestaciones a mutualistas y beneficiarios. 

Subsecretaría de Política Territorial y Administración Pública. 

Agencia Estatal de Evaluación de Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios 
(EVAL): Departamento de Evaluación: Desarrolla las funciones de realización de 
los informes de evaluación de políticas y programas públicos, efectuando 
evaluaciones incluidas en el plan de acción de la Agencia ejecución directa le 
corresponda […]. 

Secretaría General Técnica. 
Dirección General de 

Relaciones Institucionales y 
Organización. 

Art.12.1.c: la elaboración del anteproyecto de presupuesto del departamento, la 
coordinación de la elaboración de los presupuestos de las entidades y 
organismos públicos adscritos al mismo y su consolidación con el del ministerio y 
su tramitación en la forma reglamentaria; la tramitación de las modificaciones 
presupuestarias, la programación económico-financiera, el seguimiento y 
evaluación de los distintos programas de gasto y de la ejecución presupuestaria, 
así como la elaboración de informes y la asistencia técnica en materia 
presupuestaria. 

Inspección General de Servicios del Departamento. 
La ejecución de los programas de inspección de los servicios departamentales y 
la evaluación del funcionamiento de los centros y organismos dependientes o 
adscritos al departamento. 

Dirección General de 
Investigación y Gestión del 

Plan Nacional i+d+i. 

Art.3.1.g: La planificación, seguimiento, coordinación y evaluación del Plan 
Nacional de I+D+I, sin perjuicio de las funciones que corresponden a la 
Comisión Delegada del Gobierno para Política Científica y Tecnológica. 
Art. 3.1.k: Realizar la evaluación científico-técnica anterior y posterior de las 
acciones del Plan Nacional de I+D+I y de otras actuaciones de política científica 
y tecnológica, con objetividad e independencia 

Ministerio de 
Ciencia e 

Innovación. 

Real Decreto 1042/2009, de 29 
de junio, por el que se desarrolla 
la Estructura Orgánica Básica del 
Ministerio de Ciencia e 
Innovación. 

Secretaría de Estado de 
Investigación. 

Dirección General de 
Cooperación Internacional y 
Relaciones Institucionales. 

Art.4.1.d: La planificación, gestión, evaluación y seguimiento de los Programas 
del Plan Nacional de I+D+i con proyección internacional. 

Ministerio de 
Medio 

Ambiente. 

Real Decreto 1443/2010, de 5 de 
noviembre, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica 

Secretaría de Estado de 
Cambio Climático. 

 
Art. 2.1: La Secretaría de Estado de Cambio Climático es el órgano superior del Ministerio de Medio Ambiente y 
Medio Rural y Marino que, bajo la dependencia del Ministro, dirige y coordina la ejecución de las competencias que 
corresponden a este departamento en relación con la formulación de las políticas de calidad ambiental y la 
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prevención de la contaminación y el cambio climático, la evaluación de impacto ambiental, y fomenta el uso de 
tecnologías limpias y hábitos de consumo cada vez menos contaminantes y más sostenibles 

Oficina Española de Cambio 
Climático. 

Art. 3.1. m: Promover evaluaciones relativas a los impactos, la vulnerabilidad y 
la adaptación al cambio climático. 

Dirección General de Calidad y 
Evaluación Medio Ambiental. 

Art. 4.1.a: La formulación de la política nacional de prevención de la 
contaminación, y de control, calidad y evaluación ambiental, de acuerdo con los 
principios del desarrollo sostenible y con la normativa de la Unión Europea y 
otros organismos internacionales que sea de aplicación. 
Art. 4.1.b: La propuesta, elaboración, coordinación y programación de planes 
nacionales y actuaciones referentes a la prevención y control integrado de la 
contaminación, en particular, de residuos, suelos contaminados, contaminación 
atmosférica e impacto ambiental, incluyendo los sistemas de indicadores y las 
evaluaciones ambientales. 
Art.4.1.c: La supervisión y seguimiento de planes, programas y proyectos de 
competencia estatal en materia de prevención y control integrado de la 
contaminación y de calidad y evaluación ambiental. 
Art. 4.1.j: La evaluación del riesgo ambiental de productos químicos y otras 
sustancias, el ejercicio de la función de autoridad competente del Reglamento 
REACH, así como el impulso y fomento de las medidas de trazabilidad de 
acuerdo con lo dispuesto por la Unión Europea; el ejercicio de punto focal 
nacional ante el Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos 
Persistentes, ante el Convenio de Rotterdam para la aplicación del Procedimiento 
de Consentimiento Fundamentado Previo a ciertos plaguicidas y productos 
químicos peligrosos objeto de comercio internacional, y ante el Enfoque 
Estratégico para la Gestión de Productos Químicos a nivel internacional. 
Art.4.1.k: La ejecución de los procedimientos de evaluación de impacto 
ambiental de proyectos y de evaluación ambiental estratégica de planes y 
programas, de competencia estatal; la elaboración respectiva de la propuesta de 
resolución de declaración de impacto ambiental y de memoria ambiental 
conjunta; y la participación, en su caso, en las correspondientes comisiones de 
seguimiento ambiental. 
Subdirección General de Evaluación Ambiental: Ejerce las competencias 
indicadas en k) de las de la Dirección General de Calidad y Evaluación 
Ambiental, así como las correspondientes desde a) a h) en materia de 
evaluación de impacto ambiental. 

básica del Ministerio de Medio 
Ambiente, y Medio Rural y 
Marino. 

Dirección General de Medio 
Natural y Política Forestal. 

Art.5.1.m: La programación de los proyectos financiables con fondos europeos, 
y la elaboración de la documentación necesaria, así como el seguimiento y 
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evaluación de dichos proyectos. 

Dirección General de 
Sostenibilidad de la Costa y 

del Mar. 

Art.6.1.i: La programación, seguimiento y evaluación de los proyectos 
financiables con fondos europeos. 
Art.6.1.l: La elaboración de informes previos en el procedimiento de evaluación 
de impacto ambiental referentes al medio costero y marino. 

Dirección General del Agua. 
Art. 12.1.h: La programación de los proyectos financiables con fondos europeos, 
la elaboración de la documentación necesaria y el seguimiento y evaluación de 
dichos proyectos. 

Dirección General de Servicios. 

Art. 15.1.a: La preparación del anteproyecto del presupuesto, la coordinación de 
los proyectos de presupuestos de los Organismos autónomos, la tramitación de 
las modificaciones presupuestarias y la evaluación de los distintos programas de 
gastos. 

Subsecretaría de Medio 
Ambiente y Medio Rural y 

Marino. 

Asistir al Ministro en las funciones de control de la actividad del departamento, 
realizando aquellas que permitan evaluar el funcionamiento, la eficacia y el 
rendimiento del personal y de los servicios del ministerio, así como el 
seguimiento de la contratación de obra pública de competencia del 
departamento en sus aspectos técnico, funcional y administrativo. Todo ello sin 
perjuicio de las competencias de la Intervención General de la Administración 
del Estado. 

Secretaría General del Medio 
Rural. 

Dirección General de Servicios. 

La preparación del anteproyecto del presupuesto, la coordinación de los 
proyectos de presupuestos de los Organismos autónomos, la tramitación de las 
modificaciones presupuestarias y la evaluación de los distintos programas de 
gastos. 

Secretaría General de 
Modernización y Relaciones 

con la Administración de 
Justicia. 

Dirección General de 
Modernización de la 

Administración de Justicia. 

Art. 5.2.d: La elaboración de programas, directrices e instrumentos para la 
modernización de la justicia y para la implantación de la Oficina Judicial y de las 
Unidades Administrativas, así como la evaluación de su proceso de implantación. 
 
Art. 5.2.f: La implantación y evaluación de programas de calidad de los servicios 
en oficinas judiciales. 

Ministerio de 
Justicia 

Real Decreto 1203/2010, de 24 
de septiembre, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio de Justicia y 
se modifica el Real Decreto 
869/2010, de 2 de julio, por el 
que se modifica el Real Decreto 
495/2010, de 30 de abril, por el 
que se aprueba la estructura 
orgánica básica de los 
departamentos ministeriales 

 
Subsecretaría de Justicia 

Art. 7.2.k: La inspección de los servicios, del personal y de las políticas públicas 
de los órganos dependientes del departamento, la evaluación de su calidad y 
rendimiento, así como las funciones en materia de informes sobre autorizaciones 
y reconocimiento de compatibilidades. 

Ministerio de 
Asuntos 

Exteriores y 
de 

Cooperación. 

Real Decreto 1748/2010, de 23 
de diciembre, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación. 

 
Secretaría de Estado de 

Cooperación Internacional. 

Dirección General de 
Planificación y Evaluación de 
Políticas para el Desarrollo. 

Art. 12.1: Corresponde a la Dirección General de Planificación y Evaluación de 
Políticas para el Desarrollo, bajo la dependencia de la Secretaría de Estado de 
Cooperación Internacional, la formulación, planificación, seguimiento y 
evaluación de la política de cooperación internacional para el desarrollo. 
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Art.12.2.l: Evaluar, sin perjuicio de las competencias de otros Departamentos 
ministeriales, las políticas, instrumentos, intervenciones, programas y proyectos 
de cooperación internacional, lo que conlleva la programación de las 
evaluaciones estratégicas a realizar, la coordinación y seguimiento de las 
mismas, la emisión de recomendaciones para la mejora de las intervenciones, la 
difusión y devolución de los resultados de las evaluaciones y la publicación de 
los informes de evaluación. 
 
Art.12.2.m: Fortalecer el sistema de evaluación de la cooperación española y 
fomento del conocimiento y la cultura de evaluación entre los actores del 
sistema, velando por la calidad y coherencia del sistema de evaluación de las 
intervenciones en materia de cooperación al desarrollo. 

 
Art.12.2.n: Participar en las redes internacionales de evaluación de políticas de 
desarrollo, en particular la red de evaluación del CAD. 
 
Art.12.2.ñ: Coordinar, intercambiar información y gestionar el conocimiento 
sobre evaluación de la cooperación internacional con la totalidad de actores del 
sistema español de cooperación internacional para el desarrollo. 
 
Art.12.3: También corresponde a la Dirección General velar por la aplicación y 
desarrollo de la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo, ocuparse de las relaciones y de la coordinación con los distintos 
actores del sistema español de cooperación internacional para el desarrollo y 
desarrollar las labores de cómputo, seguimiento, coordinación y evaluación de la 
ayuda oficial al desarrollo española, así como la comunicación de los datos al 
Comité de Ayuda al Desarrollo de la OCDE. 
 
Art.12.4.b: La División de Evaluación de Políticas para el Desarrollo y Gestión del 
Conocimiento, a la que corresponde el ejercicio de las funciones previstas en las 
letras l), m), n) y ñ) del apartado 1 del presente artículo. 

Secretaría General Técnica. 
Dirección General de Asuntos 

Consulares y Migratorios. 

Art.16.2.4: Depende asimismo de esta Dirección General, con el nivel orgánico 
que se determine en la relación de puestos de trabajo, la División de Asuntos 
Schengen, encargada del seguimiento de los Grupos de Evaluación Schengen de 
la Unión Europea; así como la evaluación de la gestión de los visados regidos 
por la normativa comunitaria por parte de las oficinas consulares. 

Fuerzas Armadas. 

Art.2.4.b: La Fuerza, establecida como el conjunto de medios humanos y 
materiales que se agrupan y organizan con el cometido principal de prepararse 
para la realización de operaciones militares. En su ámbito, se llevará a cabo el 
adiestramiento, la preparación y la evaluación de sus unidades y se realizarán, 
en tiempo de paz, las misiones específicas permanentes que se le asignen. 

Ministerio de 
Defensa 

Real Decreto 1287/2010, de 15 
de octubre, por el que se 

desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio de Defensa. 

Secretaría General Técnica. Dirección General de 
Reclutamiento y Enseñanza 

Art. 10.1: La Fuerza, establecida como el conjunto de medios humanos y 
materiales que se agrupan y organizan con el cometido principal de prepararse 
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Militar. para la realización de operaciones militares. En su ámbito, se llevará a cabo el 
adiestramiento, la preparación y la evaluación de sus unidades y se realizarán, 
en tiempo de paz, las misiones específicas permanentes que se le asignen. 

 
Art.10.2.g: Elaborar, dirigir y coordinar el sistema de evaluación para la mejora 
de la enseñanza en las Fuerzas Armadas. 

Secretaría General de Política 
de Defensa. 

Dirección General de Política 
de Defensa. 

Art.15.2.d: Efectuar el seguimiento y evaluación de la situación internacional, en 
el ámbito de la política de seguridad y defensa. 

Fuente: Elaboración propia. 



 

4. La evaluación del impacto en la Administración General del 
Estado 

Lo primero que debemos advertir, es que de todos los ministerios que 

poseen alguna secretaría o dirección general con competencias evaluativas, 

y que han puesto a disposición del público algunas de las evaluaciones 

realizadas. Así, lo han hecho el ministerio de Asuntos Exteriores y 

Cooperación, el ministerio de Política Territorial y Administración Pública, el 

ministerio de Economía y Hacienda, el ministerio de Industria, el ministerio 

de Justicia, el ministerio de Sanidad, el ministerio de Trabajo e Inmigración, 

el ministerio de Educación, el ministerio de Interior, el Ministerio de Medio 

Ambiente y el ministerio de Innovación y Tecnología. En cambio, el 

ministerio de Industria, Turismo y Comercio, el ministerio de Fomento, el 

ministerio de Defensa, no ha publicado ninguna de las evaluaciones que han 

llevado a cabo. 

El ministerio de Asunto Exteriores y Cooperación ha realizado 

evaluación del impacto a través de la Dirección General de Planificación y 

Evaluación de Políticas para el Desarrollo. Esta dirección general ha 

intentado evaluar el impacto de los programas de cooperación pero no 

siempre lo ha logrado. En algunos casos, el llevar a cabo evaluaciones 

intermedias han impedido medir el impacto de esos programas; las que se 

han realizado a través del Fondo para el Logro de los ODM ni siguieran 

prevén esa posibilidad, en el mejor de los casos, se han expuesto las 

debilidades y fortalezas de los programas; y en algunas simplemente se ha 

hecho mención a grandes rasgos ciertos resultados e impactos de los 

programas. Es, por ejemplo, en el informe final de la evaluación del 

Programa de Cooperación Bilateral del Ministerio de Trabajo, donde se 

intenta realizar una verdadera evaluación del impacto, en ella se analizan el 

alcance y relevancia del mencionado programa, su diseño, su gestión e 

implementación y sus resultados, para poder después poder hacer algunas 

recomendaciones sobre su diseño, proceso y resultado. También, podemos 

encontrar este tipo de evaluaciones en las realizadas dentro del Fondo 

Fiduciario español para la evaluación del impacto y la gestión para 

resultados en los sectores de desarrollo humano. El problema es que esta 
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ocasión sólo se hace mención a las efectuadas, pero no ponen a disposición 

del público ninguna de ellas. En cualquier caso, podemos llegar a afirmar 

que este ministerio es uno de los que más han apostado por las prácticas 

evaluativas, junto con el de Educación, el de Economía y Hacienda, y el de 

Sanidad. 

En el ministerio de Economía y Hacienda tiene competencia en 

evaluación, la Comisión de Análisis de Programas, el Consejo Superior para 

la Dirección y Coordinación de la Gestión Tributaria, la Dirección General de 

Presupuesto y la Dirección General de Coordinación de Camunidades 

Autónomas y con las Entidades Locales. Aunque de estos cuatro sólo ésta 

última tiene encomendada la labor de desempeñar evaluaciones del 

impacto, pero sin embargo, no ha hecho publica ninguna de ella.  

En el ministerio de Industria, Turismo y Comercio disfrutan de 

competencias en evaluación la Dirección General de Comercio Exterior, la 

Subdirección General de Comercial de la Unión Europea, la Dirección 

General de Telecomunicaciones y Tecnología de la Información, la 

Subsecretaría de Industria, Turismo y Comercio, la Dirección General de 

Industria y la Dirección General de Política de la Pequeña y Mediana 

Empresa. De todas ellas, sólo la Subsecretaría de Industria, Turismo y 

Comercio ha hecho pública una, la Evaluación de la Rentabilidad de Impacto 

Económico Generado por el Programa Turismo Senior Europa. Pero 

únicamente se hace referencia al impacto económico del programa, y se 

deja de lado otros aspectos implican una evaluación de este tipo.  

En el ministerio de Justicia son la Dirección General de Modernización y 

Relaciones con la Administración de Justicia y la Subsecretaría de Justicia, 

ambos organismos se encargan de evaluar la calidad de los programas. Pero 

la única evaluación pública es el “Plan de Modernización del Sistema de 

Justicia (2009-2012)”. Pero en este caso, tampoco podemos hablar de una 

evaluación del impacto, sino que se trata de unos informes de seguimiento, 

es decir, es más un sistema de control que cualquier otra cosa. 
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En el ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad la evaluación la 

realizan la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género, la Dirección 

General para la Igualdad en el Empleo y contra la Discriminación, la 

Subsecretaría de Sanidad, Política Social e Igualdad, la Dirección General de 

Salud Pública y Sanidad Exterior, la Dirección General de Ordenación 

Profesional, Cohesión del Sistema Nacional de Salud y Alta Inspección, y la 

Agencia de Calidad del Sistema Nacional de Salud, la Dirección General de 

Coordinación de Políticas Sectoriales sobre la Discapacidad, y la Delegación 

del Gobierno para el Plan Nacional de Drogas. En la primera, tiene 

encomendada la competencia de evaluar el desarrollo del Plan Integral de 

Lucha contra la trata de seres humanos con fines de explotación sexual. La 

segunda, evalúa las acciones y programas de igualdad. La tercera, debe 

medir el funcionamiento de los centros y organismos autónomos 

dependientes del mencionado ministerio. La cuarta, evalúa las sustancias 

químicas. La quinta, evalúa la cartera de los servicios del Sistema Nacional 

de la Salud. La sexta, tiene que medir la calidad de las tecnologías aplicadas 

en el sistema de salud. La séptima, evalúa los planes que se llevan a cabo 

con otros ministerios. La octava, controla los programas de prevención, el 

tratamiento de rehabilitación e integración social. Con arreglo a estas 

competencias, se podría advertir, que la evaluación del impacto sólo cabría 

en la primera, la segunda, la tercera, la séptima y la octava. 

Lamentablemente sólo hemos podido analizar las que han sido llevadas a 

cabo por la Agencia de Evaluación, y del ministerio en general. En la 

primera, no hemos encontrado ninguna evaluación del impacto. Todas ellas, 

tratan sobre la evaluación de las estrategias, los costes-beneficios de los 

abordajes terapéuticos para dejar de fumar, la reducción de la mortalidad 

infantil, las tecnologías, etc. En la segunda, únicamente se encuentran 

expuestas dos evaluaciones que hace referencia a la falta de respuesta de 

una encuesta de salud, por tanto, guardan relación con una evaluación del 

impacto. 

En el ministerio de Trabajo e Inmigraciones las evaluaciones corren a 

cargo de la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social, la 

Dirección General de Inmigración, la Dirección General de Integración de los 
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Inmigrantes, la Gerencia de Informática de la Seguridad Social, la 

Subdirección General de Análisis del Mercado Trabajo, la Unidad 

Administradora del Fondo Social Europeo y la Dirección General de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social. En función de las competencias 

atribuidas en cuanto a evaluación se refieren, sólo la Dirección General de 

Integración de Inmigrantes, la Subdirección General del Análisis del 

Mercado de Trabajo, la Dirección General de la Inspección de Trabajo y 

Seguridad Social, y la Unidad Administradora del Fondo Social Europeo 

podrían llevar a cabo una evaluación del impacto. De todos ellos, sólo ésta 

última ha publicado en la web alguna de sus evaluaciones. De las cinco 

disponibles, sólo una, el “Informe de Evaluación Estratégica Temática de 

Igualdad de Oportunidades entre Hombres y Mujeres”, parece intentar 

realizar una evaluación del impacto, aunque únicamente se limita a 

identificar las debilidades y fortalezas. 

El ministerio de Educación realiza evaluaciones a través de la Dirección 

General de Evaluación y Cooperación Territorial, el Instituto de Evaluación, 

la Dirección General de Formación Profesional, la Dirección General de 

Atención, Participación y Empleabilidad de Estudiantes Universitarios, la 

Dirección General de Política Universitaria (ANECA y CNEIA). Pero la 

evaluación del impacto sólo tendría cabida en la Dirección General de 

Atención, Participación y Empleabilidad de Estudiantes Universitarios, el 

Instituto de Evaluación, y la Dirección General de Evaluación y Cooperación 

Territorial. El problema es que sólo hemos podido contar con las realizadas 

por el Instituto de Evaluación, con la cuál sólo podremos analizar éstas. Las 

evaluaciones publicadas, 35, todas ellas son evaluaciones de resultados, 

ninguna hace referencia al impacto de las políticas educativas. 

En el ministerio de Interior las evaluaciones son llevadas a cabo por la 

Dirección General de Gestión de Recursos, que tiene atribuida la 

competencia de evaluar las necesidades de actuación en materia de 

mantenimiento. Así, la única evaluación disponible en este ministerio, es el 

“Informe técnico previo de evaluación del software”, por tanto, tampoco en 

esta ocasión podemos hablar de una evaluación del impacto. 
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En el ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino son la 

Oficina Española de Cambio Climático, la Dirección General de Calidad y 

Evaluación del Medio Ambiente, la Subdirección General de Evaluación 

Ambiental, la Dirección General de Medio Natural y Política Forestal, la 

Dirección General de Sostenibilidad de la Costa y del Mar, la Dirección 

General del Agua, la Dirección General de Servicios, la Subsecretaría de 

Medio Ambiente y Medio Rural y Marino, y la Dirección General de Servicios. 

En el mencionado ministerio se evalúa el funcionamiento, el impacto medio 

ambiental, el riesgo ambiental de productos químicos, los proyectos y los 

gastos. El problema es que este ministerio no facilita ninguna de sus 

evaluaciones, por lo tanto, no podremos analizar hasta que punto se llevan 

evaluaciones del impacto.  

La Dirección General de Investigación y Gestión del Plan Nacional i+d+i, 

y la Dirección General de Cooperación Internacional y Relaciones 

Institucionales son las dos únicas direcciones general que realizan 

evaluaciones en el ministerio de innovación y tecnología. Ambas, se encarga 

de evaluar los Planes Nacionales de i+d+i. Pero en este caso al igual que el 

anterior, el mencionado ministerio no pone a disposición de los ciudadanos 

ninguna de sus evaluaciones, así que de nuevo no podemos estudiar las 

mismas, y por tanto, no podemos determinar si existen evaluaciones del 

impacto en el mismo. 

Y por último, ya sólo nos resta hablar del ministerio de Política 

Territorial y Administración Pública. En el mismo, la competencia de 

evaluación corre a cargo de la Subdirección General de Coordinación y 

Estudios, la Dirección General de Organización Administrativa y 

Procedimientos, la Subdirección General de Inspección General de Servicios 

de la Administración General del Estado, la Subdirección General de Mejora 

y Simplificación de la Regulación Procedimental, la Mutualidad General de 

Funcionarios Civiles del Estado, la Agencia Estatal de Evaluación de Políticas 

Públicas y la Calidad de los Servicios (EVAL), la Dirección General de 

Relaciones Institucionales y Organización, e Inspección General de Servicios 

del Departamento. Pero sólo la EVAL publica parte de sus evaluaciones, 
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pero tampoco en esta ocasión podemos decir que se haya producido alguna 

evaluación del impacto. Este organismo ha practicado evaluaciones 

formativas, globales, procesual, de resultados y de procesos, pero ninguna 

que haga referencia al impacto.  

Conclusiones 

Como hemos podido ver, la evaluación del impacto, no es una 

herramienta que se emplee con frecuencia en la administración pública 

española. El motivo por el cual muchos gobiernos, instituciones y 

administraciones de proyectos se muestran reticentes a realizar 

evaluaciones del impacto, siendo tal vez mucho más completa que otras, es 

porque que la consideran costosas, prolongadas y técnicamente complejas, 

además los resultados pueden ser políticamente incorrectos. Por tanto, se 

sacrifica una mejora para futuros proyectos, ya que proporciona una 

información decisiva para el diseño adecuado de los próximos programas y 

proyectos, por la conveniencia política y técnica. Téngase en cuenta, que las 

evaluaciones del impacto tienen como propósito determinar si un programa 

produjo los efectos deseados en las personas, hogares e instituciones en los 

cuales se aplican, ya que se trata de un estudio exhaustivo, sistemático y 

riguroso sobre los efectos que producen los proyectos y programas. 

No obstante, el Banco Mundial (2003) señala que no siempre la 

evaluación del impacto es la mejor alternativa de la evaluación de un 

programa, proyecto o política, ya que en ocasiones puede concluir en 

fracaso si no se cumple con algunos prerrequisitos fundamentales. Por ello, 

antes de llevar a cabo una evaluación de este tipo, se debe considerar: si el 

programa es visible y sostenible; el tiempo disponible, en función de la 

urgencia y del apoyo real de los decisores hacia este tipo de evaluación; si 

existe capacidad institucional y técnica para desarrollarla; si existe la 

información mínima disponible para emprenderla, y si el programa es 

homogéneo o heterogéneo en sus prestaciones/productos. Por tanto, la 

evaluación del impacto requiere el fortalecimiento de las bases informativas 

sobre los programas, y si está no se tiene es mejor apostar por llevar acabo 

este tipo de evaluación, según nos ha dado atender el Banco Mundial. En el 
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caso, español, no tenemos datos que nos ayude a confirmar este hecho, 

desconocemos las causas que lleva a los responsables de nuestra 

administración a no decantarse por este tipo de evaluaciones, aunque 

consideramos que puede estar más relacionado con la primera 

argumentación que con esta última.  
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Ángel López-Amo: ciencia política y teoría de 

la monarquía en el régimen de Franco. 

Jerónimo Molina Cano. 

Universidad de Murcia.  

 

El mundo espera de los españoles […] no que fabriquemos los mejores motores de explosión, 

sino que les demos la justa teoría del Estado. 

R. Calvo Serer (1949), 169. 

El quehacer político, de pensamiento o de gobierno, presidirá siempre al social , pero no se 

puede entender sin este. Por eso tenemos que ocuparnos en la ciencia política. 

Á. López-Amo (1952d): 16. 

 

El estudio de las ideas políticas de la España del tercio medio del siglo 

pasado evocará, en cualquier investigador atento, la imagen acuñada por 

Julian Marías sobre la vegetación del páramo, refutando así el tópico 

interesado sobre la vulgaridad política e intelectual de las generaciones del 

36 y el 48. En el contexto de la historia política y cultural de España, esta 

comunicación presentará un esbozo de la biografía intelectual de Ángel 

López-Amo, un hombre del 48, entusiasta sin duda de la España, sin 

problema sobre la que se polemizaba con pasión y profundidad a finales de 

la década de 1940. López-Amo ocupa en la Ciencia política española, que en 

esos años empieza a rayar, al menos institucionalmente (Instituto de 

Estudios Políticos, Facultad de Ciencias políticas y económicas), a la altura 

de la Ciencia política europea, un lugar secundario, entre otras razones 

porque su trayectoria académica no es rectilínea y por su temprana muerte. 

Sin embargo, se encuentra en él una lección perenne: todo sistema político, 
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todo régimen incentiva y eventualmente desarrolla un sistema propio de 

justificaciones políticas que generalmente se presentan como un saber 

objetivo. En este sentido, su intento de elaborar, desde su raíz, una nueva 

ciencia política coherente con su vocación monárquica, no debería 

considerarse como el ensayo extravagante de un partidario de la monarquía 

tradicional, sino como una constante de toda Ciencia política, consecuente 

con el status quo político. La circunscripción del pensamiento de López-Amo 

al campo monárquico no le resta interés, pues de sus páginas trasmina una 

de las “verdades parciales” de la política, complementaria, al menos desde 

un punto de vista superior ajeno a ciencia política ideologizada, de las 

“verdades parciales” de la Ciencia política contemporánea de los regímenes 

demoliberales contemporáneos. 

1. La política de cultura del Grupo Arbor 

Frente a los partidarios de lo que Rafael Calvo Serer llamó “estatismo 

heterodoxo”, muchos de ellos agrupados en la escuela española del Derecho 

político, influidos por Carl Schmitt y, sobre todo, por Hermann Heller (Javier 

Conde, Carlos Ollero en su primera etapa intelectual, Rodrigo Fernández-

Carvajal), es posible identificar en la España de Franco a otros grupos 

intelectualmente muy activos. Por un lado, los doctrinarios del Estado 

Administrativo (Laureano López Rodó, Jesús Fueyo, Manuel Fraga, Gonzalo 

Fernández de la Mora); por otro, los cultivadores tradicionalistas del 

antiestatalismo (Eugenio Vegas, Francisco Elías de Tejada, Álvaro d”Ors, 

Rafael Gambra). Posición aparte ocupa el grupo que desde finales de los 

años 40 integró un grupo de historiadores partidario de la monarquía 

tradicional y defensores de la sociedad civil sin excluir el papel tutelar o 

regulador del Estado. Con diversos puntos de contacto con los anteriores, 

particularmente con los tradicionalistas, intentaron poner en forma una 

doctrina política actualizadora del pensamiento de Marcelino Menéndez 

Pelayo bajo la dirección del ya citado intelectual y organizador cultural 

Rafael Calvo Serer.  

En efecto, Calvo Serer fue responsable del llamado Grupo Arbor, 

reunido en torno a la revista homónima del Consejo Superior de 
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Investigaciones Científicas. Conocido también como “Generación del 48” 

(Jaime Vicens Vives), “Quinta del 36” (Álvaro d”Ors) o incluso “Los 

westfalianos” (Florentino Pérez Embid). El Grupo Arbor, cuya trayectoria ha 

estudiado el profesor Onésimo Díaz Hernández en un libro exhaustivo, 

reunía a diversos profesores universitarios e intelectuales con una clara 

vocación por la historia (Florentino Pérez Embid, José María Jover Zamora, 

Rafael Gibert, Federico Suárez, Vicente Palacio Atard). De la obra de todos 

ellos llega a decir Calvo que “se va perfilando claramente [en ella] un 

profundo sistema de ideas capaz de orientar la vida española, y cuya 

elaboración y difusión ha constituido una verdadera batalla de las ideas 

generales”. 

En el grupo descolló muy pronto un historiador del Derecho que recién 

llegado a la cátedra decidió cultivar el Derecho político: Ángel López-Amo. 

En su capacidad doctrinal y teórica tenía puestas el grupo muchas de sus 

esperanzas políticas. Según el plan político y cultural de Calvo Serer, era 

necesario sumar a la obra de los historiadores la labor de pensadores 

políticos, particularmente juristas políticos (cultivadores del Derecho político 

en el sentido enciclopédico que esta disciplina ha tenido en España hasta los 

años 80), capaces de renovar el panorama de los conceptos 

fundamentadores de la Teoría del Estado y el Derecho constitucional. Para 

comprender adecuadamente el sentido de este proyecto es necesario tener 

en cuenta que el régimen de las Leyes Fundamentales apenas tuvo 

exégetas, produciéndose en las cátedras universitarias la conocida fuga del 

Derecho político hacia la Historia del Derecho constitucional. Apenas se 

podrían citar dos tratados sobre el sistema político de la Dictadura: el 

Régimen político del Estado español (1942) y La constitución española 

(1969), de Rodrigo Fernández-Carvajal, separados en el tiempo por casi 

treinta años. De todo ello da cuenta la discusión sobre el papel 

desempeñado por los catedráticos de Derecho político en un país sin 

constitución (al menos en el sentido formal de los textos del 

constitucionalismo liberal). 
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2. Una semblanza intelectual de Ángel López-Amo 

Ángel López-Amo nació en Alicante el 17 de diciembre de 1917. Estudió 

derecho en la Universidad de Valencia y se doctoró en Madrid en 1943 con 

una tesis sobre El pensamiento político de Eximeniç en su tratado de 

“Regiment de Princeps”. Becado por el Consejo Superior de Investigaciones 

Científicas y la Junta de Relaciones Culturales del Ministerio de Asuntos 

Exteriores entre 1941 y 1948, amplió estudios en Madrid (Instituto Nacional 

de Estudios Jurídicos), Valencia (Escuela de Estudios Medievales del C. S. I. 

C.), Coimbra (Facultad de Derecho), Zúrich (Schweizerisches Institut für 

Auslandforschung) y Friburgo (Institut International des Sciences Sociales 

et Politiques de la Universidad de Friburgo de Suiza) y Roma (Archivos 

Vaticanos y Embajada española). En esa época (1945) obtiene la cátedra de 

Historia del Derecho de la Universidad de Valencia, que permuta 

posteriormente (1947) por las de Oviedo y Santiago de Compostela. En 

ninguna de estas universidades desempeñaría una labor docente y 

académica reseñable, excepción hecha de sus conferencias en los cursos de 

verano de la residencia compostelana de La Estila y de la Universidad de 

Santiago en Vigo.  

La trayectoria del joven catedrático se vio alterada por el encargo 

recibido en 1952 de integrarse en el cuadro de profesores que se ocupaban 

de la educación de los infantes Juan Carlos y Alfonso, hijos de Don Juan. 

López-Amo había conocido al Pretendiente en Zúrich, por mediación de 

Eugenio Vegas, en 1948. La buena impresión causada en la familia y 

entorno más cercano de Don Juan hacen de él, un jurista joven, discreto, 

persona bondadosa, recién llegado a los ambientes del juanismo y, por 

tanto, no maleado políticamente, el óptimo preceptor. No obstante, su 

pertenencia al Opus Dei, en el que ingresó en 1942, levantó ciertos recelos 

en otros monárquicos.  

La educación de las reales personas será para el historiador del Derecho 

un encargo sugestivo, pero también una fuente inagotable de problemas 

administrativos y económicos. Desde 1952 vivirá entre Santiago y San 

Sebastián, conviviendo estrechamente con Don Juan Carlos, a quien 
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instruye en los saberes humanísticos (filosofía, derecho, historia, geografía, 

economía y sociología), pues su consejo es que estos se antepongan a la 

formación militar que otros aconsejan que siga. Esas disciplinas son pues su 

cometido mayor en las horas pasadas en el palacio donostiarra de Miramar 

hasta 1954. “La tarea de gobierno, escribe López-Amo en un breve informe 

manuscrito que justifica su opinión, es labor de todos los días, la militar sólo 

de tiempo de guerra. La guerra misma es ante todo cuestión política; sólo la 

ejecución corresponde a la técnica militar. Si el rey no tiene una seria 

formación política, irá siempre a remolque de sus consejeros, sin criterio 

propio”. Al año siguiente el príncipe y sus preceptores se instalan entonces 

en Madrid, en el Palacio de Montellano. Finalmente, en el otoño de 1955, el 

infante ingresa en la Academia General Militar de Zaragoza, ciudad a la que 

se desplazará también el preceptor. Para poder subsistir económicamente, 

López-Amo, que había perdido ya la excedencia activa y, por tanto, sus 

emolumentos de catedrático, se encargará de la asignatura de Sociología en 

la Escuela de Derecho del Estudio General de Navarra, de la que será 

nombrado Director. La cercanía entre Pamplona y Zaragoza le permite 

ocupar tres días de la semana con las clases universitarias y el resto 

dedicarlo al cadete. 

La educación del príncipe quebró la continuidad de sus investigaciones y 

lecturas, imposibilitando el trabajo sistemático. Ni siquiera puede atender 

las sugerencias e invitaciones a escribir para el ABC, Nuestro mundo, La 

actualidad española y otras revistas que le llegan, por distintas vías, de 

Gonzalo Fernández de la Mora, Antonio Fontán, Florentino Pérez Embid y 

Rafael Calvo Serer. La obra publicada de López-Amo se resiente 

necesariamente, pues le falta tiempo para cumplir con la comisión de Don 

Juan: “Te ruego, por favor, le escribe el Pretendiente a finales de 1953, que 

te metas muy a fondo en lo de inculcar a mis hijos un gran sentido del 

deber, una moral (en el sentido amplio de la palabra) que les ponga a 

prueba de tentaciones y un sentido de la disciplina por ellos mismos. Con tu 

preparación y formación nadie mejor que tú puede iniciarles en estas 

virtudes esenciales para los llamados a mandar”. Ha interiorizado tanto su 

misión que proyecta la redacción de unas Cartas académicas destinadas a la 
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ilustración de su pupilo. Llega a escribir siete, centradas en la exposición de 

los principios de igualdad y autoridad. Estas cartas, actualización del género 

medieval de los Espejos, salen de su pluma al tiempo que redacta los 

últimos trabajos: un breve estudio del magisterio social de Pío XX y las 

conferencias Sobre el estudio profundo de las revoluciones y Burguesía y 

estilo burgués. 

Ángel López-Amo murió en Washington, en un desgraciado accidente de 

automóvil, el 20 de diciembre de 1956. La noticia de su fallecimiento causó 

una honda impresión entre los monárquicos españoles, pues a pesar de su 

falta de constancia literaria, López-Amo era reconocido como uno de los 

doctrinarios de la monarquía más profundos y originales, de quien mucho 

había que esperar intelectualmente y, tal vez, también políticamente. El 

párrafo que en sus Memorias le dedica Laureano López-Rodó, al margen de 

su significación personal, denota un estado de opinión generalizado que el 

tiempo no ha podido erosionar del todo: “tenía una inteligencia fuera de lo 

corriente. Escribía con clara caligrafía, trasunto de la claridad de su mente, 

y un estilo pulcro […] La monarquía de la reforma social influyó no poco en 

mis convicciones monárquicas y algunas de sus ideas se reflejan en los 

informes que entregué a Carrero y a Iturmendi”. Mucho menos ponderado 

parece el criterio del periodista Manuel Soriano Navarro, quien sugiere que 

de no haber muerto tan joven López-Amo habría desempeñado un papel 

parecido al de Torcuato Fernández Miranda. 

3. Jurista de Estado y pensador político 

En la truncada trayectoria intelectual de López-Amo se presentan 

claramente diferenciadas dos etapas: la del historiador del Derecho y la del 

jurista político y pensador adicto a la causa de la restauración monárquica. 

Ciertamente, su perfil de pensador político resulta inseparable de sus 

buenas condiciones para el cultivo de la historia jurídica. 

Como historiador del Derecho, López-Amo se había formado con los 

continuadores de la Escuela de Hinojosa. Estos, contrariamente a lo que 

sucedía con sus predecesores, habían sido más juristas que historiadores. 
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López-Amo, que muy pronto muestra su interés por el Estado moderno, 

responde al nuevo patrón académico que impulsan en la Universidad 

española los catedráticos García Gallo y el Padre López Ortiz. En Valencia, 

recién terminada su licenciatura en Derecho, se interesó por el pensamiento 

político de Bodino, tema del que se sigue ocupando en Madrid unos meses, 

alternando, ratio docendi, con su paso por el Derecho internacional. No 

obstante, por indicación de García Gallo empieza a estudiar los aspectos 

políticos de la obra de Francisco Eximeniç, “uno de los más notables 

escritores políticos de España y una lumbrera de la literatura catalana de la 

Edad media”, pero en esa época un autor casi desconocido. 

Entre 1942 y 1947 trabaja López-Amo directamente sobre las fuentes 

históricas medievales, como cumple entonces a un aspirante a cátedras de 

Historia del Derecho; al mismo tiempo, como verdadero jurista, siente la 

preocupación por el Derecho en su condición de elemento regulador 

fundamental de la dinámica social. Ve así la luz su estudio doctoral sobre el 

libro décimo segundo del Crestiá, de Eximeniç, referido a la gobernación de 

la cosa pública. No es infrecuente que el pensamiento de un escritor con 

ideas propias o, al menos, con voluntad de no quedarse en intelectual 

pedisecuo, se encuentre ya en germinación en sus primeros trabajos. Así 

sucede con López-Amo y su extensa recensión crítica a la obra de Heinrich 

Mitteis sobre el Estado de la Alta Edad media, pero sobre todo en las 

páginas del ensayo sobre Eximeniç, en las que se anticipan los temas que el 

autor intenta sistematizar unos años más tarde en El poder político y la 

libertad: las libertades de los individuos y los grupos sociales, la naturaleza 

relacional y personal del poder, la legitimidad del mando y la meditación 

sobre la monarquía y su inserción en el Estado moderno son los asuntos 

que afloran a medida que López-Amo pone de manifiesto el paralelismo 

entre la “ideología” de Eximeniç y el concepto de la libertades de Aragón, el 

único reino peninsular en el que triunfó el “sistema de la libertad”, pues 

“hasta los ciudadanos eran infanzones”. La monarquía hereditaria, 

combinando los principios de sucesión y perpetuidad, tiene sobre la electio 

del pueblo la ventaja de que el príncipe se tiene por propietario del reino, 
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curando por él como no podría hacerlo un representante seleccionado pro 

tempore, que ocuparía el cargo “al modo de obrero asalariado”. 

Difícilmente hubiese podido expresarse Eximeniç en esos términos. Es 

pues López-Amo quien en su glosa le presta al franciscano gerundés esa 

fórmula utilitaria o crematística de justificación de la monarquía. No insistirá 

más López-Amo en ese aspecto, pero merece la pena apuntar que hace 

apenas unos años, un escritor político libertario, discípulo de Murray N. 

Rothbard, Hans-Hermann Hoppe, ha actualizado y desarrollado esa misma 

idea en su libro Monarquía, democracia y orden natural; en él se le da a la 

monarquía patrimonial tradicional el tratamiento de una “forma de gobierno 

privada”, frente a la democracia o republicanismo, “forma de gobierno 

pública”. 

4. La jornada suiza 

Llegó López-Amo a Suiza comisionado para la Exposición del Libro 

español, celebrada en Zúrich en mayo de 1948. Rafael Calvo Serer, mentor 

suyo, le preparó un plan de lecturas sobre el pensamiento político español 

del siglo XIX que López-Amo completaría con su investigación acerca de la 

influencia del elemento germánico en el Derecho español: en su evolución 

constitucional, en el derecho de los municipios, en el derecho de familia y 

penal. 

López-Amo desarrolló su programa de trabajo entre abril y junio de 

1947 y octubre de ese mismo año y julio de 1948, un año de intensa 

actividad intelectual y de hondas meditaciones sobre la realeza, la 

aristocracia, la burguesía y el proletariado, así como sobre su 

transformación y evolución en el ambiente de la Revolución. El resultado 

más acabado de esa etapa es su doctrina de la monarquía social, pero hay 

también entreverada en sus páginas una teoría del Estado, una teoría 

aristocrática de la libertad y, así mismo, el esquema de una sociología 

dinámica de las clases sociales de la sociedad industrial, vista siempre bajo 

el prisma de la Revolución. 
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Como otros escritores conservadores de la generación europea anterior 

a la suya (Guglielmo Ferrero, Wilhelm Röpke, etc.), López-Amo ve en Suiza 

un reservorio de virtudes cívicas, la representación a escala de un mundo 

que había sabido preservarse de la exacerbación del soberanismo 

democrático. Mientras en otras naciones, la libertad como participación 

promovió la revolución y la tábula rasa de la voluntad general, 

desinhibiendo los frenos del poder estatal y destruyendo las tradiciones 

sociales y políticas del pasado, una sola nación europea, Suiza, “ha 

mantenido lo que las demás democracias de Europa se empeñaron 

sistemáticamente en destruir”. En la confederación helvética “el elemento 

histórico conservador de las autonomías locales y regionales quedaba 

incorporado como contrapeso al elemento filosófico revolucionario de la 

soberanía popular”. En razón de su fidelidad a la propia continuidad 

histórica, la confederación alpina, la federación norteamericana y “la obra 

maestra” de la política, Inglaterra, le parecían, como a Ferrero, las tres 

únicas democracias legítimas del mundo. La constitución confederal suiza 

representaba lo mismo que para otros países la realeza o la aristocracia: “la 

estructura orgánica, la limitación del poder, [y] la garantía de las libertades 

frente al absolutismo ciego de la democracia total”. 

Intimó López-Amo en la Suiza alemánica con el espíritu germánico, del 

que el suyo se consideraba congenial. No en vano uno de sus libros de 

cabecera era la Germania de Tácito, a quien consideraba “historiador 

genial”. Para decirlo todo, alemana era también la traducción del misal 

romano que solía leer cada día desde su estancia en Suiza. Eran en suma 

europeas sus referencias culturales y sus valores espirituales. También sus 

añoranzas. Cuenta Ismael Sánchez Bella que en los pocos días que duró su 

viaje por los Estados Unidos “se le veía algo desplazado de aquella brillante 

civilización técnica”, como si se sintiera ajeno a ese mundo. 

Tenía López-Amo en Zúrich un contacto con el hispanista Arnold Steiger, 

que había colaborado con el Instituto Jerónimo Zurita del C. S. I. C. Steiger 

era el director de la sección de cultura del Schweizerische Institut für 

Auslandforschung (SIAF) en el que el jurista español fue nombrado 
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Gastprofessor, con el compromiso de una remuneración como contrapartida 

de sus Vorlesungen, cuatro lecciones dictadas en alemán sobre el tema: 

Spanisches Denken das Gegenwart. El SIAF, fundado para fomentar las 

relaciones de Suiza con los Aliados durante la II Guerra mundial, se 

convertirá, al año siguiente de la marcha de López-Amo, en un tanque de 

pensamiento del neoliberalismo internacional. En efecto, hacia 1949 se 

había hecho cargo de la sección de economía Albert Hunold, uno de los 

cofundadores de la Sociedad Mont Pélérin y estrecho colaborador en ella de 

Wilhelm Röpke. En el SIAF dieron lección casi todos los miembros de la 

Mont Pélérin, siendo por ello retribuidos muy generosamente. Sin embargo, 

durante 1947 y 1948, sin apenas financiación y en el trance de desaparecer, 

lo más seguro es que López-Amo no recibiera de él remuneración alguna. 

Así se lo comunica a Calvo Serer en una carta-informe del otoño de 1947. 

Será tal vez más fructífera en relaciones y proyectos académicos la 

colaboración con el Institut des Sciences Sociales et Politiques de la 

Universidad de Friburgo, en donde se le encarga un curso en francés sobre 

La pensé politique espagnole au XIXème siècle, impartido con Eugenio 

Vegas del 25 de mayo al 13 de julio de 1948. El Instituto friburgués le 

llevará, junto a Rafael Calvo, a su II Reunión de Estudios, celebrada a 

primeros de abril de 1948 en Ratisbona. En el borrador del dossier que 

hacia el mes de junio le remite al Director General de la Junta de Relaciones 

Culturales se muestra ufano de su intervención, que según la noticia que de 

la misma se da en Arbor, dejó “atónitos a los participantes”, según una 

noticia publicada en Arbor. “Sostuve en este Congreso, escribe López-Amo 

en el mismo informe, en unión con el profesor Calvo Serer, la esterilidad de 

cualquier intento, teórico o práctico, de reconstrucción europea que 

prescinda de los principios fundamentales aportados por el cristianismo a 

nuestra civilización, haciendo notar al mismo tiempo la importancia del 

papel que ha de jugar España en la situación actual del mundo y la 

injusticia de su expulsión sistemática”. Mención aparte merece la intimidad 

intelectual con Eugenio Vegas, quien probablemente le derivó con su 

consejo bibliográfico hacia la lectura de autores y temática tradicionalistas, 

españoles y europeos en general. Aunque mucho le debe pues a Vegas, la 
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racionalización de los problemas históricos y políticos ha de ser por fuerza 

diferente en quien, como López-Amo, no ha nacido tradicionalista, lo que no 

es el caso de Vegas. Frente al tradicionalismo carlista (Francisco Elías de 

Tejada, Álvaro d”Ors, Rafael Gambra, Federico Suárez) y al de los hombres 

provenientes de Acción española (Vegas, Jorge Vigón), una nota distintiva 

del monarquismo tradicional de López-Amo es precisamente el elemento 

racionalizador o, bien entendido el término, politológico, introducido por él 

para dar razón científica política de las ventajas del régimen monárquico, 

examinado a la luz de la historia. Más acentuado que en otros monárquicos 

coetáneos hay en López-Amo hay un vivo interés personal en someter las 

doctrinas y las instituciones a un juicio empíricamente fundado. En la 

sociología busca una “explicación totalmente empírica” de la monarquía, 

sometida después al avalúo de la historia. “Por eso, afirma rotundamente en 

el prólogo de La monarquía de la reforma social, tenemos que ocuparnos en 

la ciencia política”. 

5. Hacia el Derecho político 

Según López-Amo, urge no sólo la reelaboración teórica de las doctrinas 

monárquicas, sino la de las grandes cuestiones políticas (libertad, autoridad, 

legitimidad), pues “el gran mal de España en lo que va de siglo es la 

carencia absoluta de ideas claras y sanas sobre los principales problemas 

[políticos]”. Esta de tesis de López-Amo complementa la llamada a la 

racionalidad, pensamiento constante en su mentor Calvo Serer y, así 

mismo, en otro de los juristas que, en el plan de este último, debía 

desarrollar la teoría jurídica política que requerían las circunstancias 

españolas, el razonalista Gonzalo Fernández de la Mora. 

A su regreso de Suiza López-Amo siguió ocupándose de los problemas 

de la sociedad y el Estado, no sólo desde un punto de vista histórico, sino 

también sociológico y, en menor medida, filosófico. En 1949 principia la 

segunda etapa de su biografía intelectual, que se prolongará, hasta su 

muerte, apenas cinco o seis años; en ella, su pensamiento se verá 

polarizado e interpelado por la teoría de la realeza, pero también por las 
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cuestiones de índole práctica suscitadas por la doctrina de la restauración 

monárquica. 

Así pues, uno de los primeros objetivos de López-Amo al regresar de 

Suiza es sondear las posibilidades del cambio a una cátedra más acorde con 

su proyecto intelectual. El historiador del Derecho consideró seriamente el 

traslado a una cátedra de Derecho político, en la que se reunía la 

enciclopedia de las ciencias políticas. Así se lo hizo saber a su maestro 

García Gallo, preguntándole por la analogía administrativa entre las 

cátedras de Historia del Derecho y Derecho Político. García Gallo le 

comunica su parecer aprobatorio en una carta de cierto interés escrita hacia 

1952. “No me parece mal, le dice, infundir un poco de savia histórica a una 

disciplina que se va haciendo excesivamente formalista. Un Santamaría de 

Paredes puesto al día es cosa que está haciendo tanta falta […] La historia 

del Derecho político de la Edad Moderna y del constitucional español, te está 

aguardando”. La aspiración de López-Amo, por razones que desconozco, no 

se realizó. 

Entre 1949 y 1952, fecha de aparición de su libro más conocido, López-

Amo aspira a consolidarse como un escritor referencial para los 

conservadores monárquicos españoles. O tal vez es un deseo inspirado por 

otros: quienes la alienta e invitan a colaborar regularmente con ABC, La 

actualidad española y, especialmente, con Arbor. Sin embargo, el balance 

bibliográfico de la etapa es más bien pobre: la conferencia dictada en el 

Ateneo de Madrid, dentro del ciclo “Balance de la cultura moderna y 

actualización de la cultura española” (curso 1950-51), sobre Estado 

medieval y Antiguo régimen; la prelección de apertura de curso de la 

Universidad de Santiago, dedicada al valor social de la aristocracia (curso 

1950-51); los estudios sobre “Monarquía y república en la Revolución de 

1848” y “La libertad y el estilo burgués”; y un par de colaboraciones en La 

actualidad española, recién fundada. Cartas como la que le había escrito 

Florentino Pérez Embid a principios de 1951 dan idea del letargo intelectual 

en el que había caído el prometedor profesor, muy ocupado en Santiago de 

la dirección del Colegio Mayor La Estila. “Es una lástima que por vago y por 

 466 



Innovaciones en la sociedad del riesgo 

pueblerino te hayas quedado en personalidad de provincia”, le echa en cara 

Pérez Embid. 

El año 1952 será sin embargo muy importante para López-Amo. Calvo 

Serer quiere encargarle la actualización del Derecho político de Enrique Gil 

Robles y una antología de Donoso Cortés. Al mismo tiempo trabaja en un 

libro sobre la monarquía social, que finalmente confeccionará, casi en un 70 

por ciento, a partir de textos ya publicados.  

El libro, titulado La monarquía de la reforma social, salió de la imprenta 

el 31 de octubre. Antes de su distribución comercial, por alguna razón 

“anecdótica” según Pérez Embid, hubo que imprimir una camisa en la que 

resaltaba un título diferente: El poder político y la libertad, convirtiéndose el 

original en subtítulo explicativo. La explicación más sencilla del disimulo tal 

vez tenga que ver con presiones de la censura. Don Juan, en carta fechada 

en Estoril el 24 de noviembre de 1952, le felicita porque ha “logrado 

exponer el problema político en toda su plenitud […] llegando a 

conclusiones sólo discutibles para los que no vayan de buena fe y no hayan 

querido dejar de lado sus prejuicios e intereses particulares, antes de 

comenzar la lectura de tu brillantísimo trabajo”, y le augura éxito en el caso 

de que la censura lo deje salir. 

La monarquía de la reforma social fue presentado al Premio Nacional de 

Literatura “Francisco Franco”, siendo reconocido mejor libro por un jurado 

presidido por Pérez Embid. Pero los problemas surgieron desde el mismo 

momento en que se dio a conocer el fallo. Las reseñas y noticias críticas 

fueron numerosas, aunque no apareció ninguna, significativamente, en las 

revistas jurídicas y políticas de carácter académico. En la Revista de 

Estudios políticos, en donde se habían comentado algunos artículos de 

López-Amo publicados en Arbor, se omitió cualquier comentario. Sin 

embargo, aunque no se le menciona, un editorial del Arriba titulado “El 

problema de la legitimidad” se hacía eco del libro en la edición del 7 de 

marzo de 1953. Desde Alférez, Manuel Alonso García criticaba el 

“negativismo” del libro. Sería largo referir aquí todas las reseñas que he 
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podido localizar, hasta doce, pero entre ellas las hay también elogiosas, 

como la de Fernández de la Mora y Sevilla Andrés. 

López-Amo guardó minuciosamente todos los comentarios (conservados 

en su archivo personal, donado a la Universidad de Navarra), pero no 

respondió a ninguno. La segunda edición (1957), que estaba en preparación 

cuando la muerte le llegó al autor, es idéntica a la primera. Se trata, en 

cierto modo, de una reafirmación de sus posiciones, frente al falangismo, 

por supuesto, pero también frente a la crítica, mucho más sutil, que le 

había llegado desde el tradicionalismo carlista57. Es este un libro que 

durante casi 60 años ha conservado intacto el prestigio del malogrado 

jurista, a quien decía Rafael Gibert que había que reservar un puesto en el 

“Estado Mayor de la cultura española”. Federico Suárez, que cuidó la tercera 

edición (1987), ha escrito incluso que La monarquía de la reforma social “es 

quizá el mejor (o, en todo caso, uno de los mejores) libro de filosofía 

política publicado en España en los últimos ciento cincuenta o doscientos 

años”. Más comedido, pero igualmente entusiasta de este libro, raro en el 

panorama cultural y político de los años 50, fue Fernández de la Mora, que 

lo juzgaba “uno de los ensayos de doctrina política más importantes 

publicados en España en lo que va de siglo”. 

6. Ciencia política y monarquía 

Los intelectuales del grupo Arbor, mayormente historiadores, habían 

visto en la ejecutoria de López-Amo el necesario complemento jurídico 

político que toda política de cultura precisa para coadyuvar a la fijación 

institucional de un programa de reforma política. Además de la actualización 

del pensamiento de Menéndez Pelayo, la doctrina de la restauración de una 

monarquía tradicional requería, en la idea del factótum Calvo Serer, del 

realismo jurídico característico del constitucionalista o el cultivador del 

Derecho político. López-Amo, que en 1955 y 1956 tuvo acceso a la 

antecámara del poder, ensayó la configuración de una idea actual y 

operante de la monarquía histórica española, renovación que se apoya en 

unos comentarios del jurista alicantino sobre el proyecto de reforma de 

Arrese entregados a López Rodó, tal vez exagera la influencia del primero 
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sobre el administrativista catalán, pues su idea de la monarquía, tal vez con 

matices, coincidía también con la defendida por autores como Calvo Serer o 

Pérez 

Embid. Leído el libro con cierta prevención intelectual, como hicieron 

seguramente algunos de los ingenios más valiosos del tradicionalismo 

carlista (Gambra, Elías de Tejada), se advierte que la teoría del doctrinario 

alemán sobre la Sociedad y el Estado ha entreverado en la teoría tradicional 

de la monarquía, premoderna y paraestatal, una connotación estatista que, 

en última instancia, la convierte en una institución diferente, inserta en el 

universo político de la modernidad y ajena ya, por tanto, al pleito español 

sobre el Estado, una gigantomaquia en la que, tal vez, todavía no se ha 

dicho la última palabra. En este sentido, la monarquía de la reforma social 

perfilada por López-Amo no coincide con la monarquía social y 

representativa, precisamente por su sesgo estatista. Por descontado, no en 

el sentido totalitario del Estado omnipotente, sino en el de la aceptación, 

como hecho histórico consumado, de la naturalización y generalización del 

Estado en la política moderna. En cierto modo, López-Amo ha aceptado en 

el desarrollo de su obra, tal vez sin ser plenamente consciente de las 

consecuencias, la irreversibilidad histórica de la configuración estatal de las 

comunidades políticas (sociedades, en un sentido estricto). 
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El Estado de Bienestar. 

Joaquín Garrido García. 

1. Definición del Estado de Bienestar  

Para Muñoz de Bustillo el EB es concepto estrechamente vinculado al 

pensamiento y la obra keynesianos y a la ruptura del techo de la 

intervención pública en la economía. El E.B entendido como “conjunto de 

actuaciones públicas tendentes a garantizar a todo ciudadano de una 

nación, por el mero hecho de serlo, el acceso a un mínimo de servicios que 

garanticen su supervivencia (biológica y social). 

2. PERIODIZACIÓN DEL E.B 

Para ser históricamente precisos, la descripción política del desarrollo 

del E.B debería iniciarse probablemente en 1848, cuando aquellos que 

controlaban los restos del poder aristocrático se dieron cuenta de la 

necesidad de realizar grandes adaptaciones institucionales. Una buena parte 

de los progresos en la construcción del E.B pueden ser atribuidos a los 

elementos conservadores de los primeros gobiernos democráticos. 

La propuesta de periodización tiene cuatro fases 

1ª Fase. Experimentación (1870-1925): el núcleo histórico 

del Estado de Bienestar o Liberal Break 

Uno de los aspectos más revolucionarios que podemos encontrar en los 

orígenes del EB es la sustitución de la incertidumbre que comportaba la 

providencia de la familia o las instituciones religiosas, propia del Estado 

moderno (privada y meramente caritativa) por la certeza de la providencia 

pública, propia del Estado contemporáneo. Este cambio comporta la 

superación del concepto de seguridad liberal-burgués por un nuevo 

concepto de seguridad socioeconómica. 
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Destacar la coincidencia temporal entre el reconocimiento del sufragio 

universal (masculino primero y femenino después) y la promulgación de las 

primeras leyes que persiguen una protección social. 

La materialización de este nuevo concepto de seguridad se refleja en la 

aplicación del principio contributivo-asegurador que sustituye al principio 

caritativo-paternalista. Éste es el momento que podemos identificar como el 

núcleo histórico inicial del EB, momento que algunos autores han definido 

como el liberal break (la ruptura liberal). 

2. Fase. Consolidación. Dos experiencias 

El periodo de entreguerras, caracterizado por la aparición del paro 

estructural, ha sido considerado como el punto de inflexión a partir del cual 

era imposible un retorno a la situación anterior. Durante el periodo de 

entreguerras se produce la desaparición del dualismo entre Estado-sociedad 

y se manifiesta abiertamente lo que representaba para el Estado la 

transformación de las capacidades y condiciones de la existencia individual. 

Este momento de aparición de nuevas formas de prestación social 

desde el Estado o, si se prefiere, de ruptura con las políticas asistenciales 

propias del Estado liberal clásico, puede ser considerado como el inicio de 

un proceso dinámico de ajuste entre el individuo y el Estado. Uno de los 

ejes principales de tal proceso es el establecimiento de la seguridad social 

en todas sus variantes, establecimiento que nos ayudará a definir y analizar 

los diversos modelos posibles del EB (Epping -Andersen, 1990). 

Las particulares condiciones históricas del periodo de entreguerras 

contribuyeron a la búsqueda de diversas soluciones. 

Dos características que se dieron en estos años: 

• El incremento del nº de desempleados obligó a diseñar 

políticas para hacer frente a esta realidad. El debate 

subsiguiente se polarizó entre dos alternativas: la protección 

de los puestos de trabajo o la concesión del subsidio de paro. 
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• El personal de la administración dedicado a los servicios 

sociales creció significativamente como respuesta a una 

demanda social cada vez más amplia. 

La fase de consolidación tuvo dos experiencias: 

La primera de estas experiencias es el New Deal norteamericano, una 

respuesta a la gravísima crisis económica y social de los años treinta, ya 

que los EE.UU todavía no habían desarrollado un sistema moderno de 

seguridad social. 

La segunda, es lo que algunos autores han definido como el 

“compromiso histórico” que tuvo lugar en Suecia entre capital y trabajo, que 

se produjo en la segunda mitad de los años treinta. 

Por tanto, durante el periodo de entreguerras se asistió a la aparición de 

una nueva legislación social en Francia y EE.UU. en los años 30, al colapso 

de la democracia Alemana y a la larga lucha contra el desempleo en Gran 

Bretaña. 

Por último, durante la II GM aparecen las primeras concreciones 

políticas de la dimensión social del Estado, siendo la más conocida y de 

mayor impacto la reforma de la seguridad social inglesa que dirigió el 

político liberal británico William Beveridge. 

El informe Beveridge puede considerarse como la aportación más 

exitosa por que se refiere a vincular toda una tradición difusamente cercana 

a determinados valores del socialismo (como la redistribución de la renta y 

el aligeramiento de las cargas de la pobreza) con los derechos sociales. 

3. Fase. Expansión 

El fenómeno más importante después de la II. GM es la sensación 

generalizada de que la intervención estatal se ha convertido en 

imprescindible para lograr dos grandes objetivos: 

• El crecimiento económico dentro de las reglas del juego del 

capitalismo. 
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• La producción pública del bienestar necesario con la doble 

finalidad de garantizar la paz social y asegurar una demanda 

sostenida. 

A)- El consenso alrededor de la ecuación keynesiana 

La necesidad de impulsar el crecimiento económico y la extensión de un 

mayor bienestar social para toda la población serán considerados principios 

indisociables que, a su vez, se vinculan con una creciente intervención 

pública. 

Circunstancias que dieron lugar a que la doctrina keynesiana casi nadie 

se la cuestionara fueron: 

• El crecimiento económico que las sociedades occidentales 

experimentaron a partir de los años cincuenta. 

• La extensión del bienestar social a capas cada vez más 

amplias de la población. 

B)- El debate sobre el consenso 

Entre 1950 y 1970 se configuran tres grandes enfoques (Rodríguez 

Cabrero, 1992): 

• Pragmático. La política social es más un instrumento 

pragmático de reforma social que un gran cuerpo teórico 

interpretativo. 

• Societarista. Se adscribirían bajo esta etiqueta aquellos que 

conciben la política social como una expansión de los 

derechos sociales en la medida que garantiza la existencia de 

un determinado nivel de seguridad para los ciudadanos que 

es complementario de los derechos civiles. 

1. De modernización. Según este enfoque, la política es una respuesta 

específica a los costes de la industrialización. 
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Por tanto, en los años inmediatos posteriores al final de la guerra, entre 

1945 y 1950, el E.B se convirtió en una realidad institucionalizada. A pesar 

de sus amplias similitudes en cuanto al modo de formular las demandas y 

de conceder las prestaciones, la institucionalización final de los E.B no pudo 

evitar el verse marcada por la política propia de cada país tanto en el 

periodo de entreguerras como en la posguerra. Así, el significado ambiguo 

del E.B después de 1950 se debe precisamente a las diversas formas de 

institucionalización elegidas durante la época de posguerra. 

C)- Características 

Se trataba de potenciar un Estado fuerte, capaz de intervenir en la 

economía tanto en su esfera reguladora como en la productiva (a través de 

una propuesta de nacionalización). Nacionalización que el profesor Ludolfo 

Paramio señala la necesidad de subrayar tres cuestiones: 

• El contexto especial en el que se decide la nacionalización de 

sectores considerados clave para el desarrollo de la economía 

nacional por cuanto que significaban un remedio a la 

decadencia industrial en el caso de Gran Bretaña. 

• El problema muy real de la diferencia entre nacionalización y 

socialización. 

• El problema de la mayor o menor eficiencia de las empresas 

nacionalizadas frente a las privadas en una situación estable 

o en una situación de cambio de los factores externos. 

D)- Tres categorías de E.B   

Para Esping-Andersen podemos hablar de tres categorías que nos 

permitirán clasificar los países con régimen de bienestar público: 

4. El Estado de bienestar liberal o anglosajón 

Se caracteriza por la ayuda a aquellos que demuestran no tener 

recursos. Las transferencias universales son de poca cuantía. Favorecen a la 
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población con ingresos bajos y el régimen de intervención del Estado está 

enfocado a estimular el mercado, sea de forma pasiva o de forma activa.  

Este modelo minimiza el posible efecto de desmercantilizador, limita la 

cobertura de los derechos sociales y crea una estratificación entre la relativa 

igualdad de pobreza de los asistidos y un bienestar para la mayoría de la 

población, que el mercado se encarga de diferenciar. Se produce un claro 

dualismo de clase entre estos dos grupos.  

Pueden ubicarse en esta categoría países como los EE.UU., Canadá, 

Australia y Reino Unido.  

A este esquema algunos autores agregan el modelo del Estado de 

Bienestar Latino-mediterráneo (España, Portugal, Grecia y parte de Italia), 

que se caracteriza por bajos niveles de gasto social y estructuras políticas 

de bienestar tipo continental. 

5. El Estado de bienestar corporatista. (continental o democristiano) 

Intenta atender las nuevas estructuras postindustriales de clase. A 

diferencia del modelo anterior, no existe una obsesión liberal por el 

mercado. Lo que realmente se persigue a través de la intervención pública 

es el mantenimiento y consolidación de los estatus sociales ya existentes.  

Los derechos sociales que existen se subordinan a estos objetivos. La 

preocupación en mantener y aumentar las diferencias del estatus hace que 

se minimicen los efectos redistribuidores que las políticas sociales pudieran 

tener. Estas políticas son claramente subsidiarias.  

Convine destacar que estos regímenes dan una especial relevancia al 

papel de la familia y debilitan el de la mujer. Algunos países que podríamos 

clasificar en ese grupo son Francia, Italia, Alemania y Austria. 

6. El Estado de bienestar socialdemócrata. (Nórdico o socialista) 

Su preocupación es ampliar a la clase media la universalización y 

desmercantilización plena.  
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El objetivo es reducir distancias entre los diversos estatus sociales. 

Intenta huir de una posible aproximación hecha a partir de mínimos y 

tienden a aumentar los servios para poder cubrir las expectativas de la 

nueva clase media. De esta forma, los obreros tienen el derecho a disfrutar 

de unas prestaciones reservadas hasta entonces a los sectores más 

adinerados de la sociedad. Cualquier ciudadano está incluido en un sistema 

de seguridad social universal. Los subsidios, en cambio, se establecen a 

partir de los ingresos.  

A diferencia del modelo corporatista, las políticas no son subsidiarias, es 

decir, no se espera a que fallen los posibles mecanismos de ayuda 

existentes en el mercado o la familia.  

Este modelo persigue una maximización de la independencia individual. 

Coherente con este objetivo hay un esfuerzo en la concreción y puesta en 

marcha de los servicios sociales que facilitan que esta independencia 

individual sea también posible para las mujeres. Por eso es importante la 

atención que el modelo socialdemócrata de las políticas de niños y ancianos 

(habitualmente en otros modelos es la mujer quien asume, a través del 

papel que desempeña dentro de núcleo familiar, esas labores, labores que, 

como hemos visto, el Estado sólo realiza residualmente).  

El principal problema de este modelo es la necesidad que tiene de 

obtener una situación de plena ocupación de su población activa. Los 

grandes costes obligan a minimizar los problemas sociales y maximizar los 

ingresos provenientes de los salarios. Algunos países que podríamos 

clasificar según esta categoría son Dinamarca, Finlandia, Noruega, Suecia y 

Holanda. 
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4ª Fase. La crisis del E.B. 

La crisis del E.B. y su explicación 

A principios de los años setenta, el ciclo de prosperidad económica 

iniciado en la década de los 50 llegó a su fin. Dos son los hechos concretos 

que se reconocen en el origen de la recesión económica. En primer lugar, la 

decisión de los EE.UU. de no mantener la convertibilidad de su moneda en 

oro, una decisión tomada a causa de la cantidad de moneda norteamericana 

en manos de terceros países. Las turbulencias económicas causadas por 

esta decisión se prolongaron hasta enlazar con la crisis energética de 1973. 

Frente a esta nueva situación, los gobiernos empezaron a tener serias 

dificultades para seguir implementando sus políticas económicas de tipo 

keynesiano. 

La gravedad de la situación a partir de los 70 se manifestó en 

crecimiento simultáneo del paro y de la inflación, una situación radicalmente 

nueva (stagfltion) que desarmo la teoría económica keynesiana como marco 

desde el que ofrecer una respuesta a la crisis. 

Asimismo, el nivel de crecimiento alcanzado por el déficit público en los 

años 80 ha debilitado todavía más el sistema de EB existente desde la 

década de los 50.  

Explicaciones de la crisis: Para Muñoz de Bustillo la crisis debe 

entenderse como relativa ya que el gasto ya que el gasto público no deja de 

crecer, aunque a partir de la primero mitad de los años 70 se observan 

menores tasas de crecimiento. Cambia la composición del gasto social al 

aumentar las pensiones de desempleo. 

Tres modelos nacionales de la crisis. 

Las consecuencias de la crisis del EB en los países europeos tuvieron 

una impronta diferente: 

Reino Unido. 
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Colapso del Gabinete laborista, incapaz de coordinar las políticas 

monetarias y fiscales y la política salarial con los sindicatos, vino unido a la 

crisis económica de finales de la década de 1970. Ambos elementos fueron 

el preludio de una fuerte crítica económica de finales de la década de 1970. 

Ambos elementos fuer el preludio de fuerte crítica a los presupuestos 

políticos del E.B. El nuevo gabinete conservador produjo distintos tipos de 

medidas para atajar la crisis económica mediante políticas monetaristas que 

contuvieran la inflación, y para descabalgar al movimiento sindical tras el 

pulso celebrado entre el Gobierno y los sindicatos que supuso la huelga de 

la minería entre marzo de 1984 y marzo de 1985. Se utilizó el método de la 

privatización, siendo el más adecuado puesto que además incluía el valor 

añadido de, incrementando financieramente el patrimonio del Estado, 

reducir el déficit público. 

Francia. 

Surgieron dos conclusiones principales: la 1ª concernía a la pérdida de 

centralidad del Estado, y en particular de la alta administración, en los 

procesos de mediación social. La 2ª conclusión se referiría a que estas crisis 

de mediación estaba ligada al surgimiento de un nuevo espacio público 

europeo, estructurado en torno a dos normas: 

• Economía social de mercado, modelo alemán y Unión 

Europea. 

• La norma de subsidiariedad que define un modo de relación 

entre el Estado y las colectividades territoriales. 

Suecia. 

Severa crisis económica: 

*Estancamiento. 

*Perdida de competitividad internacional. 

Actuaciones: 
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• Recorte de los subsidios (vivienda, seguridad social de los 

trabajadores y ayuda exterior al desarrollo). 

• Incremento de la edad de jubilación de los 65 a los 66 años. 

• Aumento de los impuestos sobre consumo de gasolina y 

tabaco. 

Conclusiones 

La crisis implica la ruptura de un consenso. El Estado se convierte en 

problema y los ciudadanos se preguntan si buena parte de sus actividades 

no deberían ser llevadas a cabo por las instituciones privadas. 

La recuperación del paradigma liberal lleva al poder a gobiernos 

empeñados en recortar la presencia pública, limitar el E.B y fomentar uno 

mayor asunción de responsabilidades por parte de los particulares. Las 

propuestas: recortes presupuestarios; supresión de programas de 

transferencias y extensión de la economía privada. Ofrecer a los ciudadanos 

mayores posibilidades de elección y responsabilidad sobres sus propias 

vidas. 

El E.B sigue fundamentalmente intacto y las cifras de gastos sociales 

han seguido aumentan, en algunas naciones a menores tasas decrecimiento 

y en la mayoría, modificando la composición interna de dichos gastos 

sociales, como consecuencia de la expansión del desempleo en la inmensa 

mayoría de los países y la necesidad de incrementar las prestaciones a favor 

de los desempleados. 

La gestión de la crisis ha aparejado (Mishra), el crecimiento del nº de 

parados, el mantenimiento, en términos generales, de la provisión de 

servicios públicos universales y un inferior aseguramiento de los servicios 

mínimos para la población. 

La consecuencia más grave de los resultados recogidos en el punto 

anterior ha sido la profundización de una sociedad dual tanto por el lado de 

la producción (economía real-economía marginal o extramercado) como 
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desde el consumo (el contraste de un sector súper consumista y otro con 

problemas de nutrición o de atención a necesidades biológicas mínimas). 

La pobreza y la marginación vuelven a ser un problema de relevancia 

social. Los pobres son invisibles (Harrington) y su presencia, junto con el 

mantenimiento estable de altas tasas de paro se asume sin problemas 

porque hoy parece que no constituyen un problema político o una amenaza 

para la paz social. Por otra parte, en la conciencia de muchos ciudadanos se 

extiende la idea del “por algo será”. Si están desempleados, si son pobres 

es porque no buscan trabajo, no quieren trabajar, son incapaces o carentes 

de imaginación. 

La pobreza tiende a estabilizarse en porcentajes elevados de la 

población (15-20%) generando círculos viciosos de difícil salida similares a 

los que se producen en otros países. Cuando la extensión y el 

mantenimiento de la pobreza generan conflictos y problemas sociales, la 

solución será incrementar los medios de policía y represión, solución que 

contará con el apoyo social por parte de los ciudadanos que ven afectados 

sus estándares de seguridad. 

Las alternativas propuestas: 

• El corporatismo socialdemócrata (Mishra) en línea con el 

mantenimiento de los elementos nucleares del E.B. 

• Profundización de la democracia y de las plataformas de 

encuentro entre la sociedad civil (nuevos móv. Sociales, etc) 

y el Estado.  

Desde campos más teóricos, se nos hablará de la búsqueda de un 

nuevo paradigma que sustituya al vigente hasta los años 70 (E.Díaz). Se 

propone un nuevo pacto keynesiano que supondría la superación de los 

problemas que provocaron su crisis (Anisi). 

Buena parte del gasto social se va a mantener al menos a medio plazo. 

No cabe pues hablar de“desmantelamiento”del E.B. 
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Las sociedades se deberán acostumbrar a niveles de desempleo a los de 

otras épocas históricas y con soluciones muy difíciles y lentas. En este 

sentido (Mishra) “una precondición política importante del E.B (el pleno 

empleo) como forma de legitimación, ha dejado de ser válida. Los años 80 

son distintos política e ideológicamente”. 
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La renovación del liderazgo y del poder en 

Platón. 
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Universidad Pablo de Olavide. 

Resumen 

La polis y el modelo de Estado que establece Platón en La república 

representan el proyecto político más justo. Pese a ello, el filósofo afirma que 

la ciudad virtuosa se desarrolla en el mundo perecedero y material, 

sometido a procesos de cambios cíclicos fundados en la doctrina de 

Heráclito. Aquí es donde el autor ateniense fija las formas en las que 

cambian el liderazgo, se renueva el poder y evolucionan las estructuras 

políticas. Partiendo de esta visión, nada puede evitar que el paso del tiempo 

termine por destruir la polis fundada sobre una aristocracia de filósofos y 

sabios, dando lugar a una serie de épocas y procesos de transformación 

política y social en la que la ciudad se irá desvirtuando hasta volver a 

restaurarse la justicia. 

1. Introducción: de la micro a la macro-política 

La polis y el modelo de Estado que establece Platón en La república 

representan el proyecto político más justo. Pese a ello, el filósofo afirma que 

la ciudad virtuosa se desarrolla en el mundo perecedero y material, 

sometido a procesos de cambios cíclicos fundados en la doctrina de 

Heráclito (Brun, 1990). Partiendo de esta visión, nada puede evitar que el 

paso del tiempo termine por destruir la polis fundada sobre una aristocracia 

de filósofos y sabios, dando lugar a una serie de épocas y procesos de 

transformación política y social en la que la ciudad se irá desvirtuando hasta 

volver a restaurarse la justicia (Platón, 2010). Por lo que, el desarrollo de la 
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historia política y social se corresponde con ciclos ordenados que se repiten 

continuamente (Popper, 2002; Llacer, 1990). 

Platón confía en que la micro-política, es decir, las actitudes y las pautas 

individuales determinan los cambios de las instituciones, afectando con ello, 

a la macro-política (Tovar, 1965). En esta línea, el grado de relación es tan 

intenso que el filósofo establece una analogía perfecta entre las 

transformaciones y actitudes de los habitantes de la ciudad y la caída y 

auge de las formas de gobierno. De forma que, el tipo de gobierno de una 

ciudad estará condicionado directa e inevitablemente por el tipo de hombre 

que la habite. A cada ciudad le corresponderá un hombre, y a cada hombre 

un tipo de ciudad desde la más virtuosa hasta la más inmunda. 

2. La evolución del liderazgo en la polis 

En este sentido, el ciclo de degeneración de la polis se inicia con su 

evolución hacia una forma menos justa como la timarquía. Platón 

argumenta que llegará un momento en que los guerreros de la ciudad 

debido a su carácter belicoso y agresivo se apoderarán del gobierno (Platón, 

2010). El hombre timárquico estará marcado por el honor de las armas, la 

beligerancia frente a la táctica y el respeto a los magistrados. Por ello, 

aunque representa un primer momento de descomposición de la polis, 

guardará una parte de justicia y será más justo que las ciudades que le 

sucedan. 

Más adelante, los hombres timárquicos que han vivido a la búsqueda 

del honor y viendo el resto de ciudadanos que no pueden adueñarse del 

honor de los guerreros, se dedicarán a vivir de forma austera y ahorrar para 

mantener en el lujo y el boato a sus mujeres y su estilo de vida. Por lo que, 

llegará un momento en que se formará un grupo reducido de ciudadanos 

que sin gozar de los honores del campo de campo de batalla, tendrán dinero 

para adquirir la mayoría de las propiedades, atraer las mujeres, pagar con 

sueldo sus guardaespaldas y comprar las mejores mercancías que 

produzcan los artesanos y comerciantes. Ahora, la riqueza y la propiedad 
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serán las divisas que rijan el destino de la ciudad y se formará una polis 

gobernada por una minoría rica que oprime a la mayoría pobre. 

Con el paso del tiempo, este gobierno de los más pudientes frente a la 

masa sumida en la pobreza se convertirá en una polis oligárquica u 

oligarquía. La élite rica seguirá prestando dinero a los endeudados y estos 

tendrán que pagar cada vez más los altos intereses. Llegará un punto en 

que la mayoría hastiada por las deudas, la pérdida de honores y la usura 

empezará a estar agotado del régimen de pobreza y de libertinaje al que le 

han sometido los ricos. Tales seran las condiciones en las que vivan los 

hombres oligárquicos, unos poderosos y marcados por la usura y otros 

pobres condenados a una triste existencia. Sostiene Platón que, cuando un 

hombre rico, obeso y ostentoso se encuentra junto, en la guerra o en la 

paz, a otro reducido a la miseria, debilitado y austero, el segundo piensa 

que si éstos son sus auténticos gobernantes y si son los adecuados. Dicho 

de otra forma, la mayoría empobrecida empieza a cuestionarse sobre la 

legitimidad de sus dirigentes y el factor de la riqueza como medio de 

legitimación. Poco a poco, aparecen sediciones y guerras internas entre los 

opresores y los oprimidos, que en algunos casos solicitarán ayuda a las 

ciudades vecinas y en no pocas ocasiones se despedazarán entre ellos. 

La tercera fase, comienza cuando la masa de ciudadanos pobres elimina 

y destierra a la parte rica de la ciudad oligárquica. Entonces, la mayoría que 

había sufrido la miseria se reparte los cargos, las magistraturas y las 

prebendas entre lo cargos (Platón, 2010). Rápidamente, la mayoría 

destierra la forma de gobierno oligárquica e instaura un gobierno que se 

rige por la libertad de los hombres y las mujeres para hacer y deshacer, sin 

ningún tipo de impunidad ni límite. De hecho, algunos autores consideran 

esta afirmación como el primer ataque de la filosofía política contra la 

ciudad, antes que un auténtico proyecto de polis (Gil, 2009). Este gobierno 

lo califica Platón, como gobierno democrático o democracia que es el 

imperio de la mayoría frente a las minorías y existirá una enorme diversidad 

en los estilos de vida, pensamiento, cultura y creencias. 
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Al pasar al plano micro-político, estos hombres vivirán cada uno de una 

forma distinta y en el más absoluto libertinaje. Hasta tal punto, que en 

estos hombres democráticos impera la libre decisión para trabajar o 

gandulear, defender la ciudad o dejarla descubierta, desempeñar un oficio u 

otro, desaprovechar la sabiduría en el vicio y que los menos virtuosos 

intenten ser magistrados. Aquí, se encuentra la crítica al relativismo moral 

que Platón achacaba a los sofistas y que consideraba el error de la 

degeneración de la sociedad ateniense. Desde su postura, sólo cabía una 

única verdad y un único saber para ordenar el cuerpo, el alma y la ciudad 

del hombre para el ateniense: la idea del Bien. Por ello, señala que el 

hombre democrático vive en un sistema definido por la confusión social y la 

falta de criterios monolíticos que permitan guiar sus vidas. Así, señala que 

en apariencia la diversidad de la ciudad democrática es bella, pero tan bella 

como la rosa que se marchita con el tiempo debido a regirse por las normas 

del mundo material como las pasiones y los placeres, y no por la sabiduría 

de los magistrados. 

En esta coyuntura, Platón prevé que surgirán luchas intestinas entre los 

distintos grupos y facciones en que se agrupan los hombres de una polis 

democrática. Por lo que, se enfrentarán los sabios contra los iletrados, ricos 

contra pobres, belicosos contra pacifistas, personas de una religión contra 

otra y que al final, se sumirá en el más profundo caos ante la incapacidad 

para gestionar la diversidad. Éste es un problema de la teoría platónica, que 

no está preparada para administrar sociedades configuradas por la 

presencia de distintas opciones de vida, creencias y moral. Por tanto, señala 

que entre las luchas entre partidos de un signo y otro, surgirá un hombre 

que protegerá y amparará bajo su seno a una gran parte de la ciudadanía 

frente a los ataques de unos y otros, aparentando la imagen de filántropo y 

mecenas. Este jefe surgido entre la muchedumbre procurará riquezas, 

comidas, mujeres y armas a sus seguidores y con el paso del tiempo, se 

convertirá en un líder populista y demagogo. Una vez haya ganado el apoyo 

de la mayor parte de la población, acabará con los distintos grupos y 

facciones y bajo su carisma aglutinará una nueva forma de gobierno donde 

su autoridad es sagrada y su palabra es fuente de las leyes. 
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En último lugar, este líder se ungirá como rey de la polis e instaurará 

una ciudad tiránica o tiranía, donde él es el único gobernante 

independientemente de la sabiduría, los honores y las virtudes de sus 

ciudadanos. Aquellos que había amparado bajo su manto se transformarán 

con el paso del tiempo en sus esclavos y sus aduladores, y dice Platón, que 

tanto ellos estarán sometidos al tirano como el tirano estará atrapado a la 

complacencia de sus gobernados. Por lo que, el tirano deberá estar 

constantemente satisfaciendo las demandas de sus ciudadanos de 

exhibiciones públicas, comidas, fiestas y congratulaciones. Poco a poco, la 

desmoralización correrá entre los ciudadanos de forma que descuidarán la 

protección de la ciudad y la producción de alimentos y mercancías. Tan sólo, 

cuando el líder dicte su palabra se obedecerá rápidamente y con temor. En 

esta polis, no existen límites al poder del tirano y se ha caído en la más baja 

de las depravaciones, siendo la ciudad más injusta y la que cierra el ciclo de 

transformaciones políticas y sociales. 

Platón no lo aclara en su obra, pero apoyándonos en la visión circular de 

la historia que el ateniense toma de Heráclito, la tiranía evolucionará con el 

paso del tiempo hacia una nueva polis virtuosa. Pues, la muchedumbre 

cansada de los excesos y de la más absoluta anarquía terminará 

rebelándose contra el tirano y dará paso a que los más sabios entre ellos 

dispongan de las leyes y normas sobre las que deberá estructurarse el 

proyecto político. 

Tan sólo, en la ciudad virtuosa se establecen distintos tipos de sujetos 

con acuerdo al mito de las edades de oro, plata y bronce; y en las demás el 

hombre ya sea timocrático, oligárquico, democrático o tiránico tendrá un 

carácter homogéneo. En otras palabras, Platón no diferencia culturas 

políticas ni pautas de comportamiento entre los ciudadanos que integran las 

ciudades más impuras (Flórez, 2011). Por lo que, la timarquía será la forma 

menos impura entre los sucesivos grados de degeneración y la tiranía la 

más perversa, análogamente, lo serán sus integrantes. Por lo que, iguala la 

macro-política a la micro-política, lo que tiene cierto sentido si tenemos en 
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cuenta la cantidad de sujetos que en la práctica podían componer una polis 

griega. 

Para terminar, es reseñable mencionar cómo Platón somete tanto al 

hombre como a la ciudad en la que habita a una lógica cíclica que toma 

tanto de Pitágoras como de Heráclito. Así, en sus enseñanzas pitagóricas 

fomenta la creencia en la “transmigración de las almas” por la que cada 

alma o espíritu está sometido a un ciclo de sucesivas reencarnaciones para 

su purificación y el regreso al Mundo de las Ideas. A la par que, los cambios 

en la polis también se someten a un ciclo heracliteano de transformación y 

la composición social en la polis virtuosa se realiza atendiendo a la pureza 

del alma de cada hombre y mujer. 

3. Las corrientes organicistas y el liderazgo político 

Una vez definida la doctrina platónica en torno a la organización de la 

politeia y sus movimientos cíclicos, vamos a encuadrarla en el eje del 

anarquismo al organicismo, donde en el extremo del primero el sujeto se 

convierte en el centro de la organización política y en el segundo la 

estructura política (ciudad, reino o Estado) se antepone en su mayor grado 

frente al individuo. De forma que, si avanzamos en este vértice hacia la 

izquierda vamos disminuyendo el peso del Estado a favor del individuo, 

integrando ideologías como el liberalismo, el egoísmo-utilitarista y el 

anarquismo-libertarista; y si nos dirigimos hacia el vértice de la derecha 

disminuye el peso de la persona a favor de la institución política, incluyendo 

el republicanismo, la socialdemocracia y el totalitarismo (tanto comunismo 

como fascismo) en posiciones más extremas. 

Antes de concretar la posición que ocupa la obra de Platón, debemos de 

profundizar en ambos vértices. Para ello, comenzaremos hablando del 

extremo izquierdo o anarquismo, que conforme se avanza hacia su posición 

se producen una serie de características: pérdida de responsabilidad del 

individuo para con su sociedad y mayor reconocimiento de derechos 

individuales, aumento de la confianza en el mercado y la gestión social 

mediante el “laissez-faire”, la disminución de competencias del Estado, 
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incremento de la diversidad social y étnica y un aumento del egoísmo. 

Mientras que conforme avanzamos hacia el extremo derecho, se produce un 

aumento de las obligaciones del ciudadano para con la sociedad, una mayor 

opresión de las leyes, un aumento del intervencionismo estatal, la 

corporativización de las decisiones políticas, la disminución de la diversidad 

social y étnica, la homogeneización social en base a ideologías monolíticas y 

la despersonalización del sujeto (Popper, 1981). 

A continuación vamos a enumerar las principales características del 

historicismo platónico y sus estrechas relaciones con el origen de un 

proyecto político organicista: 

• El historicismo conduce irremediablemente a la profecía de los 

hechos políticos y sociales, convirtiendo a sus teóricos en 

intelectuales y en “iniciados” con unas capacidades concretas de 

determinación intelectual de la evolución política (Popper, 2002). 

Así, los teóricos historicistas tienen un riesgo reducido de ser 

“desenmascarados como charlatanes”, ya que juegan con dos 

conceptos teóricos que permite desdibujar la falta de nitidez de sus 

predicciones. A saber, la interpretación auténtica del corpus doctrinal 

opera como un elemento excluyente en relación a las 

interpretaciones erradas, y otras veces; se recurren a enunciados de 

rango medio, cuyos límites entre éstos y los oráculos no son rígidos. 

• El problema de la metodología historicista radica en que las 

predicciones políticas y sociales tienen que estar basadas sobre 

leyes de índole histórica (Sabiote, 1986). De forma que, las leyes 

sociales tienen que ser distintas de las generalizaciones corrientes 

de otras ciencias, logrando una validez general. Por lo que, serán 

leyes sociales e históricas las que permitan configurar la transición 

de un período a otro, y sean válidas tanto en el primero como el 

posterior. De forma que, se construye un análisis normativo a partir 

de un análisis empírico del método historiográfico y todas las 

ciencias sociales quedan reducidas a la historia. 
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• Esta metafísica historicista aplicada tiene las siguientes 

consecuencias: aligera a los hombres del peso de sus 

responsabilidades y la reducción del papel de la razón humana en la 

vida política y social (Gil, 2009). En cambio, la dirección social la 

adopta una suerte de “rey-filósofo” o “dirigente” que guarda en su 

intelecto el dominio de la doctrina propugnada. A partir de aquí, se 

elimina la “sociedad abierta” y se avanza hacia una “sociedad 

cerrada”, ya sea la de la ciudad ideal o la del sistema político 

definitivo (Popper, 1981). 

• En palabras de Crossman, los individuos que están sometidos a un 

proyecto político basado en un corpus historicista como Platón, ven 

reducidos todos sus derechos políticos y cívicos (Crossman, 1982). 

Por lo que, comunidad política y cívica se fusionan en un único 

cuerpo y las decisiones políticas se convierten en un monopolio de la 

clase dirigente (Cruzalegui). De forma que, es fundamental que la 

élite política disponga de los instrumentos de adoctrinamiento y 

propaganda necesarios para frenar las críticas al sistema (Mas, 

2001; Sabiote, 2008). A la par, la vida social es configurada con 

acuerdo a unas normas extraídas del corpus historicista y se pone 

en práctica la selección natural de los ciudadanos y la composición 

de las castas sociales mediante criterios espirituales y biológicos. 

• Como en el cosmos impera un orden estático, la ciencia historicista 

que no sería más que una prolongación de la comprensión del 

mundo de las ideas, convierte a la sociedad en un ente inamovible y 

es observada de forma “holística”, pues es el ente que genera la 

agrupación de individuos y que tiene un carácter distinto a la simple 

suma de sus agregados (Popper, 1981). 

• Como los ciudadanos son sólo un elemento agregado del todo social, 

desaparece la atención hacia la micro-política y la micro-sociología. 

De hecho, el marxismo y el platonismo dirigen sus esfuerzos hacia la 

consolidación del proyecto político que generalmente es observado a 

largo plazo, separado del momento presente por la evolución de 
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fases económicas y de ciclos de reencarnaciones, respectivamente 

(Popper, 2002). Por eso, las corrientes que más han estudiado la 

Teoría del Estado han sido el marxismo y el corporativismo, al 

dedicar sus recursos en analizar la estructura política (Crossman, 

1982). 

Por sus características y las críticas recibidas de la teoría platónica, 

debemos enumerar los siguientes elementos subyacentes a su contenido: el 

mito del hombre elegido, la aplicación de leyes de selección natural y 

espiritual, la legitimación de un sistema de castas, la prohibición de la 

movilidad social intra-generacional, el machismo, estricto sistema de 

propaganda, la supeditación del sujeto a la comunidad y la ley de la 

evolución espiritual. Con todo ello, se sitúa claramente en una posición de 

opresión del individuo extrema y no han faltado autores que lo han 

reconocido como el primer autor totalitarista y en otros casos, 

comunitarista. Tanto unos como otros, aciertan en apuntalar a Platón como 

un teórico del organicismo. 

4. El liderazgo en las sociedades abiertas y cerradas. 

La literatura de impronta liberal y democrática ha considerado a Platón 

como el primer autor legitimador de las tiranías, mientras que los filósofos 

políticos de izquierda lo clasifican como un defensor del comunitarismo 

primigenio (Ortega, 1979). Por lo que, ambas corrientes coinciden, 

independientemente de críticas positivas y negativas, en resaltar el valor 

que Platón concede a la organización de la ciudad por encima de la 

individualidad de sus integrantes (Popper, 1981). Este proyecto es posible 

porque el autor concibe la consecución de la justicia como el fin último de 

los hombres y del proyecto político en el que se integran. Así, el Estado se 

convierte en una fuente de producción de lo justo y lo bueno, no para el 

sujeto, sino para la colectividad. De lo que se desprende, que la 

metodología historicista de Platón tiene como consecuencia directa una 

visión holística de la politeia. 
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La justicia en Platón tiene un comportamiento autónomo, es decir, un 

ser o elemento son justos porque cumplen unos cánones, pero no se 

establece un punto de referencia para esa justicia. En comparación con el 

liberalismo democrático, Platón no concibe la justicia como la igualdad de 

los ciudadanos ante la norma, la defensa del individualismo y de la vida. En 

esto, la filosofía política del autor no ofrece respuestas a los problemas que 

se planteen en las disputas entre los individuos, ni entre el sujeto y las 

instituciones. No obstante, la respuesta que se ha dado es que los proyectos 

ideales y basados en el racionalismo extremo no conciben determinados 

casos como hipotéticos o posibles en el seno de su organización (Storig, 

1995; AA.VV.). Por ello, la utopía tiene el riesgo de convertirse en el largo 

plazo en un régimen opresor, que independientemente del ideal de justicia, 

no produce una auténtica optimización de las capacidades de desarrollo de 

los seres humanos (Popper, 2002). 

Platón reconoce que lo más oportuno es legislar en función del 

momento y más para el Estado, que para los mismos ciudadanos. Lo que se 

produce de lleno, es una renuncia a cualquier tipo de derecho civil o norma 

que regule las relaciones entre las personas. En cambio, son los sabios y los 

mitos como herramienta de censura los instrumentos por los cuales se 

determina, de manera preventiva la acción de los individuos. Por tanto, no 

habría reglas que regulasen a las personas y éstas no serían sujetos de 

derecho, sino que estarían vinculados a la polis por una suerte de normas 

consuetudinarias (Popper, 1981). Así, éstas dictarían como objetivo de cada 

ciudadano el sometimiento al conjunto de la comunidad y el cumplimiento 

de una serie de deberes para lograr la virtud colectiva, a cambio de escasos 

derechos materiales y efectivos. De hecho, los beneficios que repercuten en 

beneficio de los ciudadanos son de carácter abstracto e inmaterial como la 

“buena vida” y la virtud, aunque no se habla en ningún momento de la 

felicidad. 

En esta línea, es posible aventurar cómo para Platón es más importante 

las normas de las relaciones del sujeto con el conjunto de la comunidad que 

en el seno de ella. Por ello, supone en cierta medida una defensa del 
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derecho político y no civil, produciendo así una fusión entre la comunidad 

civil y política. Así, se crea la sociedad cerrada como una suerte de 

actualización e intento de legitimación de Platón de las antiguas sociedades 

tribales griegas (Popper, 2002), y donde, la doctrina historicista permite 

garantizar el mantenimiento del proyecto político a largo plazo. En esta 

sociedad cerrada, no existe una forma de controlar las relaciones entre los 

sujetos. Así, en la Edad Media son los pactos entre noble y siervo de 

carácter político y no jurídico, los que regulan los vínculos personales. De 

forma que, hasta bien entrado el Estado liberal, se mantenían prácticas 

como la sociedad estamental basada en la costumbre, la servidumbre y las 

disputas privadas entre nobles. Será el liberalismo el que luche contra el 

uso privado de la violencia y la monopolice de forma legítima mediante la 

codificación de normas y sustituyendo la vinculación política con la jurídica 

(Popper, 1981). Es aquí, donde se asienta el origen de las sociedades 

abiertas en su avance hacia estadios de mayor democracia y participación. 

Karl Popper realiza la crítica más voraz contra Platón. De hecho, une la 

metodología historicista de Platón a la de otros autores de corte racionalista 

como Hegel y Marx para descubrir el riesgo hacia el individuo de sus 

proyectos políticos. Para ello, sostiene que la filosofía política de estos 

autores representa la consolidación del organicismo extremo, considerando 

especialmente a Platón un enemigo de la democracia y del pluralismo 

(Popper, 1981). Más tarde, Arendt corroborará esta tesis sobre la polis 

platónica, señalando que es el primer gran ataque contra la institución de la 

ciudadanía (Gil, 2009). Y es que, el aprecio de su teoría política para 

garantizar el poder político por encima del sujeto llevó a que su doctrina, 

tuviese más importancia que la teoría sobre el iusnaturalismo estoico 

(Storig, 1994). Serán posteriormente los autores liberales, quienes 

recuperen los textos estoicos, rescatando el reconocimiento de unos 

primigenios derechos individuales. Por eso, los críticos sostienen que Platón 

elabora un falso iusnaturalismo que rechaza en esencia las necesidades y 

las circunstancias del ser humano (Prior, 2004). Desde la muerte de Platón 

y hasta bien entrado el siglo XIX, la filosofía platónica unida a las 

aportaciones de San Agustín y la teología cristiana, permitirían justificar el 
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sistema feudal y la sociedad estamental. Por ello, no es hasta la 

recuperación de los textos estoicos y la consideración de las personas como 

sujeto de derecho cuando se comienzan a separar comunidad política y civil, 

es decir, identidad política o ideología y pertenencia a una comunidad o 

proyecto político. 

Conforme, el sujeto diferencia su identidad política y su identidad cívica 

se avanza hacia la consideración de la política como un bien de todos a 

través de la representación y la participación. Por ello, la gestión del poder 

deja de ser un monopolio de los sabios, y muchas veces en la práctica, de 

los gobernantes y de una élite reducida para convertirse al alcance de todos 

los miembros de la comunidad, o al menos, como para reducir distancias 

entre gobernantes y gobernados (Popper, 1981). De hecho, la aportación 

platónica supone el inicio del olvido del individuo y de la democracia 

(Samons, 2004). Ésta es la cuestión que se esconde finalmente detrás de 

Platón, no tanto la virtud que llega a tener cierto vacío de contenido en su 

obra, como si la política y la administración son tareas reservadas a un 

grupo reducido de personas o si es un derecho de participación de los 

ciudadanos. 

Conclusiones 

La obra de Platón representa un aporte fundamental para la 

comprensión de la evolución política y social de Occidente. Pese a las duras 

críticas de Popper, Crossman y Arendt; el filósofo ateniense realiza un 

ejercicio intelectual por garantizar la ilustración de los gobernantes. Y por 

ello, no debe desmerecer atención su estudio para entender las instituciones 

políticas de la Edad Media y el Renacimiento. La cuestión está en que Platón 

considera que la justicia es el eje central de la ciudad, y al someter la 

comunidad a una visión holística enfocada hacia la consecución de dicho fin 

produce un abandono del individuo. Por lo que, su mensaje de liberación se 

convierte en un proyecto de esclavitud.  

La fórmula política de Platón representa en su práctica un organicismo 

extremo equiparable a los sistemas fascistas y socialistas. Por lo que, es 

 496 



Innovaciones en la sociedad del riesgo 

importante resaltar dos elementos comunes entre estas ideologías. Por un 

lado, el recurso a una metodología historicista que estudia la evolución de la 

comunidad hacia la consecución de un bien de carácter colectivo (virtud, 

pureza racial, dictadura del proletariado, etc.). Por otro lado, la profunda 

labor de homogeneización política y social a la que se somete el individuo, 

llegando a cometer barbaries que dañan la integridad física y moral del 

sujeto. 

Asimismo, las doctrinas neoconservadoras realizan una reinterpretación 

de Platón para apostar por fórmulas corporativistas. Lo que pone en 

evidencia, como en el actual panorama de crisis el principio de 

representación política, entra en juego la dicotomía entre monopolio del 

poder político y distribución de la participación política entre los ciudadanos. 

De hecho, se pone en relación la formación del filósofo-rey con el ideal de 

político que se persigue, cada vez más con un carácter tecnocrático que 

esté avalado por una preparación y especialización profunda. Lo que en 

muchos casos, lleva al riesgo del olvido de las ideas. Y es aquí, donde más 

debe reseñarse el riesgo de las doctrinas que exigen un requisito 

determinado al gobernante. 
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externalidades sociales de las infraestructuras 

de transporte de gran capacidad. 
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Universidad de Castilla-La Mancha.  

Introducción 

El presente trabajo tiene por objeto analizar si las externalidades o 

costes externos de las infraestructuras y el transporte sobre los habitantes y 

sus territorios, quedaron contemplados como parte de un complejo plan de 

transferencias de rentas sociales, medio ambientales y económicas, que 

debían aportar las trabajadoras y trabajadores a la banca, constructoras de 

obra civil y proveedores de bienes de equipos. En otra dirección, también 

debe contemplarse si estas externalidades fueron ignoradas por los 

responsables de decidir adoptar las nuevas infraestructuras de gran 

capacidad -autovías, ferrocarriles de alta velocidad y aeropuertos-, por su 

desconocimiento de temas centrales de las ciencias sociales.  

No es objeto del estudio realizar un inventario de los exuberantes 

planes que las distintas administraciones han promocionado. Nuestra 

atención se centrará en los elementos que, desde la óptica de las ciencias 

sociales, deberían haberse estimado en el proceso de toma de decisiones y 

cómo, su falta de consideración o su deliberado menosprecio para favorecer 

a determinados grupos, han producido externalidades decisivas sobre los 

habitantes de España. Antes de avanzar en nuestros argumentos, es 

necesario advertir que no puede, ni debe realizarse una división estricta 

entre daños medioambientales, a las personas y económicos, porque desde 

una perspectiva social los tres elementos están integrados.  
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En otro orden de cosas, dada la extensión limitada de este trabajo, 

tampoco se pretende dar cuenta exhaustiva de cómo las nuevas 

infraestructuras han repercutido en la estratificación social, ni de las tácticas 

más o menos creativas que han tenido por objeto de financiarlas. 

Simplemente, a modo de ensayo, esbozaremos algunas líneas para 

posteriores investigaciones. 

El trabajo se estructura de la siguiente forma. Después de esta 

introducción, se definen qué son externalidades o costes externos del 

transporte. El tercer punto tiene por objeto mostrar cómo se ha construido 

el discurso dominante sobre las infraestructuras de transporte, frente a los 

que habían sido considerados bienes preferentes en la sociedad española -

educación y protección social-. Continúa el texto con el núcleo del ensayo; si 

bien, estos puntos son, tal y como han quedado avisados los lectores, a 

modo de unas notas breves sobre de qué forma se dispusieron los medios 

públicos al servicio de este tipo de bienes, los artificios empleados para 

financiar las infraestructuras y la repercusión de las externalidades en la 

sociedad española. Concluye el trabajo con reflexiones sobre los 

acontecimientos que se están desarrollando, mientras se redacta el escrito 

presente. 

2. Las externalidades de las infraestructuras y el transporte en 
España 

Bajo el concepto de externalidades o costes externos del transporte se 

recogen los perjuicios sobre los agentes ambientales y sociales que no son 

establecidos por los mecanismos de mercado para compensar o corregir 

suficientemente las pérdidas en los seres humanos, la naturaleza y, en las 

sociedades de mercado, en la capacidad de adquirir o de recibir 

transferencias de bienes y servicios por los ciudadanos (Rothergatter, 

2009). Desde la economía liberal ortodoxa, preconizada por la Unión 

Europea, los costes externos deben ser “internalizados”. Es decir, deben ser 

repercutidos como costes reales de precios en el mercado para facilitar la 

competencia perfecta y, en este sentido, deben intervenir los Estados como 

reguladores estableciendo impuestos para corregir los fallos del mercado y 
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subsidios para compensar a los afectados y, de este modo, internalizar las 

externalidades (Pigou, 2009). Ahora bien, los daños y las correcciones que 

deberían realizar las administraciones son discutibles. 

Tras la firma de los protocolos de Kyoto (1997), el tema de las 

externalidades disfrutó de una literatura centrada en los factores 

medioambientales para derivar a definir, casi exclusivamente, los costes 

económicos indirectos producidos por cada medio de transporte con el 

propósito de estimular la competitividad. Salvo alguna referencia, las 

ciencias sociales quedaron poscristas en este debate, porque con obsesión 

se insistió desde la ideología dominante que todos los territorios y sus 

habitantes serían favorecidos por los programas de construcciones 

alentados desde la Unión Europea.  

3. La construcción de la ideología dominante de las infraestructuras 
de transporte como bienes preferentes de la sociedad española 

A fines del pasado milenio, Bauman constató que, en las sociedades de 

consumo de masas, la movilidad es un objeto de deseo vinculado a lo que 

en estas sociedades occidentales se ha denominado “crecimiento”. Un 

peculiar modelo de vida caracterizado por el empleo desproporcionado de 

recursos ambientales, energéticos y, en sintonía con el ideario capitalista, de 

dinero. Asimismo, y esto es lo más importante, conforme con el sociólogo 

polaco el grado de movilidad de las personas está relacionado con el lugar 

ocupado en la estratificación social, que traza dos segmentos diferenciados. 

Por una parte, la clase social alta disfruta de una elevada movilidad 

deseada, y, por otra parte, aquellos que apenas se desplazan de su lugar de 

residencia o solo para satisfacer las necesidades consideradas como básicas 

(Bauman, 2003).  

En coincidencia temporal con los estudios de Bauman, el gobierno 

español acepta los criterios de convergencia del Tratado de Maastricht. 

Explícitamente, con la adhesión al euro, se eliminan las fluctuaciones de 

cambio entre monedas, se reducen la inflación y los tipos de interés, y, 

sobre todo, deben quedar controlados el déficit y la deuda pública. Es a 

partir de este momento, cuando en España se inicia una dicotomía sobre la 
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asignación de recursos públicos. Desde los poderes políticos y económicos, 

se cuestionan las partidas presupuestarias del “estado de bienestar”: la 

educación y las que se acogen bajo el nombre de protección social -salud, 

discapacidad, pensiones, políticas de familia, infancia y vejez, desempleo, 

vivienda y exclusión social- (Eurostat; Manuel; Sespros, 2008). Para estos 

poderes, comprometidos en rebajas fiscales, el hecho que la dotación de 

estos recursos fundamentales para el conjunto de la ciudadanía proceda, en 

buena medida, de la recaudación vía impuestos de las administraciones 

colisiona con su proyecto de crecimiento económico. En consecuencia, 

desde las instancias políticas y económicas se impone una corriente de 

opinión que caracteriza a la educación y a la protección social como “gastos 

sociales”, sin retorno a la comunidad y las atribuye ineficiencia, subida de 

los impuestos y déficit del sector público. Por otra parte, son esos mismos 

poderes los que orientan a la sociedad española a valorar las 

infraestructuras de transporte como “bienes preferentes”. Es decir, aquellos 

caracterizados por su naturaleza escasa y necesaria para impulsar la 

economía del país, la cohesión social y, al final del proceso, fomentar la 

equidad.  

Para legitimar esta inflexión en las políticas, los gobiernos acuñaron un 

ideario extremadamente sencillo: trasladar a la opinión pública menores 

tiempos de viaje y “revalorizaciones” urbanísticas. Ventajas de las que, 

supuestamente, se beneficiarían todos, en su condición de demandantes de 

movilidad o, en su caso, como propietarios de viviendas. Estos argumentos, 

calan profundamente en buena parte de los españoles y consiguieron 

justificar el intervencionismo del sector público como provisor de 

infraestructuras. 

Ahora bien, el modelo desarrollista por el que comenzó a apostarse 

desde estas fechas se dirige a potenciar selectivamente a los segmentos 

sociales superiores y a una serie de sectores que, desde el punto de vista 

del liberalismo, se consideran estratégicos para la generación de empleo y 

riqueza, singularmente, la construcción de viviendas, las obras públicas, el 

turismo de gama alta y, para financiar estas actividades, las entidades de 
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banca. Es evidente que, estos ámbitos de la actividad económica precisan 

infraestructuras de gran capacidad para posibilitar una movilidad “forzada”, 

pero “deseada”, a las segundas viviendas, playas, complejos de ocio o para 

facilitar los negocios. Por tanto, las políticas del gobierno español 

comenzaron a priorizar la movilidad rápida del estrato social con gran poder 

adquisitivo porque, en coherencia con sus doctrinas, estos desplazamientos 

conceden un “valor añadido” a la economía de mercado respecto a las 

trabajadoras y trabajadores que, como “viajeros cautivos” -en el lenguaje 

técnico del transporte-, deben desplazarse todos los días a su empleo o 

para satisfacer necesidades básicas. 

Llegados a este punto podemos caracterizar a los beneficiarios de las 

políticas de transporte: son muy pocos, de alto poder adquisitivo, la 

mayoría varones de raza blanca y habitan en grandes ciudades. También, 

debe precisarse que en el cambio de milenio, hito de inflexión de las 

políticas de transporte en España, un país geográfica y económicamente 

periférico en Europa, las infraestructuras de transporte eran superiores a los 

Estados que podían ser nuestra referencia por Producto Interior Bruto, 

demografía y extensión: Italia, Francia, Alemania y Reino Unido. Además, 

mientras la Europa de los 15 destinaba en 2000 el 27,2% del PIB a 

protección social -los verdaderos “bienes preferentes” del estado de 

bienestar-, España, únicamente, el 19,1%, ocupando los últimos puestos 

junto a los “países rescatados”: Grecia, Irlanda y Portugal.  

4. Los medios públicos a servicio de las infraestructas de gran 
capacidad 

A la hora de impulsar el cuantioso programa de obras civiles españolas, 

debemos suponer que los dirigentes del momento estaban documentados 

por el tantas veces citado Informe Sactra (1999), del comité independiente 

asesor del Secretario de Estado británico de transportes, que mostraba la 

modesta repercusión de las infraestructuras sobre la economía (Standing; 

Advisory; Committee on Trunk Road Assessement, 1999). Al mismo tiempo, 

más concluyentes que los estudios era la realidad. La azarosa aventura 

financiera del Eurotunnel hasta su apertura en 1994 y, sobre todo, la 
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desviación entre el tráfico previsto entre el Reino Unido y el continente, casi 

5 veces menos en viajeros y 10 veces menos en mercancías, evidenció que 

una empresa privada no podía asumir los gastos de la construcción y 

conseguir beneficios una vez abierta a los tráficos. Coherente con sus 

postulados liberales, Margaret Thatcher se mostró contraria a dotar con 

fondos públicos a la empresa privada del Eurotúnel (Groupe Eurotunnel, 

2011).  

Debe suponerse el desconocimiento de los dirigentes de nuestro país en 

estos y otros temas centrales a la hora de adoptar decisiones sobre los 

fondos públicos, pero, también, debe considerarse que pudieran ocultar 

datos de forma deliberada. Como se ha evidenciado en recientes estudios y 

en los resultados de explotación, antes de ser aprobadas las 

infraestructuras abiertas al tráfico o en ejecución no fueron sometidas a 

estudios de demanda, de análisis coste-beneficio, reiteran relaciones 

existentes sin tráfico alguno y carecieron de investigaciones sociales para 

conocer cómo repercutirían sobre las comunidades (Bel, 2010). Eso sí, 

durante la última década, se experimentó cualquier tipo de método para 

lograr construir. El campo de pruebas de los fabulosos planes fue la 

Comunidad de Madrid, presidida por Ruiz Gallardón, justificándose las 

infraestructuras en los efectos multiplicadores que, supuestamente, podían 

generar en un territorio densamente poblado, con elevada capacidad 

económica y factible para una compleja economía de escalas: nuevos 

aprovechamientos urbanísticos, grandes centros empresariales, parques de 

ocio, hoteles... La primera decisión fue errónea. En vez de elegir mejorar la 

red ferroviaria de cercanías, se confió tender una tupida red de autopistas 

de peaje, las llamadas “radiales madrileñas”, concedidas en 1999 y que, 

desde su estreno, constituyen un rotundo fracaso. Para cualquier 

observador, estas “radiales” no precisaban estudios de demanda. Debido a 

que el poder adquisitivo de los desplazados de la villa a los extrarradios, por 

los fortísimos precios de la vivienda, hacía imposible que, además, pagasen 

un precio nada económico por acceder en coche a sus trabajos. 

Definitivamente, como en todos estos “negocios privados”, las 

administraciones han acudido a su socorro. Junto a distintos beneficios 
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promocionados por el gobierno liberal de Esperanza Aguirre, hasta el 

momento los presupuestos generales del Estado han dotado a las 

concesionarias de 450 millones de euros en compensación por el 

“elevadísimo sobre coste de las expropiaciones (Bel, 2010). 

Al mismo tiempo, que el anterior fiasco, comenzó a ensayarse con la 

fórmula público-privada -public private partnership (PPP)-. Si bien, es 

necesario advertir que, al menos en esta experiencia, los grupos inversores 

de la parte privada albergaban mínimos riesgos, al estar avalados por la caja 

de ahorros y el patrimonio de la región madrileña. No parece que hubiese 

mucho cuidado a la hora de planificar de cara a la ciudadanía, porque los 

resultados de explotación del metro Vicálvaro-Arganda (1999) y del 

ferrocarril Pinto-San Martín de la Vega (2000)- son muy deficitarios. En el 

primer caso, el metro estaba vinculado a una operación urbanística y, en el 

segundo, la línea ferroviaria tenía por único fin facilitar el acceso a un parque 

de atracciones de una transnacional americana, donde también se habían 

comprometido Caja Madrid y la Comunidad de Madrid con fortísimas 

pérdidas. Este modelo de cobertura de las inversiones privadas por las 

administraciones públicas y las entidades de ahorro controladas por los 

gobiernos regionales, adquirió tal entidad en otras partes del Estado que su 

enumeración excede la capacidad de este texto. Simplemente quede el 

apunte que estas prácticas especulativas para facilitar intereses espurios han 

podido ser decisivas para el rescate de varias cajas de ahorros con dinero de 

todos y, una vez saneadas, para la entrada de capital privado.  

Por otra parte, a instancias del entonces ministro de Obras Públicas 

Álvarez Cascos, en 2000 fue promulgado un generoso Plan de 

Infraestructuras de Transporte (PIT) que pretendía cubrir en un plazo de 

siete años todo el territorio español con nuevas dotaciones. En apoyo al PIT 

del gobierno Aznar, la Comisaria Europea de Transporte Loyola de Palacio 

promovió la llamada Lista de Essen (2001), que contemplaba un gasto de 

66.485 millones de euros para trenes de alta velocidad, de los cuales 

aproximadamente la mitad pertenecían a proyectos de nuestro país 

(Comisión de las Comunidades Europeas, 2002). Evidentemente, estas 
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cifras desataron la euforia; sin embargo, ante la ciudadanía, de manera 

deliberada se ocultaron una serie de datos relevantes. El más importante, 

sin duda, que la financiación de la Unión Europea era muy limitada y, en 

consecuencia, debía recurrirse a la deuda y el déficit públicos para abordar 

las construcciones. 

Entre los muchos modos creativos para implantar el programa de 

infraestructuras se recurrió a los “peajes en la sombra”. Mediante este 

procedimiento, las empresas privadas realizan las obras y las 

administraciones, con los impuestos de todos, van pagando a largo plazo sin 

que a corto suponga un desembolso considerable, aunque su uso sea ínfimo 

como el caso de la M-45 madrileña. Conforme con las expertas y expertos, 

el coste total de este tipo de contratos es más alto que la financiación 

tradicional y, además, debería darse más transparencia en las cuentas de 

las administraciones públicas a este tipo de pagos (Pina y Torres, 2004). 

También, para favorecer a grupos privados, se recurrió a prolongar la 

concesión de algunas autovías y, para estimular el tráfico por las mismas, a 

no implementar la Directiva 2003/448 sobre el transporte por carretera que 

impone una tasa por kilómetro recorrido a los camiones de gran tonelaje 

por sus fuertes externalidades. Con esta inobservancia, por las continuas 

demandas proteccionistas de las organizaciones empresariales de transporte 

de mercancías por carretera, se subvenciona de forma indirecta el tráfico 

por neumáticos. Incluso, tras la huelga de 2008, este sector ha recibido 

más ayudas del Estado. Definitivamente, en la actualidad, se realizan 

prácticas de dumping social a favor del estrato más rico mediante la 

subvención a los billetes de trenes de alta velocidad y a las compañías 

aéreas de low-cost, porque conforme con la legislación europea deberían 

operar en régimen de competencia sin ayudas, ya que carecen de interés 

público (Rus y Román, 2006; Albalate; Bel, 2011). Pese a sus mínimos 

usuarios, todavía, desde algunos grupos de interés, se hace una encendida 

defensa de un considerable número de estaciones deslocalizadas de áreas 

urbanas y de aeropuertos, que no registran casi tráficos. 
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Sin embargo, el artificio casi oculto y más importante, por sus actuales 

consecuencias sobre las cuentas públicas, es la creación de las entidades 

públicas empresariales (Ley 33/2003 de Patrimonio de las Administraciones 

Públicas), con la que se concede un carácter comercial a organismos que 

antes tenían la condición de prestadores de servicio público y se pone las 

bases para la privatización de empresas públicas dotadas con bienes 

satisfechos por todos los ciudadanos. Aeropuertos Españoles y Navegación 

Aérea (AENA), Administrador de Infraestructuras Ferroviarias (ADIF), 

Puertos del Estado y Renfe Operadora son las entidades públicas 

empresariales que gestiona el gobierno central, en proceso de privatización, 

y cuyos resultados económicos se reflejan mediante el concepto de 

beneficio bruto de explotación o EBITDA (Earnings Before Interest, Taxes, 

Depreciation, and Amortization). Esta posibilidad, autorizada por la Unión 

Europea sobre las normas contables nacionales, tiene por objetivo mostrar 

los resultados exclusivamente relacionados con la explotación del negocio. 

Así, se desechan, selectivamente, importantes partidas: interest and 

amortization, las deudas y cargas financieras y depreciation, los bienes 

inmuebles y de equipo. Precisamente, al obviarse en la contabilidad ante la 

opinión pública; aunque no en los desembolsos finales que deben hacerse a 

las empresas, las partidas que excluyen los interest, amortization and 

depreciation, correspondientes a los beneficios de la banca, constructoras y 

auxiliares de obra civil y multinacionales de bienes de equipo, se legitima 

ante la ciudadanía las bondades de las infraestructuras y puede gastarse en 

estos llamados “bienes preferenciales”.  

5. La repercusión de las externalidades en la sociedad española: 
unas breves notas 

Las más conocidas y las primeras definidas como externalidades son las 

derivadas de los gases de efecto invernadero que causan el calentamiento 

global del planeta. A fines de 1997 los Estados firmantes del protocolo de 

Kyoto adquirieron el compromiso de reducir al menos un 5 % las emisiones 

de monóxido de carbono CO2 desde 1990, año considerado como base de 

cálculo de las emisiones, al periodo 2008-2012. Un objetivo formalmente 

deseado por las europeas y europeos, pero incumplido por los incrementos 
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de España (40 %), seguida por Portugal (30 %), Irlanda (21 %) y Grecia 

(19 %) (EUROSTAT EUROPEAN COMMISSION: 2010).  

De este quebranto ambiental, la mayor responsabilidad recae en el 

transporte como emisor del 24% del total de CO2 en la Unión Europea 

(European Enviremental Agency, 2008). Avaladas las infraestructuras en 

España por su necesidad imperiosa y sus bondades intrínsecas, en nuestro 

país se eludió debatir acerca de este o de cualquier otro tipo de problema 

medioambiental que pudiera plantearse: daños en espacios protegidos, 

pérdidas de masas forestales, cambios en el paisaje, alteración de las 

corrientes naturales de agua y acuíferos contaminados, efectos barrera 

entre hábitats humanos y animales, alteración de la biodiversidad, 

descomunales gastos energéticos dedicados a la construcción.  

Sin embargo, la reducción de los gases de efecto invernadero y otras 

preocupaciones ambientalistas hay que situarlas en el principio central de la 

política común europea de facilitar la competencia, porque diversas 

investigaciones señalan que los costes externos ambientales y en seguridad 

del transporte representan un coste superior al 7% del Producto Interior 

Bruto del grupo de los 15 de los estados miembros de la Unión Europea 

(Entre algunas: Infras/WW (2000) e Infras/WW (2004). En este sentido, 

mediada la década de los noventa, la Comisión de la Comunidades Europeas 

publicó el Green Paper con el objetivo de determinar unas tarifas equitativas 

y eficaces en el transporte que contemplasen la internalización de los costes 

externos en los países europeos y, de este modo, potenciar la liberalización 

de los servicios y la competitividad entre los distintos medios de transporte. 

Un propósito, como hemos visto, desatendido en España (Comisión de las 

Comunidades Europeas, 1995). 

Pero, casi nadie recuerda que el acuerdo de Kyoto también incluía 

limitar otros agentes agresivos contra las personas. Entre ellos son muy 

dañinas para la salud las partículas atmosféricas PM10 -conocidas en su 

tiempo como el “killer smog” londinense-. Estas micro partículas, generadas 

por los vehículos a motor, industrias químicas, cementeras…, penetran en 

los alvéolos pulmonares y son, en gran medida, responsables de la 

 508 



Innovaciones en la sociedad del riesgo 

enfermedad pulmonar obstructiva crónica (EPOC), que causa miles de 

muertos cada año en Europa y cuya repercusión en las grandes ciudades 

españolas es un tema tabú (Bergendorff y Halder, 2004; Whittaker, Berube, 

Jones, Maynard y Richards, 2004). 

En estrecha relación con el tema anterior, nuestro país sigue padeciendo 

una excesiva dependencia de los combustibles fósiles, porque no se ha 

realizado una previsión estratégica sobre la conocida hipótesis del “peak 

oil”, que sostiene la escasez de los carburantes a medio plazo y un 

constante incremento de su precio, sin disponerse de sustitutivos 

(Fernández Durán, 2011). Como una aproximación inicial a los problemas 

ambientales, desde las ciencias sociales podemos sostener que, en nuestro 

país, estos temas no transcienden más allá de los grupos ecologistas, 

porque los poderes políticos y económicos han minimizado u obviado las 

secuelas de estas externalidades sobre las “victimas” que, además, han 

tenido que asumir abultados costes. 

Tampoco, hay gran interés en conocer cómo están repercutiendo las 

infraestructuras sobre las personas y la ordenación del territorio. Es cierto 

que, disponemos de varios estudios para dar cuenta de las diferencias entre 

las pautas de movilidad de mujeres y hombres (Díaz Muñoz; Sabaté Martínez 

y Rodríguez Moya, 1995; Boyano Sotillo, 2011). Y desde una perspectiva de 

género no es necesario recordar que las españolas soportan menores tasas 

de actividad, estabilidad laboral, salarios y poder respecto a los varones, que 

limitan su acceso al automóvil -definido, en las sociedades de consumo, como 

el medio universal de desplazamiento-. Si seguimos profundizando en la 

movilidad, como proceso relacionado con la estratificación social, podemos 

concluir que los segmentos más desfavorecidos: pobres, mujeres, precarias, 

paradas, jóvenes, mayores e inmigrantes, son los que tienen menos 

posibilidades para acceder a las ventajas de las nuevas infraestructuras, por 

el fuerte precio a satisfacer para hacer uso de las mismas (Ramos Pérez, 

2008).  

Es indudable que, el obsesivo énfasis en la velocidad está contribuyendo 

decisivamente a generar desequilibrios territoriales en buena parte del país. 
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Al minimizarse las paradas de los nuevos medios -autopistas que eluden el 

paso por los pueblos o trenes sin o con escasas detenciones intermedias-, 

las poblaciones menores pierden las posibilidades que disponían 

anteriormente. Sus establecimientos no atienden a los automovilistas o los 

trenes atraviesan con celeridad sus términos sin ofrecer servicio de viajeros 

y mercancías. También, es conocido por las estudiosas y estudiosos del 

transporte, desde hace mucho tiempo, que la movilidad es centrípeta. Las 

grandes localidades, al ofrecer más oportunidades, son atractoras para que 

las personas de las pequeñas puedan satisfacer sus necesidades de bienes y 

servicios. Este llamado “efecto túnel”, facilita que se pueda acceder más 

fácilmente a destino y, también, que el retorno sea más rápido a su origen, 

limitándose el número de pernoctaciones en destino (Gutiérrez Puebla, 

2005). Solo las ciudades que consiguen presentar un amplio conjunto de 

atractivos pueden retener a los cada vez más veloces usuarios de las 

flamantes infraestructuras.  

Respecto al valor de las viviendas, recordemos que en la ideología 

legitimadora de las nuevas infraestructuras se anunció que todos se verían 

favorecidos por la “revalorización” de sus viviendas. Como no puede 

obviarse que, la mayoría de las personas solo disponen de un inmueble, si 

hubiesen decidido materializar ese “sobreprecio” se hubiesen encontrado que 

la vivienda a comprar también habría aumentado su valor y, por tanto, la 

llamada revaloración de su antigua casa estaría neutralizada. Por tanto, el 

anuncio de la llegada de infraestructuras de gran capacidad, contribuyó 

decisivamente a la llamada “burbuja inmobiliaria”. Una subida artificial de los 

precios de un bien básico que ha generado, con especial incidencia, a los 

jóvenes una barrera para el acceso a su primera casa. En definitiva, este 

aumento falso y efímero de la vivienda solo ha beneficiado a los 

constructores y a los segmentos pudientes que eran propietarios de más de 

una residencia y que especularon con este bien. Por el contrario, ha 

perjudicado seriamente a las personas con menor poder adquisitivo, porque 

no pudieron adquirir una vivienda o ésta, en la actualidad, se ha visto 

minusvalorada mientras tienen que afrontar una hipoteca, cuyos intereses 

están aumentando.  
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El texto continúa con algunas reflexiones sobre cómo están 

repercutiendo las infraestructuras y sus externalidades en el mercado 

laboral. Es evidente que, una vez agotados los presupuestos públicos en 

estas colosales obras y comprometidas ingentes cantidades en su 

financiación y en el mantenimiento de los servicios, el discurso dominante 

de los gobiernos liberales, grandes empresas y del segmento más 

favorecido de la sociedad ha puesto su énfasis en la reducción del llamado 

gasto público, fundamentalmente, en los llamados costes del factor 

humano. Frente a estos postulados liberales, es necesario recordar que la 

posición en el mercado laboral está determinada por criterios de herencia o 

adscriptivos: clase social, sexo, etnia, edad, cultura... y, solo con 

posterioridad y bajo estos condicionantes, por criterios de mérito o 

competencia. De este modo, tradicionalmente, se ha generado un mercado 

laboral segmentado que, en sus principales rasgos, caracterizamos a 

continuación. 

Por una parte, el llamado mercado primario compuesto por los 

asalariados más cualificados, con elevados salarios, buenas condiciones de 

trabajo y organizados en sindicatos que, en este mismo momento, están 

siendo caracterizados por la ideología dominante como privilegiados y 

sufren rebajas de sueldos e incrementos de su productividad, con la 

conocida sentencia “trabajar más y cobrar menos”. Por otra parte, una vez 

firmado el Tratado de Lisboa el propósito central de la política común 

europea se ha dirigido a extender las condiciones del mercado secundario 

de trabajo -empleo inestable y mal pagado-, hasta el momento, formado 

por mujeres, jóvenes e inmigrantes. El objetivo es generalizar la 

desregularización laboral sobre la teoría del minimun wage -el salario más 

bajo al que las trabajadoras y trabajadores pueden vender su fuerza laboral 

en la región donde son extraídas las materias primas, elaboradas las 

manufacturas u ofrecidos los servicios-. Una decisión coherente con la “iron 

law of wages” de Ricardo que, conforme a la ley de los rendimientos 

decrecientes, propugna bajar los salarios hasta el nivel de subsistencia. 

También, el liberalismo favorece la flexiseguridad, que significa vincular los 

contratos, las jornadas, las cargas de trabajo y las retribuciones, al interés 
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de las empresas y, en consecuencia, subordinar a las trabajadoras y 

trabajadores a sus necesidades de producción de bienes y servicios. Y, en 

esta misma línea, en la actualidad se promueven programas de 

“emprendedores” para convertir el empleo en “trabajo por cuenta propia” y, 

así, lograr que las autónomas y autónomos internalicen en su totalidad los 

costes de producción o, como alternativa, presten servicios a modo de 

subcontratatas para las entidades de mayor peso. Si bien, esta opción se 

presenta disonante con las crecientes demandas de seguridad y, al fin al 

cabo, de protección social en todos los aspectos que plantean las personas 

en la “sociedad del riesgo”. Con la descripción de estos planes queda 

expuesto que, mientras las empresas privadas obtienen plusvalías 

espectaculares, el capitalismo globalizado empobrece a las personas al 

institucionalizar el trabajo precario en cualquiera de sus formas como medio 

de incrementar la productividad y reducir los costes, sin contemplar que el 

deterioro de las relaciones laborales lleva inexorablemente a mayor 

desigualdad y, en la terminología del liberalismo, a mayores costes sociales. 

Por último, se aventura la hipótesis, para un próximo estudio, que estas 

externalidades medioambientales, sociales y, definitivamente, económicas, 

provocadas por las políticas desarrollistas también son responsables, en 

alguna medida, de la creciente desigualdad en nuestro país. Conforme al 

índice de Gini que mide la distribución de la riqueza estableciendo una 

relación entre el quintil superior e inferior de las rentas nacionales, España 

aumentó en este índice de desigualdad de 5,4 (2000) a 6 (2009), mientras 

que, en esta última fecha, el indicador era de 4,9 como media en los 27 

estados de la Unión Europea y en Francia (4,4), Alemania (4,5), Italia (5,2) 

y Reino Unido (5,2) (Eurostat, 2011). 

Conclusiones 

La investigación ha pretendido revisar algunos aspectos de las 

externalidades de las infraestructuras y se ha interrogado sobre el 

conocimiento que sobre las mismas tenían o deberían haber tenido los 

dirigentes españoles. La primera de las conclusiones a apuntar es la 

contradicción de los gobiernos que, imbuidos de doctrinas liberales, en vez 
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de estimular la competencia subvencionan selectiva y generosamente a un 

conglomerado de grandes empresas, subordinando sus actuaciones y los 

fondos públicos al éxito de estos inversores privados. No menos importante, 

y este es el segundo resultado del trabajo, es recordar que el eje central del 

programa del liberalismo de reducir impuestos ha sido incumplido y, 

asimismo, como fruto de sus políticas en el texto se apunta que ha 

precipitado la llamada crisis fiscal del Estado, precarizando las condiciones 

laborales y profundizado en la desigualdad en la distribución de la riqueza. 

Circunstancias que, en el momento presente, han forzado un pacto entre los 

partidos políticos mayoritarios españoles con el fin de limitar el déficit que 

conducirá, con verosimilitud, a recortes en las dotaciones de educación y 

protección social, porque durante muchos años se priorizará el pago de la 

deuda que, en buena medida, ha sido provocada por las infraestructuras y 

sus externalidades medioambientales, sociales y, definitivamente, 

económicas. 

 

En conclusión, las infraestructuras de alta capacidad favorecen de forma 

selectiva a determinados sectores de la actividad económica y realizan 

transferencias de renta a las clases más elevadas. Además, en parte, son 

responsables de haber generado un fortísimo déficit público, de deteriorar 

las condiciones laborales, de aumentar la desigualdad de la distribución de 

la renta y de comprometer la existencia misma del estado de bienestar, al 

detraer por el pago de la deuda recursos a los servicios esenciales -

educación y protección social- que tienen efectos compensadores de renta 

en el conjunto de la ciudadanía. 
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Ideas para rescatar a la política: pensamiento 

ampliado y juicio en Hannah Arendt. 

José Francisco Jiménez Díaz.  

Universidad Pablo de Olavide. 

Resumen 

Este trabajo estudia las relaciones entre pensamiento ampliado y juicio 

político desde la Teoría Política de Hannah Arendt (1906-1975). El concepto 

de “mentalidad extendida” o “pensamiento ampliado” merece especial 

atención, pues contribuye a recuperar una disposición básica para formar el 

juicio político en el cambiante y fugaz mundo de la política. Hannah Arendt, 

después de vivir las traumáticas experiencias de las dos guerras mundiales 

en el siglo XX, propuso un dispositivo para la acción política que asegurara 

el diálogo y el buen entendimiento entre los diversos ciudadanos de un 

mundo cada vez más complejo. De este modo, Arendt piensa que en la 

acción política se requiere de un juicio práctico que tenga en cuenta los 

puntos de vista de los otros; sus diversas tradiciones, ideas, intereses y 

expectativas. Sólo en este contexto de libertad y de buen entendimiento, 

que excluye toda violencia y amenaza, puede tener sentido la política. Los 

juicios políticos fundados en las escuchas efectivas de los otros ciudadanos 

pueden ser la base del buen gobierno. En definitiva, si gobernantes y 

gobernados logran incorporar el referido juicio práctico, considerando 

intereses a largo plazo y el bien común, quizá puedan rehabilitar el sentido 

originario de la política y establecer lazos recíprocos para mejorar la calidad 

de las democracias liberales. 

Introducción: de las crisis de la política al desencanto ciudadano 

Decir que la política en los tiempos presentes vive una crisis profunda 

no es algo nuevo. Se pueden observar múltiples periodos históricos en que 
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eso ha sucedido de forma persistente. Sin retroceder más allá del siglo XX, 

se observan varios periodos de crisis en el mundo político occidental. Así 

entre los años 1914 y 1945 se produjo en Europa y en buena parte del 

mundo lo que Hobsbawm (1998) llamara la “era de las catástrofes”. Era en 

la que se producen las mayores guerras de la historia, se proscriben los 

principios básicos de la Ilustración y del liberalismo político, al tiempo que 

se vive la “quiebra de las democracias” (Linz y Stepan, 1978) y el desarrollo 

de los totalitarismos en países como Alemania, España, Italia, URSS, etc.  

Después de un periodo de relativa estabilidad política en las sociedades 

occidentales (1945-1960), se empezó a hablar del “fin de las ideologías y 

del agotamiento de las ideas políticas” (Bell, 1960). Una década más tarde, 

se puso de relieve la “crisis del Estado de bienestar” como consecuencia de 

importantes cambios socioeconómicos y políticos, así como de notables 

contradicciones en dicho estado. Y en los últimos años del siglo XX, se 

identificó una profunda “crisis de la democracia representativa” (Bobbio, 

1994; De Vega, 1996; Cansino, 2000).  

En pleno siglo XXI se muestra la crisis de la política (Alonso, 2010), así 

como una crisis global de legitimidad política (Castells, 2009). Crisis debidas 

a dos factores básicos. Por un lado, al alto grado de percepción ciudadana 

de corrupción en las instituciones políticas; y por otro, a los escasamente 

regulados procesos de globalización económica y financiera. En realidad los 

poderes económicos nacionales y las grandes corporaciones multinacionales 

tienen más poder de decisión que los propios gobiernos nacionales a la hora 

de decidir sobre el destino de sus ciudadanos. La política nacional se torna 

incapaz de regular los conflictos presentes en favor de la mayoría de la 

gente. Así, se ha argumentado que: “Lo que vemos hoy en las dos orillas 

del Atlántico es una perversión de la democracia […] Se trata de una política 

hipersensible al dinero, los intereses especiales, las campañas mediáticas, 

los grupos de presión […] No es casualidad que Washington y Bruselas 

rivalicen en ser el paraíso del lobbista. Lo que mejor hacen estas dos 

inmensas y distintas entidades políticas, la UE y Estados Unidos, es sumar 
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intereses particulares y apaciguar a todos los que es posible apaciguar en 

un momento dado” (Ash, 2011).  

Quizá como resultado de esta situación, así como de la incapacidad de 

las clases políticas nacionales para acordar políticas de Estado a largo plazo 

y basadas en el interés común, en la España actual “la clase política” se 

torna en el tercer problema para los ciudadanos, según los últimos 

barómetros del Centro de Investigaciones Sociológicas; y los líderes y los 

partidos políticos suscitan la menor confianza de entre todas las 

instituciones del Estado (Lobera, 2011). Estos hechos son inéditos en la 

joven democracia española, en la que se constata una profunda crisis de 

confianza en las instituciones políticas y en sus dirigentes. Así lo demuestra, 

por ejemplo, el movimiento social 15-M que reclama una “democracia real”, 

a la vista de los graves problemas que aquejan al sistema político y 

económico español. Además, diversos estudios confirman que “una mayoría 

de ciudadanos del mundo no confía en sus gobiernos ni en sus parlamentos 

y un grupo aún mayor de ciudadanos desprecia a los políticos y a los 

partidos y cree que su gobierno no representa la voluntad popular” 

(Castells, 2009:376). Todo ello puede conllevar una ruptura global de las 

tradiciones políticas democráticas que tantos esfuerzos supusieron para los 

ciudadanos de gran parte del mundo. 

A partir del nuevo escenario de crisis global de la política, aquí me 

propongo reflexionar sobre dos ideas políticas desarrolladas por la 

pensadora Hannah Arendt. Sus ideas sobre el pensamiento ampliado y el 

juicio político pueden ser provechosas para recuperar el originario y digno 

sentido de la política (una palabra muchas veces asociada con la mala 

praxis de algunos políticos), así como para mejorar la calidad del espacio y 

vida pública de las democracias liberales que parecen vivir sus momentos 

más críticos desde hace tiempo (Camps, 1996 y 2010; Vallespín, 2000).  

1. Breves notas sobre la teoría política de Hannah Arendt 

Como teórica de la política, Hannah Arendt (1906-1975) ocupa un lugar 

bien destacado en el siglo XX, junto a pensadores de la talla de Max Weber, 
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Isaiah Berlin, Eric Voegelin, Michael Oakeshoot, Karl Popper, John Rawls, 

Herbert Marcuse y Jürgen Habermas (Máiz, 2001; Vallespín, 2004). El 

principal objetivo de la pensadora “fue el de ayudarnos a comprender el 

sentido y la dirección de los acontecimientos [históricos] en un mundo 

sometido a un caos mortal” (Feldman, 2009: 43).  

De acuerdo con Arendt la política es la dimensión de la existencia 

auténtica, el lugar específico y privilegiado en el que al hombre le es dado 

realizarse como tal. Así, la autora desarrolla su “concepto entusiástico de lo 

político como contrapeso a las tendencias modernas que amenazan la 

libertad” (Thaa, 2008: 11). El ámbito de lo privado, por el contrario, es 

privación de autenticidad, repetición, rutina. Sin embargo, esto no significa 

que la autora esté proponiendo un modelo de vida basado exclusivamente 

en la acción política, al modo de la libertad de los antiguos identificada por 

Benjamin Constant, pues ella, al igual que el pensador francés, teme la 

uniformidad. Para ambos, la diversidad es la vida; la uniformidad es la 

muerte. Esta es la convicción fundamental que orienta el pensamiento 

político de Hannah Arendt y la que “constituye su carácter inactual por 

excelencia” (Flores D”Arcais, 1996: 41).  

De esta manera, a través de la esfera política el hombre puede 

actualizar su propia naturaleza humana. En el espacio de la política el 

hombre puede vivir hasta sus últimas consecuencias los rasgos peculiares 

que lo caracterizan como humano, a diferencia de los animales. Estos 

rasgos son su capacidad de acción y de construir discursos en relación con 

otras personas que comparten algo en común. Por ello, “mediante la acción 

y el discurso, los hombres muestran quiénes son, revelan activamente su 

única y personal identidad y hacen su aparición en el mundo humano […]” 

(Arendt, 2005: 208).  

La aparición de los hombres en ese “mundo humano” fundamenta sus 

libertades y el sentido de la política (Arendt, 2008). La libertad y la 

pluralidad son los ejes principales que mueven el ruedo político, según 

Arendt. Así, para ella, la existencia de los ciudadanos implica el momento 

en que éstos aparecen en el espacio del ágora o plaza pública, que es el 

 520 



Innovaciones en la sociedad del riesgo 

verdadero centro político de la ciudad (Borrell, 2006: 64). Y para 

presentarse en público, es necesario que existan ciudadanos que dispongan 

de las condiciones sociopolíticas adecuadas para decirse palabras que 

trasmitan ideas acerca del mundo común que comparten y, sobre todo, 

estén dispuestos a escucharlas (Roiz, 2001: 84). Por ello, Arendt exponía 

que: “el mundo común es el lugar de reunión de todos, quienes están 

presentes ocupan diferentes posiciones en él […] Ser visto y oído por otros 

deriva su significado del hecho de que todos ven y oyen desde una posición 

diferente. Éste es el significado de la vida pública […] El fin del mundo 

común ha llegado cuando se ve sólo bajo un aspecto y se le permite 

presentarse únicamente bajo una perspectiva” (Arendt, 2005: 77-78). 

2. Las palabras e ideas en política 

La política es una actividad que tejen conjuntamente los ciudadanos, 

tanto gobernados como gobernantes, con la ayuda de sus ideas, palabras y 

discursos. Mantener este amplio concepto de política implica no confundirla 

con el mero ejercicio del poder, la violencia y la ideología. Así, la política no 

consiste en la imposición de la propia voluntad mediante la violencia física 

y/o el control ideológico de un grupo humano. El “miedo”, la “fuerza”, la 

“violencia” y los “discursos ideológicos” han sido incluidos en muchas 

definiciones como elementos fundamentales del concepto moderno de 

política (Thomas Hobbes, Max Weber, Carl Schmitt, Michael Foucault, etc.). 

De hecho, el uso estatal de dichos elementos ha sido muy habitual durante 

el siglo XX, que puede ser considerado como el siglo más violento de la 

historia. Hasta tal punto es así que dicho siglo ha sido calificado, con razón, 

como la “era de la violencia idealista” (Águila, 2008: 19-41). Era en la que 

los totalitarismos, nutridos por ideologías extremistas, engendraron una de 

las épocas más oscuras de la historia.  

Sin embargo, la política, en tanto actividad humana que trata de 

establecer relaciones entre personas pertenecientes a una comunidad 

diversa, no tiene como elemento definitorio a la violencia física y/o 

simbólica, a la ideología o al poder mismo. Más bien, la política es aquella 

actividad emanada de las relaciones entre los hombres que haciendo uso 
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prudente de sus palabras e ideas tratan de resolver los conflictos y 

problemas comunes por medios no violentos. Si prevalecieran los medios 

estrictamente violentos e ideológicos para resolver los problemas y 

conflictos humanos no tendría sentido hablar de política; más bien habría 

que hablar de guerra y/o de adoctrinamiento ideológico. Así, en la Grecia 

clásica: “Ser político, vivir en una polis, significaba que todo se decía por 

medio de palabras y de persuasión, y no con la fuerza y la violencia […] 

obligar a las personas por medio de la violencia, mandar en vez de 

persuadir, eran formas prepolíticas para tratar con la gente [habitualmente 

esclavos y bárbaros] cuya existencia estaba al margen de la polis” (Arendt, 

2005: 53). 

En esa dirección, la política, para Aristóteles, es el resultado de la 

aceptación de la existencia simultánea de grupos diferentes, intereses 

múltiples y tradiciones diversas en la ciudad. Por ello, la política sólo es una 

de las soluciones posibles a los conflictos humanos y no es, ni mucho 

menos, la más habitual. Otras soluciones pueden ser la oligarquía y la 

tiranía. Estas últimas soluciones destruyen la pluralidad de la ciudad en 

beneficio de la minoría en el poder (Crick, 2001: 18-19). “Y no sólo está 

compuesta la ciudad por gentes múltiples, sino por gentes que difieren 

además entre sí de modo específico. Una ciudad no se compone de iguales” 

(Aristóteles, 2007: 1261a). 

Por tanto, Hannah Arendt diferenciaba entre violencia, ideología y 

política, pues las reglas de cada una, nada tienen que ver con las de las 

otras. Esta visión puede abrir otro modo de comprender la política, distinta 

de la perspectiva moderna, fundada en que la vida es una lucha por la 

supervivencia y el hombre es un lobo para el hombre (Alonso, 2009). La 

política prudente, de la apertura de miras fundada en la comprensión de los 

otros y del orador bien informado al tiempo que reflexivo, ofrece 

oportunidades de construir vínculos más duraderos entre los ciudadanos, 

reconociendo el conflicto y tratándolo de forma no violenta.  

Reconocer la pluralidad y la diferencia que caracteriza a los seres 

humanos mediante la palabra no es un obstáculo, sino que favorece cierta 
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igualdad a la hora de decir y decidir sobre el mundo común. Aristóteles 

exponía que: “la palabra existe para manifestar lo conveniente y lo dañino, 

así como lo justo y lo injusto. Y esto es lo propio de los humanos frente a 

los demás animales: poseer, de modo exclusivo, el sentido de lo bueno y lo 

malo, lo justo y lo injusto, y las demás apreciaciones. La participación 

comunitaria en éstas funda la casa familiar y la ciudad” (Aristóteles, 2007: 

1253a). 

3. La importancia del escuchar y del decir en política 

Hannah Arendt encuentra tres características decisivas que relacionan la 

discusión aristotélica sobre el juicio con la retórica. Primero, el juicio político 

trata sobre cosas que son no-necesarias; segundo, todas las acciones y 

todos los actos humanos se vinculan a esa clase de cosas no-necesarias; y 

por último, la filosofía tiene poco que decir sobre esas cosas no-necesarias y 

sobre el juicio político (Marshall, 2010:378), debido a su fundamental 

interés por las cuestiones perennes. En suma, la concepción arendtiana de 

la política es retórica (Marshall, 2010: 376).    

La retórica clásica (arte del buen decir) utiliza la razón, pero además 

tiene sentido común, prudencia, ingenio y fantasía. A la vez, le recorren 

pasiones, afectos y emociones que, a menudo, dicen mucho desde el 

silencio. Escuchar algo más que a nuestra razón, que a nuestras pasiones o 

imaginaciones; esto es, no dejarnos tiranizar por ninguna de ellas y afrontar 

un verdadero proceso democrático a la hora de dejar espacio al buen juicio 

y a la palabra antes de tomar cualquier decisión drástica, nos permite salir a 

la ciudad con otro bagaje político (Alonso, 2009). 

Retórica y política son dos términos relacionados, pero con demasiada 

frecuencia son vistos como antitéticos. Javier Roiz ha mostrado que retórica 

y política democrática van de la mano. Es de relevancia, pues, recuperar la 

potencia de un concepto central en el pensar democrático: la isegoría. 

“Conviene aclarar por tanto que isegoría implica que tienes derecho no a 

hablar sino a decir. Y esto es lo que hace que el concepto de retórica se 

haga tan inseparable del concepto de democracia […] La retórica como ars 
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bene dicendi significaría luego en el mundo latino la aparición de esa 

extraordinaria libertad que le es otorgada al ciudadano. Se trata de la 

condición ciudadana de poder decir entre iguales, lo que significa no sólo 

hablar, sino también la escucha honda y con muchos ecos de transformación 

en el fondo de sus compañeros” (Roiz, 2003: 174).  

Sin embargo, muchos piensan que la retórica política es un arte para 

engañar, la habilidad que tienen algunos políticos para conseguir el apoyo 

de los ciudadanos. Así, la retórica adquiere un sentido peyorativo que la 

relaciona con los sentimientos frente a la razón, surgiendo un debate 

fundamental que se encuentra detrás del discurso democrático: ¿a quién 

debe obedecer el ciudadano en una democracia: al lenguaje retórico o al 

lenguaje racional? (López, 2009). 

Una crítica extendida que se hace a los políticos actuales es que dirigen 

sus discursos para excitar los sentimientos de la opinión pública y así 

conseguir votos (demagogia), pero no para presentar medidas racionales, 

proyectos que se puedan comparar y entre los que poder elegir. Una 

estrategia que les permite conseguir el apoyo de un público poco racional o 

con escasa formación cívica, ya que es más fácil manipular los sentimientos 

que los razonamientos, los cuales exigen presentar fundamentos y seguir 

cierta lógica. El político que engaña es una persona “retórica”, habilidosa 

con la palabra; mientras que el político que dice la verdad es aquel que 

utiliza la razón. He aquí los argumentos que conciben la retórica como 

engaño, frente a la razón y la verdad. 

Dichos argumentos están muy asentados en la tradición política 

occidental, debido al “abismo entre filosofía y política [o] la oposición entre 

verdad y opinión” que se produjo a partir de la filosofía platónica (Arendt, 

2008: 44 y 46). Pero el problema no es la retórica como habilidad, sino su 

uso y finalidad. Un uso y finalidad que igualmente puede presentarse del 

lado de la razón, pues también con ella se puede engañar (López, 2009). 

Así, el discurso legal-racional produjo desencanto y opresión entre quienes 

lo incorporaron, tal como mostró Weber en el caso de la burocratización del 

Estado moderno, que se tornaba en “jaula de hierro”. En esa dirección, 
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Hannah Arendt calificó al gobierno burocrático, el propio de las democracias 

modernas, como “gobierno de nadie”, el cual ejerce “la dominación a través 

del anonimato de las oficinas”, donde nadie es responsable de lo ocurrido 

(Arendt, 2008: 115 y 135). 

El hecho de que un público se mueva por lo que siente más que por lo 

que razona, no es un argumento sólido para cuestionar la retórica, sino el 

contexto en el que se produce un discurso. Así, la crítica a la retórica por 

ser “fuente de engaño” carece de valor, pues lo criticable es utilizar la 

retórica para engañar, pero no el hecho de utilizarla. También podría 

utilizarse para otros fines como llegar al bien común. La diferencia frente a 

la razón es que la habilidad retórica mueve sentimientos que la razón no 

puede mover, por lo que es una habilidad política necesaria y no mala en sí 

misma. Por ello, defender la retórica política, no es defender la mentira 

política, sino preservar la habilidad de presentar argumentos políticos en 

público (López, 2009); y así dar cabida a que los ciudadanos puedan 

confrontar sus discursos e ideas en el proceso político (Moriconi, 2009).  

En definitiva, la acción política debe llamar a las puertas de la prudencia 

y al respeto de los otros. La posibilidad de comunicar recíprocamente los 

distintos argumentos es primordial en el campo político. Por ello, la 

habilidad retórica es inherente a la vida política de cualquier democracia. 

Pues con “palabra y acto nos insertamos en el mundo humano, y esta 

inserción es como un segundo nacimiento, en el que confirmamos y 

asumimos el hecho desnudo de nuestra original apariencia física” (Arendt, 

2005: 206). En otros términos: las palabras son actos (Wittgenstein) que 

humanizan a los hombres; olvidar la palabra en política o monopolizarla por 

una minoría es simplemente negar la política. Al existir diversos debates 

políticos inconclusos para los que no es posible hallar soluciones “perennes” 

y “necesarias”, es provechoso recurrir al buen decir para defender las ideas. 

Así, la política no es posible sin el debate real de ideas. Es más, la calidad 

de la democracia está ligada, muy estrechamente, a la calidad de los 

debates entre los distintos ciudadanos, que deben poder escucharse y 

decirse sus ideas en la esfera pública. 

 
 

525 



 

4. Pensamiento ampliado y juicio político en Hannah Arendt  

El profesor Roiz ha reflexionado sobre la recuperación del buen juicio en 

la teoría política del siglo veinte (Roiz, 2003). Dicha tarea se reinició con el 

pensamiento político de grandes figuras del pasado siglo: Hannah Arendt, 

Leo Strauss, Eric Voegelin, Isaiah Berlin y Sigmud Freud, entre otros, 

ocuparon un lugar destacado. Además, como consecuencia de los trágicos 

acontecimientos históricos que marcaron el siglo XX, se hace necesario 

reflexionar sobre el juicio político, no sólo desde la teoría política, sino 

también desde la esfera pública, que es, según Habermas: “una red para 

comunicar información y puntos de vista” (Habermas, 1996: 360).  

Y en dicha esfera pública, lo peligroso no es creer en ciertas ideas, pues 

la política sólo es realizable con ideas, sino en convertir un conjunto 

“popular” de ideas en ideologías extremistas que promuevan el derrumbe 

de derechos civiles y políticos. ¿Se ha de impedir que obtengan suficiente 

difusión las doctrinas que sean incompatibles con el ideal político 

democrático y que comprometan la justicia política básica? (John Rawls), 

¿Cómo se ha de proceder en caso afirmativo? Es muy probable que no se 

tengan respuestas inmediatas y fáciles, pues este tipo de respuestas han 

derivado en mayores problemas que los que intentaban remediar. En todo 

caso, sería provechosa una llamada a la prudencia en la política y en la 

esfera pública de nuestros días, para no caer en las perversiones, excesos y 

errores del pasado. 

No obstante, entre el pensamiento teórico y el juicio de una acción 

concreta hay una distancia considerable y quizá una tensión insuperable. 

Los filósofos clásicos imaginaron sistemas políticos encaminados a conseguir 

una mejor y más justa convivencia. Pero la plasmación de tales sistemas en 

la vida real causaba conflictos y resistencias de toda clase. De hecho, el 

proyecto político de Platón, imaginado en su República, lo intentó plasmar 

en la Isla de Siracusa (Sicilia) y fracasó en varios intentos. El pensar es una 

tarea que se desarrolla en la soledad del filósofo, sin que éste considere lo 

más conveniente en cada caso. Como decía Martin Heidegger: “El pensar no 
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produce ninguna sabiduría aprovechable para la vida […] El pensar no 

infunde inmediatamente fuerzas para la acción” (Heidegger, 1958:154-155). 

Hannah Arendt (1906-1975) se preguntaba en La vida del espíritu, si la 

facultad de juzgar, de discernir lo bueno de lo malo o lo que está bien de lo 

que está mal, dependía de nuestra facultad de pensar. Al inicio de su 

reflexión, Arendt responde que: “Por supuesto, no en el sentido en el que el 

pensamiento pudiera producir por sí mismo las buenas acciones, como si la 

virtud pudiera enseñarse y aprenderse; sólo se enseñan los hábitos y las 

costumbres, y conocemos demasiado bien la rapidez con que se 

desaprenden y olvidan cuando una circunstancia nueva exige un cambio en 

las costumbres y pautas de conducta” (Arendt, 2002:31).  

Arendt cuestiona la validez del intelectualismo moral, pues no basta con 

conocer y pensar el bien para practicar el bien. En muchas ocasiones, 

procurando conseguir un bien, y conociéndolo, se da rienda suelta a los 

medios injustos e ilegítimos para llegar a la obtención del pretendido bien. 

Con demasiada facilidad se obvia la pregunta ¿bien para quién o quiénes? 

La virtud y el bien no se pueden enseñar en el sentido que un maestro 

enseña a leer a sus alumnos. Los hombres aprenden su comportamiento 

moral y sociopolítico de acuerdo a los hábitos y las costumbres que han 

compartido en comunidad, olvidando muy pronto lo que pensaron y 

conocieron mediante las doctrinas. Las creencias morales, que parecen 

sólidas, se transforman fácilmente al ser interpretadas por distintos 

hombres y al cambiar las circunstancias socio-históricas. No obstante, el 

conocimiento moral se ha difundido a través de grandes palabras que han 

pretendido mejorar la cambiante vida de los hombres. 

La facultad de juzgar es una tarea compartida que requiere conocer las 

posiciones de las otras personas que aparecen en público, las opiniones de 

los demás. Y, por ello, el diálogo entre hombres es primordial en el proceso 

de juzgar. De esta forma, para Hannah Arendt, la capacidad de juicio 

requiere de la “perspectiva del otro” y, una “mentalidad ampliada” de la que 

puede carecer el más grande de los pensadores de la historia. De esta 

forma, el juicio es ante todo una tarea colectiva en la que se ha de contar 
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con los otros, pero también “una facultad mental clave para la política de 

acuerdo con Arendt” (Marshall, 2010: 368). El juicio se aproxima más a la 

“vita activa” y a la esfera pública creada entre los hombres, que a la vida 

contemplativa (Arendt, 2002: 456). Así, el juicio es la forma particular que 

el pensamiento adopta en el mundo político. Y, a su vez, el pensamiento 

político se basa esencialmente en la capacidad de juzgar (Arendt, 2008: 

138). En suma, mentalidad ampliada y juicio son elementos imprescindibles 

para la vida política. 

En su Crítica del juicio Kant, como ya advierte Arendt (2002), descubre 

una nueva forma de pensar el juicio. En dicha obra, el filósofo alemán 

expone que el juicio estético consiste en pensar poniéndose en el lugar de 

los demás; y conseguir de este modo una “mentalidad ampliada” (Arendt, 

2002: 455-456). Esta mentalidad ampliada, según Kant: “Se realiza 

comparando [nuestro] juicio con otros juicios no tanto reales, como más 

bien meramente posibles, y poniéndose en el lugar de cualquier otro” (Kant, 

citado en Arendt, 2002: 455). Es lo que Kant denominó juicio reflexionante, 

acuñado para el ámbito estético. Pero mucho antes que Kant, Protágoras y 

otros sofistas animaban a sus alumnos a aprehender los diversos discursos 

que contenía cada cuestión. Los sofistas ya practicaban la mentalidad 

ampliada, mediante la enseñanza de la retórica. La retórica, en este 

sentido, consiste en una tarea que “extiende” el pensamiento e imagina 

otros posibles discursos dentro de las mudables cuestiones humanas. Dicha 

tarea amplía la capacidad de pensar y juzgar la política, por cuanto ésta 

contiene un debate inacabado sobre aquello que se considera justo o 

injusto, conveniente o inconveniente, en el contexto de la esfera pública. 

De acuerdo con Arendt, el poder del juicio reflexionante reside en el 

acuerdo potencial con los demás, “de manera que no se mantiene el diálogo 

de cada uno consigo mismo que comporta la actividad reflexiva, sino que 

este diálogo se hace extensivo a otros. Así, es el diálogo anticipado con los 

demás lo que domina la estructura del juicio y es de ahí de donde el juicio 

extrae su fuerza y su potencial validez” (Águila, 2001: 22). 
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A esta capacidad de ponerse de acuerdo con los otros, considerada 

como la virtud central de la política, los pensadores griegos la llamaban 

“phrónesis”. Ésta consiste en la elección de la alternativa más conveniente 

en cada caso. Es decir, consiste en la capacidad que tienen los hombres 

para discernir lo que es más apropiado en una situación concreta. Por ello, 

en la ética aristotélica no hay constricción sino conocimiento de lo 

conveniente (Camps, 2005: 124).  

Para Aristóteles la política no es una ciencia, sino un saber práctico. Así, 

el pensador griego pensaba que el fin de la política era la felicidad colectiva: 

eudaimonía. No obstante, algunos pensadores modernos, del mismo modo 

que algunos sofistas, argumentaron que “no creo que la noción de felicidad 

sea pensable: la felicidad no existe y, menos aún, la felicidad de los 

hombres” (Foucault, citado en Camps, 2005: 133). Entre estos dos 

argumentos se ha fraguado el pensamiento político desde sus orígenes. 

“Aristóteles […] al hilo de sus reflexiones éticas y políticas, observaba que la 

diferencia específica del ciudadano es ser bueno y capaz de realizar 

acciones bellas” (Camps, 2005: 133). La felicidad para Aristóteles es 

actividad, praxis, enérgeia; llamamos felices a los humanos porque son 

capaces de hacer cosas no previstas, de actuar. Si todo lo que el hombre 

conoce y hace estuviera determinado, entonces declinaría toda posibilidad 

de libertad. La palabra libertad carecería de buena parte de los sentidos que 

los hombres le han dado. A diferencia de los dioses cuya vida es, siempre y 

sin interrupción, feliz; el ser humano adquiere la felicidad con esfuerzo, esto 

es, viviendo “como humano” (Camps, 2005: 134) y en relación con otros.  

5. La ciencia política moderna y el olvido de los asuntos humanos  

Si el hombre puede alcanzar, no ya la felicidad, sino una cierta 

estabilidad en la vida social y política, es porque en estos campos obra 

como humano, al proponerse transformar la naturaleza y las formas 

organizativas humanas en su propio provecho. De hecho, la política es un 

campo “demasiado humano” y si este campo se representa 

fundamentalmente mediante abstracciones (el poder, el Leviatán, el 

Príncipe, el Estado, la soberanía, etc.), entonces el hombre empieza a 
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relegar su habilidad práctica por excelencia, que es la capacidad de elegir lo 

que sea más conveniente en cada caso para sí y para los demás. En 

parecido sentido, se ha argumentado que la política consiste en elegir entre 

bienes igualmente valiosos y entre los que no es posible establecer una 

jerarquía de acuerdo a criterios científicos o técnicos.  

Como ya defendía Arendt, el sentido de la política es la libertad; y la 

política está basada en el hecho de la pluralidad de los hombres (Arendt, 

2008:131 y 144). Aunque el mundo de los hombres se reduzca a modelos 

sociopolíticos abstractos y éstos se antepongan a la propia vida de los 

hombres; la peculiaridad de éstos es la pluralidad. Para Arendt, en el mundo 

de la política sólo tiene sentido hablar de hombres en su relación con otros 

que se reconocen en su diversidad. Así, la esfera pública es el lugar en que 

se forjan relaciones de pluralidad entre los hombres. 

¿Qué es lo más conveniente (justo y bueno) para los hombres en su 

esfera pública? Esta pregunta no se puede relegar; siempre ha estado 

presente en los debates políticos de todos los tiempos. Otra cuestión 

diferente es, si por cuestiones de método o perspectiva, se omite dicha 

pregunta para centrarse en los aspectos reales y objetivos de la política, tal 

como hicieron la mayoría de los pensadores modernos. Se ha de recordar 

que Thomas Hobbes, influido directamente por el espíritu científico de 

Galileo y Descartes, redujo el estudio de la política a sus diferentes 

“movimientos” (Prieto, 1996:369 y 371-372). Dicho espíritu marcó un 

importante hito en el pensamiento de la política, pues con su vigencia ya no 

interesa tanto quiénes hacen la política y para qué la hacen, sino cómo la 

hacen. Así, los modernos estudiosos de la política se concentran en el 

conocimiento de su dinámica real, perdiendo el interés por su otra 

dimensión subjetiva y normativa.  

A partir de esta perspectiva “moderna” surge una ciencia de la política 

omnipotente; basada en la creencia de que si se analiza teórica y 

empíricamente la realidad política, ésta se podrá controlar y predecir. Se 

olvida que la política es un saber práctico enmarcado en una larga tradición 

de discurso, en la que incesablemente estamos en deuda con otros 
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pensadores del pasado, ya que ellos plantearon muchos de los problemas 

políticos con los que nos hallamos en el “presente”. Y dicha tradición de 

discurso es útil sobre todo para prevenir, y no tanto para predecir (Wolin, 

2001).  

Sin embargo, la ciencia política moderna se ha ocupado del estudio del 

poder en su sentido estratégico y vertical con el afán de realizar 

predicciones sobre el comportamiento político de los hombres; el poder es 

ejercido por unos pocos (“elite”) y tiene diversos efectos sobre los muchos 

(“masa”). Si bien, el concepto de poder vertical es muy importante para 

comprender la política moderna y contemporánea, como ya recalcaron 

Weber y los pensadores elitistas del siglo XX, no se puede obviar el otro 

concepto de poder en el sentido horizontal, como cualidad humana que se 

genera en una comunidad y esfera pública. 

En este último sentido, Arendt definió el poder como “la capacidad 

humana no sólo de actuar, sino de actuar en común, concertadamente” 

(Águila, 2001: 18). El poder no es una propiedad de un individuo o una 

organización, sino que pertenece al grupo y se mantiene sólo en la medida 

en que el grupo permanezca unido. El poder también es consensual y es 

inherente a la existencia misma de comunidades políticas: surge 

dondequiera que el pueblo se reúna y actúe conjuntamente. No obstante, 

no se ha de reducir el concepto de política al de poder. 

Cuando se reúne el pueblo e intenta actuar concertadamente, se 

requiere la posibilidad y la habilidad de expresarse en la esfera pública, que 

en el presente está muy condicionada por los medios de comunicación. Pero 

sin dicha posibilidad y habilidad no podría desarrollarse la acción política. 

Aunque hubiese una plena libertad de expresión, siempre harían falta 

buenos oradores para defender las virtudes de las formas políticas que se 

consideren más convenientes. De ahí la importancia que otorgaron los 

pensadores clásicos a la educación retórica del ciudadano; sobre la cual, 

precisamente en buena parte de las democracias liberales modernas, se 

cierne una gran sospecha. Esta sospecha sobre la retórica emana “de una 

crisis de confianza [institucional] en la capacidad de los ciudadanos para 
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ejercer un juicio práctico en las deliberaciones públicas” (Garsten, 2009:4), 

así como por el control del discurso político ejercido desde la “política 

mediática” (Castells, 2009:265-320). 

Roland Beiner argumentó que hoy el ciudadano debería caracterizarse 

por su capacidad para el juicio político, en el cual convergen dos actitudes 

de carácter aristotélico: la actitud distante del espectador y el compromiso 

responsable del hombre prudente (Beiner, 1983:153-167). La actitud 

distante del espectador es la capacidad de pensar desde diferentes puntos 

de vista, la capacidad de valorarlos y optar por uno de ellos. La actitud 

responsable del hombre prudente es la “phrónesis” aristotélica o capacidad 

práctica para expresar los juicios convenientes en cada situación.  

6. Consideraciones finales: recuperar el pensamiento ampliado y el 
juicio prudente 

El juicio político se conforma mediante la síntesis del pensamiento 

ampliado, las experiencias personales y la imaginación de alternativas 

posibles ante situaciones políticas concretas. Además, la capacidad de 

juzgar se enmarca en una vida social y política inacabada, que carece de 

normas seguras y perfectas para los problemas que ocupan y preocupan a 

los seres humanos. Dichas normas sólo es posible encontrarlas en el mundo 

de los expertos y los científicos. Efectivamente los científicos y los expertos 

“pueden ayudar a formular un juicio, pero no es posible sustituir el ejercicio 

de juzgar por el de aplicar una regla segura. […] Precisamente porque 

carecemos de una regla, una ley, una norma segura que aplicar al caso es 

por lo que requerimos de juicio en nuestras vidas” (Águila, 2004:205). 

Quizá la interiorización y práctica de estas ideas contribuya a remediar la 

referida crisis global de la política. 

Por una parte, al ciudadano no sólo se le ha de exigir fe en reglas y 

valores que se pretenden universalizar, sino la cuidadosa tarea de sopesar 

la situación concreta. La tarea cotidiana de valorar cada asunto que afecta a 

los hombres no se puede sustituir por ningún dispositivo que lleve a un 

supuesto juicio verdadero y perfecto. Por otra parte, el mundo que han 

construido los hombres carece de certezas absolutas, y tal carencia lleva a 
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que ellos puedan ser libres y deliberar sobre los asuntos que les afectan. El 

mundo humano se ha construido sobre el sentido común; un sentido que 

resulta común a los miembros de la polis. El criterio de ese sentido común 

es poder ser comunicado a todos no tanto buscando el apoyo unánime a 

nuestro juicio, como la posibilidad de que los oyentes lo comprendan y 

puedan ponerse de acuerdo. Así, el hecho de que los hombres puedan 

hablar en público, educándose para ello, y persuadirse de sus juicios se 

torna en el fundamento de la política (Águila, 2004:207). 

Como decía Jean Paul Sartre “el hombre está condenado a ser libre”. Y 

ello supone que se debe hacer cargo de la elección individual y colectiva 

entre lo justo y lo injusto, el buen y mal gobernante, el buen y mal 

ciudadano, el buen y mal comportamiento, etc. La acción política, en parte, 

ha consistido en la tarea de llevar a cabo estas elecciones en la esfera 

pública. No hay nadie ni nada que pueda hacer esta tarea, por sí sólo, 

reemplazando a las personas concretas que comparten sus vidas. Se 

pueden inventar mecanismos que eliminen la tarea humana y colectiva que 

supone convivir en libertad (Estados totalitarios, campos de concentración, 

poderes ilegítimos, etc.) pero desde ese momento se habrá renunciado a 

una tarea demasiado humana como para dejarla en manos de dispositivos 

alejados del juicio prudente.  

La posibilidad de elegir entre valores opuestos e inconmensurables 

“humaniza” a los hombres (Berlin, 1998). De acuerdo con ello, reconoció 

Rafael del Águila: “Me parece urgente desembarazarse de la pretensión 

contemporánea de diluir la democracia en derecho, la política en seguridad 

racional, el debate y el pluralismo en consenso total e inclusivo. […] Hemos 

de resistir la tentación de convertirnos en satisfechos ciudadanos 

implacables o impecables para arrostrar la más modesta tarea de ser 

ciudadanos reflexivos a secas. Y no hay ley, regla o derecho que nos exima 

de esa responsabilidad y de los riesgos que comporta” (Águila, 2000:28). 
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Resumen 

La República de Túnez ha tenido en su segundo Presidente a un hombre 

que alcanzó el poder en circunstancias que todavía no han sido aclaradas, 

en las que habría que esclarecer la legitimidad de la acción, y que durante 

sus seis mandatos (interinidad, más cuatro quinquenales, más el último 

cercenado por la Revolución de los Jazmines) recortó progresivamente 

libertades y usó la Jefatura del Estado para que su familia se enriqueciese a 

costa del pueblo, además de beneficiar a su gente más próxima, y para 

obtener privilegios y beneficios de la más diversa índole. Consiguió 

perpetuarse en el poder gracias a su gestión interna, cortando libertades, y 

modificando la Constitución haciéndola más conveniente a su visión de país, 

pero no se puede olvidar que tuvo apoyos internacionales que veían en su 

régimen un mal menor ante la presión del islamismo integrista. En esta 

ponencia se analizan los rasgos básicos de su Presidencia y los cambios 

políticos que re realizaron en las diferentes etapas, además de algunas 

consecuencias y repercusiones.  

1. Introducción 

Habib Bourguiba alcanzó la Presidencia de la República de Túnez el 25 

de julio de 1957, tras el año de monarquía limitada que dio lugar la 

consecución de la independencia de Francia como colonia el 3 de agosto de 

1956. En 1987 fue depuesto por su Presidente del Gobierno en dudosas 

circunstancias, el cual, el 7 de noviembre accedería a la Presidencia de la 
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República hasta que la Revolución de los Jazmines, con su cenit el 14 de 

enero de 2011, provocase su huida del país al exilio en Arabia Saudí, por el 

profundo rechazo que sus políticas habían provocado en la población, 

especialmente en los últimos años de mandato.  

En esta ponencia se analiza el cambio político (sus rasgos 

identificativos), logrado por Zine El Abidine Ben Alí, en sus casi 24 años de 

mandato, el cual concluyó con una revolución pacífica y laica, pero en la que 

un número aún hoy por determinar de ciudadanos se dejaron su vida frente 

a la brutalidad de la represión de una República apoyada por intereses 

occidentales, que se había convertido en un régimen especialmente 

corrupto tras el segundo matrimonio del Presidente, con Leila Trabelsi 

(apellido de soltera), la cual accedería al puesto de Primera Dama en 1992, 

y desde el cual, y con la influencia en su marido, lograría importantes 

beneficios económicos para ella y su familia.  

En este artículo se estudian los factores políticos claves del cambio en 

sus diferentes mandatos: las elecciones, el sistema de partidos y su 

evolución, el nombramiento de cargos políticos, la importancia del Ministerio 

del Interior, y el apoyo del mundo occidental. Tras ello, se contemplan otras 

características como la falta de libertad de prensa, la particular censura en 

Internet, el culto al Presidente, la incidencia del turismo, y el choque 

generacional entre una gerontocracia gubernativa y una población joven con 

un nivel educativo hasta ahora inédito (con importantes problemas 

laborales), además del choque entre la población urbana (60%) y rural 

(40%) y sus consecuencias políticas.  

Tras la huida del país del Presidente Ben Alí, Fouad Mebazaa, Presidente 

de la Cámara de Diputados, accedía interinamente según regla el artículo 57 

de la Constitución, para gestionar una transición política que tendrá un 

momento clave en las elecciones del 23 de octubre de 2011. 

2. Llegada al poder de Ben Alí 

Zine el-Abidine Ben Alí había accedido a ser el séptimo primer ministro 

tunecino por el breve período de un mes y cinco días, que comenzaron el 2 
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de octubre de 1987, tras haber sido Ministro de Interior por algo más de un 

año, desde el 28 de abril de 1986. Anteriormente a esto, había sido 

agregado militar en Marruecos y en España, antes de ser nombrado Director 

General de seguridad nacional en 1977, hasta que en 1980 fue destinado 

como embajador en Polonia, cargo que ocupó durante cuatro años.  

La Presidencia de la República la alcanza por interinidad de la manera 

prevista en la Constitución a través del artículo 57. La mañana del 7 de 

noviembre de 1987, contando con el apoyo del ejército hace que siete 

médicos firmen un informe en el que declaran a Bourguiba incapaz por su 

avanzado estado de salud, y por padecer demencia senil, lo cual a juicio de 

los médicos no le permitía ya el normal desarrollo de sus funciones 

constitucionales, por lo que, con ese informe, Ben Alí se convertía en el 

segundo Presidente la República siendo el sucesor previsto 

constitucionalmente como Jefe del Gobierno.  

Con ese movimiento político conseguía sustituir a Habib Bourguiba el 

Combatiente supremo, el padre de la independencia, el fundador de la 

República y del Estado moderno, el liberador de la mujer, el reformador de 

la sociedad (Caïd Essebsi, 2011:414) en la Presidencia de la República, que 

tras 30 años de mandato había dejado no sólo políticamente un trabajo 

aceptablemente bien realizado, sino además un grato sentimiento de 

recuerdo en la memoria colectiva del pueblo tunecino, por lo que en aquel 

momento el futuro dictador podía sentirse abrumado, solucionando esto 

creando una nueva imagen política en torno al 7 (día de su acceso a la 

Presidencia de la República) y de todo un entramado público de culto al 

Presidente, contando con su imagen en los más variopintos lugares, 

pasando por sus cuidadas intervenciones públicas y buena aparición en 

prensa, hasta la edición de nuevas monedas y billetes resaltando su figura y 

el momento político del 7 de noviembre de 1987. Con todo ello se intenta 

desarrollar la imagen de una nueva etapa que va a impulsar a Túnez a cotas 

más altas bajo el nuevo liderazgo, el cual aspiraba a ser de larga duración, 

sino indefinido.  
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Los 23 años de gobierno de Ben Alí los podemos estudiar en tres 

etapas, correspondientes en este caso la primera al final de su primer 

matrimonio, y la segunda y terceras a su segundo matrimonio, puesto que 

la influencia ejercida por La Primera Dama de La República, su segunda 

esposa Leila Trabelsi, resultó determinante en las políticas públicas, y en la 

calidad y transparencia del sistema político tunecino, dividido este periodo 

en la segunda y la tercera etapa, por mandatos presidenciales con 

características de desarrollo político similar.  

3. Primera etapa de Ben Alí 

Su primera actuación estrictamente política fue refundar el hasta 

entonces principal partido, el “Parti socialista destourien” en el 

“Rassemblement Constitutionnel Démocratique” (el Partido Socialista en 

Reagrupamiento Constitucional Democrático) disolviendo el primero, y 

fundando formalmente el segundo el 27 de febrero de 1988, para tener así 

la herramienta política a través de la cual estructuraría un sistema de 

partido único con escasa tolerancia hacia partidos opositores, pero que sí 

permitiría partidos colaboradores que intentasen dar una apariencia de 

legitimidad democrática al sistema, y que no fuesen especialmente hostiles 

al régimen.  

El RCD celebraría su primer Congreso el “Congreso de la Salud” en la 

capital del país entre el 29 y el 21 de julio de 1988, estableciendo que el 

presidente del partido y las líneas programáticas se renovarían en 

congresos con mandatos de cinco años.  

Con el partido funcionando en todo el territorio, siendo esto una clave 

especial, pues a través de una sólida implantación territorial articularía el 

sistema político, canalizando toda la participación a través del 

Reagrupamiento Constitucional Democrático, el cual otorgaba diferentes 

prebendas a sus militantes, Ben Alí celebraría sus primeras elecciones el 2 

de abril de 1989, en la que su partido controlaría ampliamente la Cámara de 

Diputados, con una significativa presencia de independientes, siendo los 

elegidos en realidad simpatizantes del partido islamista Ennahda, que 

 540 



Innovaciones en la sociedad del riesgo 

obtuvieron una media del 14 por ciento de los votos, alcanzando en algunas 

zonas hasta el 30 por ciento. Las elecciones presidenciales se celebraron el 

mismo día y el único candidato Ben Alí, obtuvo la nada desdeñable cifra del 

99”27 de los sufragios.  

Dos años más tarde, el 28 de septiembre de 1991 el régimen presentó 

el resultado de una investigación interior que anulaba un supuesto plan 

islamista para hacerse con el poder de la República. Se organizó un proceso 

judicial, el cual internacionalmente fue denunciado porque según algunas 

organizaciones no contaba con todas las garantías legales exigibles en un 

estado democrático, y el régimen se defendía alegando que tenía la 

obligación de garantizar la paz y la seguridad. Se acusó a los islamistas del 

partido Ennahda de querer desestabilizar la República para conseguir un 

Estado islamista, por lo que fueron definitivamente ilegalizados y pasaron a 

la clandestinidad hasta su legalización tras la Revolución de los Jazmines.  

En materia económica, esta primera etapa se caracteriza por una 

política de privatizaciones especialmente en los sectores de la construcción, 

la industria agroalimentaria, el textil y el turismo. Además, se estimula la 

inversión interior y extranjera, y flexibilizando la política fiscal, consiguiendo 

con todo ello un notable avance de la economía tunecina que se acentúa 

tras desaparecer la crisis de la Guerra del Golfo.  

No podemos en esta etapa dejar de hablar de educación, puesto que 

supone el cambio y la transformación social más significativa, siendo de 

especial influencia en la Revolución como explico más adelante, siendo 

probablemente la aportación más positiva de Zine el-Abidine Ben Alí. El 

sector de la educación conoce a partir de 1989 una de las más importantes 

reformas probablemente jamás realizadas en Túnez e igualmente en el 

mundo árabe-musulmán. Corresponde a una revisión de cursos escolares 

pero, el hecho más fundamental, es una reforma radical de los programas y 

de los contenidos de las materias ofrecidas (Ben Romdhane, 2011: 223).  
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4. Segunda etapa de Ben Alí 

La segunda etapa, además de coincidir con el estreno de su segundo 

matrimonio, es la de estabilización y desarrollo de un régimen que Ben Alí 

se había construido para poder permanecer en el poder con toda clase de 

privilegios, y no permitir oportunidades a los oponentes que pudiese tener, 

para así perpetuarse en el poder de manera indefinida, para lo que, “Ben Alí 

creó un vacío a su alrededor: se aseguró de que no hubiera en su entorno ni 

alernativas ni personalidades válidas para plantarle cara, mientras que a 

ojos de la población los partidos de la oposición estaban totalmente atados, 

pues los que se negaban a acatar las reglas de Ben Alí eran eliminados” 

(Driss, 2011:14).  

El 26 de marzo de 1992 Ben Alí contrae matrimonio en segundas 

nupcias con Leïla Trabelsi, la cual de esta manera se convierte en Primera 

Dama de Túnez, posición desde la cual, desarrollaría un entramado para su 

familia natural, los Trabelsi, de privilegios especiales y de beneficios de 

dudosa procedencia, además de beneficiarse ella de las más diversas cosas: 

desde un título académico en Derecho puesto en cuestión, hasta beneficios 

sociales pasando por su destacada posición social, la cual le permitió llegar 

a presidir la Organización de la mujer árabe desde el 1 de marzo de 2009 

por un período de dos años, y le permitió recibir diferentes distinciones y 

reconocimientos sociales.  

En materia económica, es especialmente importante el acuerdo que la 

República de Túnez firma con la Unión Europea el 17 de julio de 1995 y que 

entraría en vigor el 1 de marzo de 1998, acuerdo por el cual desde 1996 se 

irían retirando progresivamente las barreras aduaneras con la Unión. En ese 

contexto, el mandatario se propuso diversificar la economía realizando una 

mayor industrialización, y apostando por los sectores más importantes en la 

economía tunecina, la agricultura y el turismo. Además, se consiguió el 

estímulo de la creación de pequeñas empresas y se empezaron a implantar 

nuevos sistemas de información y comunicación para aumentar la 

productividad de diferentes sectores económicos.  
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Como asignatura pendiente del régimen en esta etapa, y para la 

siguiente queda la sanidad, la reforma de los hospitales públicos está lejos 

de haber realizado los objetivos que tenía asignados, “la infraestructura 

hospitalaria publica muy poco evolucionó y el número de camas no aumentó 

más que lentamente, pasando de 15.838 camas en 1987 a 16.659 camas 

en 2001 y a 17.500 camas en 2006. […] El ratio de camas habitantes cae 

de las 21”2 camas por 10.000 habitantes a las 17”2 camas por 10.000 

habitantes al final del período” (Ben Romdhane, 2011: 235). Fue esta una 

demanda social claramente insatisfecha para el pueblo tunecino, 

considerándolo como el aspecto más importante de la solidaridad nacional, 

que sigue sin solución, “a día de hoy, en Túnez, existe una medicina para 

los ricos y una medicina para los pobres, como hay medicamentos para los 

ricos y medicamentos para los pobres, cirujanos para los ricos y cirujanos 

para los pobres, la fosa les separa siendo a la vez dramática e 

infranqueable” (El Boussaïri Bouebdelli, 2011, 164).  

5. Tercera etapa de Ben Alí 

La tercera etapa, se corresponde con lo acontecido en los mandatos 

tercero, cuarto, y el inconcluso quinto. Es en este período cuando el 

régimen se esfuerza en dar una apariencia de democracia competitiva no 

reconocida internacionalmente, cuando el auge económico es mayor, surge 

la pujanza de las nuevas generaciones más y mejor formadas, y la censura 

ante los cambios en las nuevas tecnologías de la información y de la 

comunicación se hace más patente y más incomprensible por la falta de 

criterio en su forma (se corta el acceso a la plataforma de vídeos Youtube, 

pero no así a redes sociales como Facebook), además de aumentar la 

corrupción del sistema, y de seguir envejeciendo los cuadros del sistema, 

convirtiéndose el sistema en una gerontocracia cada vez menos receptiva a 

las demandas de satisfacción social de su pueblo.  

La primera elección presidencial de Ben Alí en la que se enfrenta a otros 

candidatos, Mohamed Belhaj Amor y Abderrahmane Tilili se celebró el 24 de 

octubre de 1999. Belhaj Amor obtuvo el 0”31 por ciento de los votos y Tilili 

el 0”23 por ciento, siendo para Ben Alí la reelección con el 99”45 por ciento. 
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En estas elecciones se estableció lo que se ha venido a conocer como la 

autorización previa de Ben Alí como requisito para que un candidato 

compita en las elecciones, por lo que los otros candidatos eran siempre 

afines al régimen y con partidos ilegalizados además de los islamistas del 

Ennahda.  

En cuanto a instrumentalización social, también es obligado que en este 

artículo me refiera a la política gubernativa con respecto a los sindicatos. 

Antes de la llegada a la Presidencia de Ben Alí, un decreto prohibía ya las 

reuniones sindicales en los lugares de trabajo, y el código tunecino del 

trabajo obligaba a comunicar toda huelga 10 días antes de que fuese a 

producirse y a una fianza por parte del sindicato convocante. Pues bien, la 

dirección del principal y único sindicato con líder propio la Unión General de 

los Trabajadores Tunecinos, UGTT “agravó esta situación disponiendo que 

ningún sindicato puede llevar la iniciativa de una huelga sin el acuerdo del 

Secretario General de la central. Mientras que se multiplican los despidos de 

sindicalistas, entre las autoridades y la dirección sindical se establece una 

estrecha colaboración para la represión de los disidentes. Así, al día 

siguiente al XIX Congreso, una docena de antiguos responsables de la UGTT 

fueron puestos en detención preventiva durante 48 horas y amenenazados 

con diligencias judiciales por haber denunciado las condiciones en las que se 

desarrolló el Congreso” (Khiari y Lamloum, 2000). Además, la UGTT pidió el 

voto para Ben Alí en las elecciones presidenciales de manera sucesiva.  

La reforma constitucional del año 2002 le permitiría a Ben Alí adaptar la 

constitución para remitirse a leyes que configurarían derechos básicos como 

la privacidad y la asociación, además de poder presentarse a un nuevo 

mandato modificando el límite de edad del candidato a la Jefatura del 

Estado. Por otro lado se enmendaba para no necesitar los candidatos a las 

elecciones presidenciales la “autorización previa de Ben Alí”, y se refuerzan 

las competencias del Consejo Constitucional en materia electoral.  

Institucionalmente lo más destacado de esta reforma fue la introducción 

del bicameralismo: se crea la Cámara de los Consejeros a modo de Cámara 

Alta, la cual no tiene mecanismos para la representación de la oposición, 
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por lo que queda dominada por el Reagrupamiento Constitucional 

Democrático y además de las organizaciones profesionales que cuentan con 

representación. La Cámara de los Consejeros sería elegida por vez primera 

el 3 de julio de 2005, compuesta por 126 miembros, un número revisable 

pero limitado a los dos tercios del número de miembros de la Cámara Baja, 

la Cámara de los Diputados, formada por 214 diputados elegidos para 

mandatos quinquenales. El mandato de los Consejeros es de seis años y la 

Cámara renueva cada tres años la mitad de sus miembros.  

Sin embargo, para contrarrestar esto, en agosto de 2003 salió una ley 

que modificaba el código electoral, prohibiendo la utilización de radios o 

televisión privadas para la difusión de mensajes de los candidatos, con lo 

que el Presidente Ben Alí sería omnipresente en las siguientes elecciones en 

los medios de difusión nacional.  

El 18 de febrero de 2004 Zine el-Abidine Ben Alí era recibido por el 

entonces Presidente de los Estados Unidos George Walker Bush en la Casa 

Blanca, para hablar de cuestiones referentes al terrorismo y de la situación 

en Oriente Próximo, con lo que recibía el apoyo estadounidense como 

gobernante de los tunecinos. Francia se pondría por delante en esta 

cuestión. “Jacques Chirac se fue en 2007, no se desdijo en el apoyo a Ben 

Alí. La continuidad le importa. Se demuestra en las fuertes frases de Nicolás 

Sarkozy en visita de Estado a Túnez, el 28 de abril de 2008. «Algunos son 

bien severos con Túnez, que ha desarrollado bien los puntos de apertura y 

tolerancia.» Y el Presidente añade: El espacio de libertades progresa. Esto 

son señales alentadoras que quiero saludar”. (Beau y Tuquoi, 2011:235).  

Las elecciones del 24 de octubre de 2004 las volvería a ganar Ben Alí 

para ejercer su cuarto mandato siendo reelegido con el 94”49 por ciento de 

los sufragios contra tres oponentes, Mohamed Bouchiha, Mohamed Ali 

Halouani y Mounir Béji, que consiguieron 167.986 votos, el 3”78 por ciento, 

y los apenas significativos 0”95 por ciento y 0”79 por ciento 

respectivamente.  
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El 27 de septiembre de 2005 se publicaba una ley que protegía a los 

Presidentes de la República una vez que cesasen en sus funciones para 

conseguir inmunidad permanente para todos los actos que hubiese realizado 

durante sus respectivos mandatos.  

Las últimas elecciones a las que pudo presentarse (además de que se 

exiliase por la revolución popular, la Constitución no le permitía presentarse 

a un sexto mandato por su avanzada edad ya que sería mayor de 75 años 

en el momento de los comicios, aunque no se descartaba una nueva 

reforma para que pudiese hacerlo), fueron el 25 de octubre de 2009, en las 

que fue reelegido con el 89”62 por ciento de los sufragios, mientras que los 

otros dos que consiguieron presentarse, Mohamed Bouchiha y Ahmed 

Inoubli obtuvieron el 5”01 por ciento y el 3”8 por ciento de los votos 

respectivamente.  

En esta etapa, uno de los exponentes de los privilegios obtenidos para 

sí misma o para su familia por parte de la Primera Dama Leila es su 

hermano, Belhassen Trabelsi, en el año 2007 “el nombre de Belhassen 

Trabelsi es hecho en Túnez sinónimo de impunidad” (Beau y Graciet, 

2011:65), tanto es así, que en las revueltas populares fueron asaltados e 

incluso quemados negocios cuya propiedad se le atribuía a Belhassen, o a 

otros miembros del clan de los Trabelsi.  

En materia económica, se había seguido produciendo un incipiente 

desarrollo, con un crecimiento anual del PIB por encima de las expectativas, 

“y es cierto que algunos indicadores de desarrollo humano, como la 

educación y renta per cápita, eran algo mejores en Túnez que en otros 

países vecinos (aun así, quedaban bastante por debajo del potencial que 

tiene esa sociedad) y que contaba con más clase media que otros países 

árabes” (Amira Fernández, 2011:4).  

6. Caída de Ben Alí: de la Primavera Árabe a un futuro aún incierto 

El proceso ya popularmente conocido como Primavera Árabe, consistió 

en la deposición de los jefes políticos primero en Túnez, después en Egipto 

y en la revolución en Libia que desencadenó una Guerra Civil con 
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intervención de la OTAN. Pues bien, para lograr explicar esto se pueden 

hacer dos preguntas generales. ¿Cómo estos regímenes pudieron 

prolongarse durante décadas? Y ¿cuál fue la principal motivación de las 

revueltas? 

Respecto a la primera pregunta, debemos tener en cuenta las teorías de 

la institucionalización formulada por Huntington y la teoría de la frustración 

sistémica o de la privación relativa (Morlino, 985:154). Se trata de países 

económicamente en desarrollo con un auge económico especialmente 

relevante (en Libia gracias al petróleo y en Egipto y Túnez gracias sobre 

todo al turismo y también gracias a algunas ayudas internacionales como 

fondos para el desarrollo del Fondo Monetario Internacional), lo que 

permitió movilidad social horizontal, que satisfacía parcialmente las 

necesidades de la masa social, desarrollándose nuevas generaciones con un 

nivel formativo hasta entonces insólito; además, cada país realizó un 

esfuerzo inversor en infraestructuras y servicios públicos para mejorar la 

calidad de vida popular; y un tercer factor relevante, el apoyo internacional 

propicio a mantener los regímenes políticos porque eran estos favorables a 

sus intereses tanto económicos (el petróleo seguro y abundante en Libia) 

como geoestratégicos de seguridad (apoyo de Egipto a la intervención en 

Irak de 2003 y la lucha contra el terrorismo integrista). Por último, no 

podemos obviar la falta de libertades con especiales mecanismos de 

represión y censura.  

Tras esto, respondemos a la segunda pregunta con el enfoque múltiple 

de Almond: se entiende el desencadenante de las revueltas por diversas 

causas; la falta de movilidad vertical, factor más acuciante en la población 

joven más y mejor formada y con acceso relativo a las nuevas tecnologías 

de la información y la comunicación, que conllevó a producir una frustración 

sistémica puesto que esas necesidades sociales no se satisfacían, lo que 

tuvo como consecuencia la agresividad hacia los regímenes.  

Y como máximo exponente de esto tuvimos a Mohamed Bouazizi, el 

mártir de Sidi Bouzid con el que tantos jóvenes pudieron sentirse 

identificados, convirtiéndose así tras su muerte en el símbolo de la 
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revolución, después de que el 17 de diciembre de 2010 se quemase a lo 

bonzo en frente de un edificio público de su localidad, al haber sufrido el 

acoso de la policía del régimen de Zine El Abidine Ben Alí (principal símbolo 

de la represión y de la corrupción del sistema) al intentar practicar la venta 

ambulante como medio de subsistencia y no obtener el amparo de las 

autoridades locales por el acoso policial. Bouazizi, de 26 años, representaba 

a la perfección la frustración de la incipiente población joven del país, 

puesto que tras graduarse en la universidad no consiguió trabajo y decidió 

suicidarse después de haber sufrido por última vez la principal herramienta 

de represión de un régimen corrupto.  

Una vez que hemos respondido a estas dos cuestiones, hay que analizar 

cuáles han sido los rasgos de los procesos revolucionarios en cada país. Una 

vez consumada la gesta de Bouazizi, las protestas y revueltas en la 

República de Túnez se sucedieron en diferentes localidades con la policía 

intentando reprimirlas, mientras que el Jefe del Estado Ben Alí visitaba al 

héroe en estado muy grave en el hospital de Ben Arous, y prometía 

reformas aperturistas y no volver a presentarse a las elecciones.  

Sin embargo, tras el fallecimiento de Bouazizi el 4 de enero, las 

protestas se recrudecieron y extendieron, y se produjeron más muertes por 

el enfrentamiento con la policía. Finalmente, y tras que el ejército (clave en 

este proceso revolucionario como en el caso de Egipto) se negase a disparar 

al pueblo y no apoyase al Jefe del Estado, Ben Alí huía del país el 14 de 

enero para refugiarse en Arabia Saudí, liberando a los presos comunes de 

las cárceles y con la propia policía haciendo pillajes para establecer un clima 

de inseguridad, en una marcha que pretendía temporal, hecho por el que la 

postura internacional cambió, con el liderazgo de Francia y Estados Unidos, 

cuando dos días antes del abandono del poder de Ben Alí, la Ministra de 

exteriores de Francia había ofrecido apoyo al régimen tunecino para sofocar 

las revueltas.  

Después de esto en Túnez, en Egipto las revueltas crecieron y se 

hicieron más fuertes con la concentración en la principal plaza pública de la 

capital pidiendo la marcha del Jefe del Estado Hosni Mubarak, el cual había 
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formado un nuevo gobierno el 28 de enero, y siguiendo la presión social y 

tras haber perdido el apoyo internacional, el 11 de febrero de 2011 

entregaba el poder a las Fuerzas Armadas de Egipto. Después de esto, en 

Libia surgieron revueltas en las zonas del país más críticas con el régimen, y 

Muamar el Gadafi, líder de la Revolución Socialista libia de 1969, lejos de 

intentar negociar y avanzar reformas aperturistas como sus hasta entonces 

homólogos Ben Alí y Mubarak, prometió aplacar las revueltas con sangre y 

fuego, bombardeando a su propia población, por lo que la ONU emitió una 

resolución para conformar una zona de exclusión aérea, que no fue 

respetada por el dictador, con lo que la OTAN intervino contra el régimen 

ayudando a los rebeldes libios en una Guerra Civil, siendo tan prolongada 

en el tiempo, a diferencia de las revueltas en sus países vecinos, porque 

mientras que en Túnez y Egipto el ejército fue el factor clave para la 

deposición, en Libia el factor clave han sido las tribus, con la poderosa tribu 

de los Warfalla apoyando al dictador, y sirviéndole como refugio en el 

interior del país una vez caída Trípoli a manos de los insurgentes.  

Otro factor clave y común fue la progresiva laicización de los tres 

países, que se abrían económica y culturalmente a Occidente.  

La tercera y última parte de este apartado del artículo, consiste en 

plantear conclusiones básicas y en preguntarnos qué es lo que va a venir 

después. Primero queda pendiente la pregunta de por qué en Argelia y en 

Marruecos (con algunas protestas y reformas aperturistas del Rey Mohamed 

VI) han conseguido regímenes políticos más estables, y después 

contemplando la Primavera Árabe como un proceso autónomo en Túnez y 

Egipto y con la decisiva intervención de la OTAN respaldada por la ONU en 

Libia, terminando así con regímenes autoritarios de larga duración: 23 años 

en Túnez, 31 años en Egipto y 41 en Libia, principalmente porque estas 

gerontocracias autoritarias no supieron satisfacer las demandas sociales de 

pueblos que deseaban mayores privilegios, atentos siempre a los privilegios 

de la masa social en Occidente.  

Con todo esto, actualmente se plantean dos incógnitas: ¿se extenderá 

el proceso a otros países como Siria?, y, la más importante ¿se conseguirán 
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implantar y consolidar regímenes democráticos en los países 

revolucionarios?  

El resultado de las elecciones de finales de octubre en Túnez nos 

ofrecerá una primera respuesta, tras estar el país inmerso en un proceso 

rupturista con el régimen anterior, habiendo disuelto el partido instrumento 

de la dictadura, el Reagrupamiento Constitucional Democrático, la 

legalización del partido islamista, y con serias dificultades para la 

celebración de las elecciones como la elaboración de un censo, por lo que 

tuvieron que retrasarlas de julio a octubre, y en las cuales podremos 

contrastar las diferencias entre el voto urbano y el voto rural, más 

conservador y religioso. 

Conclusiones 

En este artículo que se presenta al XVI Congreso Nacional de Sociología 

en Castilla-La Mancha “Innovaciones en la sociedad del riesgo”, se pueden 

encontrar las principales características de las tres etapas de los mandatos 

del Segundo Presidente de Túnez Zine el-Abidine Ben Alí, resaltando 

aquellas que supusieron un cambio con la etapa anterior, y pudiendo de 

esta manera examinar la evolución del régimen, para así tener las 

principales pinceladas que nos ayuden a entender por qué y cómo fue 

posible la Revolución de los Jazmines del 4 de enero de 2011, que serviría 

para abrir una nueva etapa política en los regímenes de la ribera sur del 

Mediterráneo donde se consumaron las revoluciones, ya que: 

De las tres posibles opciones para poner fin al autoritarismo, se ha 

terminado imponiendo la más improbable. De hecho, una transición de 

abajo a arriba, impuesta por el pueblo tras una revolución, se antojaba 

del todo inconcebible. Asimismo, una transición negociada constituía una 

posibilidad remota dado que la disparidad en la fuerza de los partidos 

políticos era tal que ninguno de los grupos de la oposición se encontraba 

en posición de desafiar el poder de Ben Alí y garantizar una transición 

[…]. Todo hacía presagiar, en definitiva, que la única opción posible era 

que la transición se impulsara desde arriba, cuando el dictador tuviera a 

bien cumplir con sus promesas. (Driss, 2011: 14).  
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Sólo que el proceso actual no puede explicarse como una transición, ya 

que ha sido, como decía anteriormente, rupturista, casi de una manera 

traumática, puesto que la presión popular siguió tras la revolución hasta 

conseguir la disolución del Reagrupamiento Constitucional Democrático, lo 

que ha hecho el proceso más complicado y convulso, al prescindir de 

muchos de los que habían sido los dirigentes del país durante varios lustros.  

Quizás lo más llamativo sea como la más y mejor formada nueva 

generación tunecina, al no poder ver satisfechas sus legítimas aspiraciones 

de progreso social, o de salir de la pobreza en muchos casos, además de no 

encontrar trabajo acorde a su nuevo estatus académico, y el gran 

encarecimiento de los productos básicos, fuese precisamente el motor de la 

revolución, coordinándose a través de las redes sociales, y movida 

pasionalmente ante la represión de los policías de un régimen corrompido 

que explotaba a su pueblo de las más diversas formas, régimen que 

consiguió pervivir durante 23 años gracias al férreo control de la policía 

sobre la población y a una comunidad internacional acrítica y al apoyo 

concreto de países determinantes como Francia.  
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Europa: un estudio comparativo. 
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Resumen 

En este artículo se analizan, desde una perspectiva comparativa e 

institucional, aspectos clave de los procesos de cambio en los gobiernos 

locales de Inglaterra, Suecia, Alemania, Francia Italia y España como 

representativos de la Europa septentrional, central y mediterránea y que se 

diferencian en dimensiones importantes tales como la arquitectura 

intergubernamental y la cultura político-administrativa. Aunque se 

constatan tendencias en direcciones coincidentes, se estudian las 

diferencias y similitudes en orden a comprobar si existen procesos de 

convergencia o divergencia. Con esta hipótesis de trabajo el estudio se 

centra en el cambio institucional y en la modernización administrativa a 

partir de un conjunto de datos empíricos que se agrupan en variables 

relevantes para analizar tanto el cambio institucional como la modernización 

administrativa. Del estudio comparativo se desprende que aunque los 

impulsos transformadores se dan en todos ellos y se dejan entrever 

tendencias y respuestas comunes, los resultados son distintos en los países 

estudiados y están condicionados por dimensiones institucionales. 

1. Introducción: el neoinstitucionalismo como marco explicativo de 
la transformación de los gobiernos locales 

La arquitectura institucional de los sistemas político-administrativos en 

Europa implica una redefinición de los estilos de hacer política en término 

de la creciente interdependencia entre los niveles nacionales y 
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subnacionales, fomentando el cambio institucional y la modernización de 

estos últimos y, en particular, en el nivel local dado sus especificidades (Alba 

y Vanaclocha, 1987). En efecto, para alcanzar las metas que en el nuevo 

sistema de relaciones intergubernamentales les tiene encomendadas y que 

les dan sentido, los gobiernos locales están abocados a una revitalización 

permanente en el marco de su configuración institucional y de los factores 

históricos y estructurales en los que operan (Nohlen, 2006). 

En Europa los procesos de modernización en los gobiernos locales se 

producen de forma simultánea y siguen direcciones y patrones coincidentes, 

aunque esas dinámicas responden a fuerzas diferentes y obedecen a 

diversos factores por lo que pueden identificarse diferencias de ritmo o 

velocidad. Con la finalidad de identificar estos factores diferenciales, este 

artículo se detendrá en el análisis comparado de la modernización del 

gobierno local de seis países europeos: Inglaterra, Francia, Suecia, 

Alemania, Italia y España. La elección de estos países está motivada por la 

intención de incluir países que se distingan lo más posible en rasgos 

importantes y diferenciados (por ejemplo en su arquitectura 

intergubernamental y su tradición institucional cultura político-

administrativa, entre otros), a fin de identificar las líneas de desarrollo y los 

factores que las influyen.  

Ningún marco teórico es capaz por sí sólo de analizar y explicar el haz 

de variables históricas, políticas, económicas y sociales que inducen los 

procesos de modernización en la esfera local. De manera que diferentes 

aproximaciones teóricas han desarrollado sus propios campos conceptuales 

para el análisis de las reformas administrativas. No obstante, sin detenernos 

en un tratamiento pormenorizado, nos apoyaremos en dos marcos 

explicativos que pueden ayudar a comprender algunos aspectos importantes 

del fenómeno modernizador.  

En primer lugar y con el objetivo de explicar el desarrollo y cambio 

institucional (institution building, institutional change) nuestro análisis 

estará guiado por un marco de estudio que conceptualmente se nutre del 

llamado neoinstitucionalismo. Las teorías neoinstitucionales esclarecen las 
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causas del cambio en un determinado subsistema político-administativo y 

las repercusiones generales en el conjunto del sistema. Estas teorías ponen 

en primer plano la importancia de las estructuras de gobierno como 

instancias influyentes en el comportamiento y, por lo tanto, en las 

decisiones de los actores individuales. En su intento de explicar los procesos 

políticos, el enfoque neoinstitucional pretende aunar en un mismo análisis 

los factores institucionales y el cambio político y parte de la premisa de que 

la estructura institucional fija las reglas de juego a las que deberán atenerse 

los agentes del sistema político (March y Olsen, 1984, 1989; Hall y Taylor, 

1996; Kato, 1996; Powell y Dimaggio; Moe, 2005; Peters, 2003, 2006; 

Thelen, 1999, entre otros). 

A los efectos del presente estudio, Peters identifica siete tipos 

neoinstitucionales (Peters, 1999) cuyos rasgos se subsumen en tres 

variantes entre las que se encuentran el neoinstitucionalismo sociológico, 

económico e histórico. Además, otros autores identifican también el 

institucionalismo económico (North, 1992) y el institucionalismo enfocado 

en actores, Akteurzentrierter Institutionalismus, (Scharpf, 2000). Las 

transformaciones y cambios en las instituciones se producen a raíz de la 

evolución de un complejo de factores entre los cuales la cultura política, las 

estructuras político-administrativas propias de cada país y el 

comportamiento de los actores determinan los ajustes institucionales que 

en cada caso se producen.  

Entre los variantes del neoinstucionalismo, el neoinstitucionalimo 

historico (historical neoinstitutionalism) hace hincapié en la tradición 

institutional, cultural, etc., y en el impacto que tales herencias 

institutionales tienen sobre el desarrollo de las instituciones. Se habla de 

dependencia de la senda (path dependency) para señalar y captar la 

influencia del pasado sobre el futuro institucional. El neoinstitucionalismo 

histórico sostiene que las instituciones están enraizadas en el devenir de la 

historia y su tradición o eticidad (Sittlichkeit) impide que se produzcan 

cambios bruscos. Normalmente, en el marco de las instituciones los actores 

cooperan o entran en conflicto al objeto de llegar a acuerdos tácitos ante los 
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problemas que se les plantean y, así, dar respuesta al cambio (véase un 

análisis clásico del institucionalismo histórico en True et al., 1999 y Skocpol, 

1985). Es problable que los actores tengan opiniones distintas acerca de los 

problemas y, en la medida que están abocados a llegar a acuerdos, los 

cambios se producen siguiendo dinámicas incrementales resultado de los 

procesos de aprendizaje, fomentando más la estabilidad que el cambio 

(Hall, 1993). Del análisis de la influencia de la de la variable institucional se 

desprende una consecuencia programática importante: la estabilidad prima 

por encima de los cambios que se acumulan a partir de ajustes específicos 

para dar respuestas a cambios en el entorno o contextuales. Los datos 

disponibles revelan que así ocurre en la mayor parte de países occidentales 

con sistemas democráticos consolidados (Peters, 1996). Así, los valores y 

prácticas institucionales enraizados en las organizaciones influyen en el 

comportamiento de los actores que, por otra parte, cuentan con diferentes 

grados de poder en su interacción con las organizaciones, de manera que el 

cambio institucional vendrá determinado por su interacción y la ruta de la 

senda 

En contraste con la importancia que el institucionalismo histórico otorga 

a la dependencia de la senda, el institucionalismo económico considera a los 

actores guiándose por una racionalidad económica en la que prima el 

utilitarismo y la maximización de su beneficio. De manera que, según este 

enfoque, las instituciones subordinan su porvenir a las elecciones colectivas 

que resuelvan las diferencias entre las preferencias individuales de los 

actores. En consecuencia, lo que propone este enfoque es un calco de las 

propuestas de los teóricos de la Elección Racional que persigue explicar las 

conductas de elección en las organizaciones políticas y en las estructuras 

administrativas con la metodología propia de la microeconomía en la que, 

como presupuesto de su análisis, se encuentra un actor racional que busca 

maximizar sus utilidades individuales en función de sus preferencias 

(Downs, 1964; Niskanen, 1971; Tullock, 1965; Olson, 1985). 

Adicionalmente, el “institucionalismo relacionado con los actores” 

(actors-related institutionalism) hace resaltar la importancia de los actores 
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políticos, económicos, etc., y de sus intereses, su voluntad, etc., como 

factores cruciales en procesos de gobernanza como resultado de la 

interacción de actores para regular sus intereses y resolver los problemas 

derivados de la complejidad, la diversidad y el dinamismo. El concepto 

incluye los comportamientos informales de actores situados en estructuras 

policéntricas de toma de decisiones políticas en las que confluyen actores 

públicos y privados, con intereses contrapuestos en muchas ocasiones y 

cuyas dinámicas se enmarcan en procesos sociales, políticos y económicos 

más amplios (Kooimann, 1993). Los actores claves pueden estar ubicados 

tanto en la arena nacional (o subnacional y local) como en el contexto 

internacional o supranacional (para lo que la Union Europea y su Comisión 

Europea son ejemplares). En su interacción con las instituciones los actores 

políticos tratan de introducir los cambios más favorables a sus intereses en 

el marco de las condiciones establecidas por las propias instituciones que 

les señalan su comportamiento y de su capacidad de influencia. 

Bajo estas premisas, el presenta artículo se detiene en el estudio de las 

variables diferenciales y contextuales (Grotz, 2000: 77) que explican los 

procesos de ajustes institucionales para la configuración de los gobiernos 

locales. Como punto de partida, dada por supuesta la hipótesis de que 

existen diferencias notables entre los países estudiados en cuanto a sus 

respectivas condiciones iniciales de carácter, social, político y económico y 

reconociendo, además, que dichos países han pasado por etapas de 

institucionalización anteriores a la configuración actual, se trata de 

averiguar hasta qué punto su desarrollo institucional en lo que afecta a la 

esfera local se acercan a niveles convergentes o si, por el contrario, persiste 

y/o se incrementa el alejamiento o divergencia. Para ello nos valdremos del 

estudio empírico de algunas dimensiones cruciales y analizaremos datos de 

carácter político, territorial, administrativo y financiero, entre otras.  

2. El gobierno local en el sistema intergubernamental 

El desarrollo histórico de los gobiernos locales se ha debatido entre el 

centralismo y la autonomía; el predominio del primero ha significado que 

hasta época reciente los gobiernos locales se identificasen sobre todo con la 

 
 

557 



 

gestión de los servicios públicos locales. Esto se da en un marco creciente 

de municipalización del Estado, entendida ésta como la repolitización de la 

esfera local a consecuencia de los procesos de descentralización que 

implican que la dependencia entre niveles de gobierno esté alcanzando 

niveles sin precedentes. La mayor parte de los análisis sobre los pros y los 

contras de la descentralización ponen de manifiesto que, hasta ahora, sus 

ventajas han sido mayores que sus inconvenientes (Alba, 1997; Brugué y 

Gomá, 1998). 

A la luz de lo que se termina de decir y habida cuenta de presiones 

contextuales, entre las que hay que incluir la creciente competencia entre 

regiones y entre ciudades, los Estados de los países europeos han 

experimentado procesos de centrifugación del poder que se ponen en 

evidencia con el refuerzo de los niveles subnacionales , fortaleciendo las 

regionales o, incluso, transformando el Estado unitario o regional en 

estructuras federales o cuasi-federales con un elevado grado de autonomía 

y, por tanto, capacidad de negociación con las instancias centrales. El 

cuadro 1, línea 1, ilustra claramente este fenómeno  

Tal es el caso de Alemania que, con una población aproximada de 82 

millones de habitante, presenta el ejemplo evidente de un país con una 

tradición histórica e institucional de carácter federal en donde los gobiernos 

locales tienen un importante papel en el modelo de “federalismo 

cooperativo” y para la implantación de políticas públicas diseñadas desde el 

Bund o desde los Estados federados. De igual modo, otro país que 

tradicionalmente ha mantenido estructuras federales es Suecia, con una 

población de 9 millones de habitantes que se distribuye en un territorio de 

tamaño similar al de Alemania. Al igual que en el Reino Unido, la función 

encomendada a los gobiernos locales ha sido su instrumentalización como 

prestadores de servicios del Estado de Bienestar, lo que implica una 

constante relación con el centro. 

Por otro lado, la mayoría de los países de la Europa del sur han sido 

países con una tradición unitaria, formando parte de la “familia” napoleónica 

en la que los niveles subnacionales vienen a ser instancias de 
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representación y acción en el territorio de los poderes centrales. Tenemos, 

así, que el primer país de este grupo que se desvió del sendero de la 

tradición napoleónica fue España (con 43 millones de habitantes), cuando a 

partir de la caída del régimen franquista y el restablecimiento del régimen 

democrático y constitucional, se creó una estructura intergubernamental 

con 17 Camunidades Autónomas a las cuales se les asignó importantes 

poderes legislativos y de gestión. Si hay algo en lo que parece existir una 

amplia coincidencia, a la luz de la fuerte posición intergubernamental de las 

Camunidades Autónomas en el nuevo esquema constitucional, y aunque 

existen diversas opiniones respecto a adoptar un término u otro, bien puede 

calificarse de un sistema cuasi-federal. Y algo similar sucede en Italia que, 

con 58 de millones habitantes, se ha alejado también de la tradición 

napoleónica en el transcurso de los años 90 del pasado siglo, cuando 

significativas competencias legislativas y de gestión fueron transferidas del 

Estado central a las 20 regiones. Asimismo se habla de una forma de cuasi-

federalismo. 

Por el contrario, Francia, con 60 millones de habitantes, presenta una 

situación ambigua. Por un lado ya en 1982 Francia puso en marcha un 

proceso de descentralización ambicioso, tratando de romper con la 

arquitectura napoleónica unitaria y centralizada. Entre otras medidas se 

establecieron 21 regiones (régions) con Parlamentos electos en el nivel 

regional. Al mismo tiempo, se decidió, plasmándolo así constitucionalmente, 

que las regiones poseyeran el mismo estatus institucional que los 

departamentos y los municipios, es decir, que los dos niveles del gobierno 

local ya existentes, conformándose así un tercer nivel del sistema del 

gobierno local (collectivités locales). De manera que explícitamente se 

excluyó el que las regiones mantuvieran un estatus jurídico-político superior 

a los dos niveles que existían con anterioridad.  
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Cuadro 1. La estructura territorial. 

  Alemania Francia R. Unido Suecia Italia España 

Federal, 

Cuasi-

federal, 

Regional 

16 Estados (Länder), 

entre ellos 3„Ciudades 

Estado“(Stadtstaaten) 

  2 regiones 

(Escocia, 

Gales) 

  20 

“Regioni” 

17 

Camunidades 

Autónomas 

Municipal 323 comarcas (Kreise) 

12.196 municipios 

(Gemeinden)116 

(Kreisfreie Städte) 

21 Régions 96 

Départements 

36.569 

Communes 

34 counties 

238 

districts/ 

boroughs 

83 unitary 

authorities 

20 comarcas 

(landstings 

kommuner) 

290 

municipios 

(kommuner) 

103 

province 

8.101 

comuni 

50 provincias 

8.111 

municipios 

Tamaño 

medio de 

los 

municipios 

Habitantes 

6.690 Land Nordrhein-

Westfalen: 45.000 

Renania-Palatinado 

1700 

1.560 140.000 

(districts/ 

boroughs) 

31.300 7.270 5.430 

Inter- 

municipal 

1.708 Ämter, 

Verwaltungs-

gemeinschaften,etc. 

12.840 

Syndicats 

2.601 

Communautés  

    356 

Comunità 

montane 

278 Unioni 

di comuni 

81 Comarcas 

ca. 1.000 

Mancomuni-

dades de 

municipios 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos los datos proporcionados por Dexia (2006,2008) 

Ahora bien, para mostrar la importancia de los municipios dentro de la 

estructura intergubernamental, en una perspectiva comparada, es preciso 

detenerse en los porcentajes de los empleados públicos por niveles, pues 

ello da idea de las funciones y competencias encomendadas a los municipios 

en términos de gasto público. En el cuadro 2 se resumen estos datos.  
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Cuadro 2. Porcentaje de empleo público. 

  Local Regional 

(Estados) 

Estatal Agencias Públicas 

Alemania 35% 53% Bund 12%   

Francia 30%   51% Hospitales Públicos  

19,0% 

Reino Unido 56%   16,9% National Health 

Service 26% 

Suecia 83%   17%   

Italia 13,6% 3,8% 54,7% Servizio Sanitario 

Nazionale 

20,3% 

España 23,6% 49,9% 22,5%   

              Fuente: Elaboración propia a partir de datos proporcionados por Dexia (2008) 

Estos datos revelan que, respecto a Alemania y Espana como países 

federales y cuasi-federales respectivamente hay que destacar que sus 

niveles regionales, es decir los Länder y las comunidades, emplean 

aproximadamente la mitad del conjunto de los ocupados públicos. Resalta 

una diferencia entre los dos países en el porcentaje de los empleados del 

nivel central y del nivel local. En Alemania los empleados federales 

constituyen solamente el 10 por ciento lo que refleja la disposición 

constituzional que al gobierno federal no es permitido establecer unidades 

administrativas propias en el espacio subnacional. Al mismo tiempo el 

porcentaje de los empleados del gobierno local asciende al 35 por cento en 

Alemania -en contrastación al 23.6 por ciento en España. Eso indica que el 

peso funcional des sector local resulta mayor en Alemania que en Espana.  

En este contexto conviene hacer notar que en Francia, no obstante los 

avances en la descentralización desde la década de los ochenta del pasado 

siglo, el porcentaje de empleo público de la administración central aún 

asciende a más del cincuenta por ciento del total sector público. Esto revela, 

entre otras cosas, que, aunque formalmente, las políticas de 

descentralización no han contemplado el traspaso material de competencias 
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a los niveles subnacionales y, particularmente, al nivel local. Con todo, 

persisten solapamientos tanto en las estructuras administrativas como en la 

función pública que ponen de la herencia del modelo napoleónico y su 

“dependencia de sendero”. 

En este respecto y como contraste, merece la pena destacar el caso de 

Suecia donde el personal del Estado representa sólo el 17 por ciento del 

conjunto de empleados públicos, mientras que el personal de los dos niveles 

del gobierno subnacional llega al ochenta tres por ciento. Eso demuestra el 

grado excepcional de descentralicazión de este país donde las funciones y 

tareas consustanciales al Estado de Bienestar son realizadas por los 

gobiernos locales. 

Para concluir este apartado es preciso hacer referencia a dos cuestiones 

que ilustran los casos de España y Alemania como ejemplos típicos de los 

procesos de federalización. En primer lugar y puesto que los niveles 

regionales, bien los Länder en Alemania o las Camunidades Autónomas en 

España disponen de competencia exclusiva para legislar sobre materias 

importantes, surgen tensiones entre los principios del Estado unitario que 

exige la igualdad para todos los ciudadanos en el conjunto del territorio del 

Estado y la potestad legislativa ejercida por cada una de las regiones en 

fijar sus propias regulaciones y actos normativos. Esta situación aboca a 

que puedan originarse disparidades y distorsiones sociales y economicas 

entre las regiones que van en contra de disposiciones fundamentales de la 

Constitución y que acarrean importantes conflictos de carácter político y 

jurisdiccional. 

En segundo lugar, el federalismo o cuasi-federalismo puede debilitar la 

posición del nivel local en el sistema intergubernamental puesto, como 

también ilustran los casos de España y Alemania, las regiones se 

comportan, en su relación con el Estado, como celosos valedores de la 

descentralización, mientras, por el contrario, en su relación con el nivel 

local, actúan con verdadero furor neocentralista en su afán de controlar sus 

propios niveles locales. Asi, los gobiernos locales pueden encontrarse, en un 

sistema federal o cuasi-federal, en una posición jerárquicamente más 
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dependiente que tal vez en un país unitario lo que, a primera vista, parece 

algo paradójico (Wollmann/ Bouckart 2006: 23).  

3. Gobiernos subnacionales y reformas territoriales  

Como las  líneas 2 y 3 del cuadro 1 ilustran, existen considerables 

diferencias entre los países en cuanto al tamaño medio de los municipios 

(es decir, de las unidades subnacionales del nivel inferior). Con respecto a 

los seis países que aquí estamos comparando, el tamaño medio varía entre 

140.000 habitantes en Inglaterra y 1.560 en Francia. Dicho de otra manera, 

pueden distinguirse dos grupos de países: a) Por un lado, los países con 

municipios de tamaño medio elevado. A la cabeza de este grupo figura 

Inglaterra con districts/boroughs que, por término medio, cuentan con 

140.000 habitantes. En el caso de Suecia el tamaño medio asciende a 

31.000 habitantes. En este grupo, en los años sesenta y setenta del siglo 

pasado, se iniciaron e implantaron reformas territoriales de los municipios a 

través de fusiones e integraciones territoriales de los pequeños municipios y 

localidades. En las estrategias perseguidas por los gobiernos centrales de 

estos países se establecieron comisiones de carácter tecnocrático para 

preparar los proyectos de reforma que, posteriormente, eran sometidas a 

debate público con los municipios afectados y los ciudadanos con la 

finalidad de llegar a acuerdos acerca de la estructura territorial definitiva. 

Pero lo cierto es que en los casos en que se produjeron protestas o incluso 

una oposición frontal a las propuestas tecnocráticas, los parlamentos 

nacionales saldaron cualquier discusión y, a la postre, decidieron la 

estructura territorial de una manera definitiva y, allí donde lo consideraron 

necesario, coercitiva, legitimándose en la convicción de cultura política de 

que el parlamento posee la potestad de decidir y fijar los confines y el 

tamaño de los municipios. En la literatura comparativa se habla del “modelo 

noreuropeo”. 

De otro lado, pueden identificarse países en los que tradicionalmente ha 

existido una estructura territorial muy fragmentada con pequeños 

municipios y localidades. El ejemplo clásico es Francia con 

aproximadamente 36.500 municipios (communes) que, por término medio, 
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cuentan con 1.560 habitantes. Los términos municipales de estos 

municipios se establecieron en la Revolución Francesa de 1789 que vino a 

confirmar el inframunicipalismo histórico francés y, prácticamente la planta 

municipal ha permanecido así desde entonces. 

Ni qué decir tiene que España se incluye también en este grupo. 

Aunque no llega al grado de dispersión francés, el inframunicipalismo es 

también una característica definitoria de la planta municipal española con 

una media de 5.400 habitantes por municipio. Tanto en Francia como en 

España no se han diseñado reformas territoriales tendentes al reducir la 

planta municipal en el sentido de aumentar el tamaño de los municipios. 

Aunque se reconoce que el aumento del tamaño incidiría en una mejor 

prestación de servicios públicos, las estrategias elegidas se sustentan en el 

principio de voluntariedad según el cual se permite la fusión e integración 

de los municipios siempre y cuando exista un acuerdo del Pleno y sea 

ratificado por los vecinos. Este es el modelo que en la literatura comparada 

se conoce como el modelo de Europa del Sur (Norton 1994: 40).  

En el caso de Francia, al rasgo de voluntariedad, enraizado en su 

cultura política, se añade otra variable focal, cual es la capacidad de 

influencia de los alcaldes (maires) en el Parlamento Nacional (Assemblée 

Nationale) y que tiene su razón de ser en el sistema del “cumul de 

mandats”, a partir del cual un importante número de alcaldes son, al mismo 

tiempo, miembros del Pleno municipal y diputados en el Parlamento 

Nacional o en el Senato. Esta situación les otorga una importante capacidad 

de influencia sobre la política nacional, incluyendo, claro está, las decisiones 

que en sede parlamentaria se tomen acerca de la estructura territorial local.  

En cualquier caso, los países que se encuentran con dificultades para 

llevar a cabo reformas territoriales mediante la aprobación de legislación 

nacional han adoptado y fijado esquemas y estructuras institucionales para 

alentar a la cooperación intermunicipal buscando la eficacia, economía y 

eficiencia en la prestación de servicios Públicos. El ejemplo paradigmático es 

Francia y su larga tradición intermunicipal. En 1890 se estableció un marco 

institucional en el que los syndicats debían llegar a acuerdos para 
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institucionalizar la cooperación entre municipios bien para funciones 

específicas, o para funciones de carácter más generalista. A partir de la 

década de los sesenta del pasado siglo se incluyó en este marco 

institucional la figura de la communauté, es decir una especie de unión de 

municipios, con la finalidad de garantizar formas más integradas de 

cooperación intermunicipal. En este sentido bien podría afirmarse que la 

intermunicipalidad es el resultado de largos procesos históricos y es un 

distintivo clave del sistema político francés. Más recientemente, la Ley 

Chevènement de 1999 ha introducido tres tipos de communautés para 

simplificar la complejidad y multiplicidad de la intermunicipalidad. En la 

actualidad esta abarca casi 13.000 syndicats y aproximadamente 2.600 

communautés. 

En España, a falta de una reforma de la planta municipal se ha 

conformado una red de entes intermuncipales con el objetivo de facilitar y 

fomentar la cooperacion intermuncipal entre, sobre todo, pequeños 

municipios en el ámbito de una misma Comunidad Autónoma. En Cataluña, 

con una arraigada tradición comarcal ha habido intentos de recuperar ese 

ámbito territorial en detrimento, incluso, de las provincias, pero las 

comarcas, aunque existen formalmente, apenas tienen competencias 

materiales. Actualmente, en todo el territorio del Estado español están 

reconocidas 81 comarcas y aproximadamente 1.000 mancomunidades de 

municipios. 

Por referirnos ahora al caso alemán, quizás su rasgo distintivo es que 

persiste una notable variedad en cuanto a las estrategias de reformas 

territoriales dependiendo de los Länder, puesto que cado uno de ellos 

ostenta la potestad decisoria sobre la estructura territorial de los municipios 

radicados en su territorio. Sin embargo, se pueden distinguir dos tipos de 

Länder. Por un lado, aquellos que decidieron implantar una reforma a través 

de la fusión e integración de pequeños municipios y mediante la creación de 

ciudades de mayor tamaño, dando como resultado un incremento 

considerable en el tamaño medio de los municipios. En el Land Nordrhein-

Westfalen, por ejemplo, el tamaño medio de los municipios asciende a 
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45.000 habitantes, lo que podría incluirse en el modelo del norte de Europa 

al que antes hemos hecho referencia. 

De otra parte, la mayoría de los Länder, incluyendo los de la antigua 

Alemania del Este, decidieron, a partir de 1990, mantener el status quo 

territorial o, excepcionalmente llevar a efecto reformas menores de su 

planta municipal y a institucionalizar, en lugar de ello, entes intermuncipales 

para dotar a los pequeños municipios de un aparato administrativo 

suficiente que les permitiera ser operativos en las redes de cooperación 

intermunicipal. Estas estrategias se identifican más con el modelo “sur-

europeo” y, en cierto modo, toma como modelo lo acaecido en Francia, de 

manera que, actualmente existen unos 1.700 entes intermunicipales en el 

conjunto del Estado alemán. Quizás no estaría de más señalar que estas 

estrategias se han implantado a partir de la legislación aprobada por los 

Lánder y que ha resultado de obligado cumplimiento por parte de las 

poblaciones afectadas, más allá de las protestas o las demandas de 

participación ciudadana que han resultado inatendidas. 

Diríamos, en fin, que tanto Alemania como Francia han incluido 

recientemente en su agenda política la necesidad de potenciar sus sistemas 

de intermunicipalidad en el sentido de agrupar a un mayor número de 

municipios y dotar a los entes intermunicipales de órganos de decisión 

suficientemente representativos para permitir una mejora en la prestación 

de servicios públicos a los entes locales. Es posible que España siga también 

esta vía para dotar de mayor capacidad a su sistema local. 

Como quiera que sea, la solución de la intermunicipalidad también 

presenta disfunciones. Primero, buen número de pequeños municipios están 

infrarepresentados en los órganos intermunicipales; es más, en muchos de 

ellos ni siquiera hay candidatos para las elecciones locales por lo que bien 

podría afirmarse que, en estas pequeñas localidades la democracia local no 

encuentra instrumentos para hacerla operativa. Segundo, los entes 

intermunicipales encuentran enormes dificultades para fomentar y facilitar 

la cooperación entre sus municipios. Más bien al contrario, parece que los 

intereses particulares generan numerosos problemas de coordinación, 
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incrementándose así los costes de transacción. Tercero, desde el punto y 

hora en que los entes municipales carecen de elección directa de sus 

órganos dirigentes (son elegidos por los Plenos de los municipios que los 

integran), se generan problemas de legitimidad democrática.  

En este contexto, algunos Länder de la antigua Alemania del Este han 

impulsado recientemente una nueva oleada de reformas territoriales que 

están dirigida a crear mayores ciudades mediante la fusión e integración de 

pequeños municipios, reduciendo al mismo tiempo el numero de los entes 

intermunicipales (Wollmann 2009b). De igual manera, en Francia, es decir, 

en el país de la intermunicipalidad por excelencia, la crítica a los entes 

intermunicipales está siendo cada vez más fuerte. En octubre de 2008 el 

Presidente Sarcozy puso en marcha una comisión (Comité Balladur) con el 

mandato de elaborar recomendaciones acerca del gobierno local pero, sobre 

todo, de la intermunicipalidad. En febrero de 2009 la comisión publicó su 

informe (Comité Balladur, 2009). Algunas de las recomendaciones claves de 

esta comisión señalan la importancia de simplicar y reducir la 

intermunicipalided y de abrir el sendero legal y institucional hacia el 

establecimiento de ciudades de mayor tamaño mediante la fusión e 

integración municipal. Habrá que ver el alcance real de estas 

recomendaciones y en qué medida llegan a implantarse. 

4. Las competencias locales 

En lo que respecta a las funciones desempeñadas por los gobiernos 

locales existen notables diferencias así como semejanzas entre los países 

aquí estudiados. A partir de datos agregados, en el cuadro 3 se ilustra el 

nivel de participación de los municipios en las políticas públicas y prestación 

de servicios relacionadas con las prestaciones principales del Estado de 

Bienestar.  

 
 

567 



 

 

Cuadro 3: Porcentaje de gasto por niveles de gobierno 

Alemania Francia Reino 

Unido 

Suecia Italia España   

Municipios Comarcas Länder Los tres 

niveles 

los dos 

niveles 

Los dos 

niveles 

Incluyendo 

regioni 

Muni-

cipios 

Comuni-

dades 

Auton. 

Administración 

General 

12,7% 8,1% 33,2% 19,2% 8,1% 10,0% 14,6% 33,4% 9,9% 

Bienestar 

Social 

26,4% 49,1% 11,1% 15,8% 29,0% 27,0% 4,6% 8,3% 5,2% 

Orden Público 6,4% 6,3% 6,1% 2,8% 10,0% 0,9% 1,5% 7,9% 2,6% 

Cultura  

y Deporte  

11,3% 2,3% 2,2% 10,2% 3,3% 3,4% 3,0% 10,9% 3,2% 

Educación 10,1% 14,6% 30,0% 16,2% 30,0% 21,6% 8,3% 4,5% 28,0% 

Salud 9,0% 4,4% 1,5% 0,6% 0 27,1% 43,0% 1,3% 35,0% 

           Fuente: Elaboración propia a partir de datos proporcionados por Dexia (2008) 

Del cuadro anterior es preciso destacar: 

• En todos países del estudio los municipios desempeñan importantes 

funciones en materia de asuntos sociales. Esto es sobre todo 

evidente en los municipios de Suecia, Inglaterra y Alemania. 

• Las competencias en materia de cultura son una importante función 

en los gobiernos locales de España, Francia y Alemania.  

• Como una competencia figura la prestación de servicios públicos 

básicos (abastecimiento de agua, tratamiento de aguas residuales, 

transporte público municipal y abastecimiento de energía, entre 

otros). Esto se observa particularmente en Alemania y en Suecia, 

pero también in Italia.  

• Hay importantes diferencias en las esferas de educación y salud 

pública. 
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• En los países continental-europeos la educación obligatoria se 

considera tradicionalmente como responsabilidad del Estado, sea del 

Estado central (en los países de tradición unitaria) sea del nivel 

regional (Länder, Camunidades Autónomas) en países federales o 

cuasi-federales. En estos últimos los municipios son responsables de 

los gastos en infraestructuras y mantenimiento. Por el contrario, en 

Suecia y en Inglaterra los niveles del gobierno local ostentan 

responsabilidad plena en cuanto a la enseñanza obligatoria se 

refiere. 

• Pero, sobre todo, las grandes divergencias aparecen en el ámbito de 

las prestaciones sanitarias debido fundamentalmente a las 

diferencias existentes en los sistemas nacionales de seguro de 

enfermedad. 

De cualquier forma, el peso y la envergadura que las funciones 

ejercidas por los municipios tienen dentro del sistema intergubernamental 

pueden inferirse del porcentaje de participación del gasto municipal 

respecto al total del gasto público a que se refiere el cuadro 4. En este 

aspecto, destaca el enorme peso funcional del gobierno local en Suecia y, 

por tanto, su elevado grado de descentralización territorial.  

Por el contrario, en España y en Alemania el porcentaje de los gastos de 

los municipios asciende, respectivamente, al 12 y 11.7 por ciento, lo que 

pone de manifiesto la gran importancia que en estos países adquiere el nivel 

regional (Comunidad Autónoma o Land) en el sistema intergubernamental.  
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Cuadro 4. El gasto público municipal. 

  Porcentaje de gasto de los municipios 

en el total de Gasto Público 

Gasto local por habitante 

(en euros) 

Alemania 11,7% 1.498 €  

Francia 8,2% 1.211 €  

Reino Unido 29,5% (los dos niveles) 3.930 € (los dos niveles) 

Suecia 27,1% 4.923 €  

Italia 8,8% 1.040 €  

España 12,0% 1.000 €  

Fuente: Elaboración propia a partir de datos proporcionados por Dexia (2008) 

5. Las reformas institucionales del gobierno local 

Por referirnos ahora a las instituciones y al proceso político en la arena 

local, en la mayoría de los Países europeos el sistema del gobierno local ha 

experimentado importantes cambios, particularmente en dos aspectos 

nodales (Wollmann, 2008c). En primer lugar, en algunos países el 

tradicionalmente vigente principio de la democracia representativa que se 

manifiesta en la supremacía del Pleno ha sido complementado por el 

referéndum local decisorio como mecanismo de la democracia local directa. 

La introduccion del referéndum local puede considerarse como un paso 

crucial en un avance general orientado al empoderamiento (empowerment) 

ciudadano al permitirles mayor participación en los asuntos que les atañen. 

Los referenda locales decisorios fueron introducidos en todos los Länder 

alemanes ya desde principios de la pasada década de los noventa, lo mismo 

que en Italia. La experiencia en Alemania pone de manifiesto que su 

introducción ha tenido un impacto importante en la arena e interacción 

política local, puesto que, en el caso de un conflicto y disenso entre el Pleno 

y la ciudadanía, los ciudadanos pueden, por medio de un referéndum, 

superar la voluntad y decisión del Pleno e imponer su voluntad. Se dispone 

ya de múltiples ejemplos de materias importantes que se deciden vía 

referéndum, con, a veces, resultados controvertidos. 

En segundo lugar, se han llevado a la práctica importantes cambios 

institucionales en los que subyace un impulso para reformar y reforzar el 

liderazgo político y administrativo dentro del gobierno local. En este 
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aspecto, se hace preciso, de nuevo, la distinción de dos grupos o tipologías 

en el esquema del gobierno local. Por un lado, puede señalarse el modelo 

inglés y escandinavo que se caracteriza por el ejercicio de la función 

gubernamental por medio de comisiones (government by committee). 

Históricamente eso ha venido a significar que, por principio, el conjunto de 

concejales elegidos, como colectividad, decide en todos y cada uno de los 

asuntos locales y, al mismo tiempo, dirige la administración, de manera 

que, distintas comisiones, dentro de sus responsabilidades pectorales, 

ejercen los poderes correspondientes.  

Este sistema de gobierno viene siendo criticado por la fragmentación 

sectorial que supone e, incluso en su falta de transparencia y dación de 

cuentas. Por ello, tanto en el caso de Inglaterra como en Suecia se han 

iniciado reformas que, en síntesis, apuntan a transformar este esquema 

hasta otro en el que prima la parlamentarización del gobierno local con un 

“gabinete”, compuesto de concejales del partido que obtenga la 

representación mayoritaria y su “líder”. 

Pero, si se pone en paralelo a los países continental-europeos, éstos 

han seguido una senda institucional en la que ha regido el principio de 

separación de poderes por el cual el Pleno y los concejales actúan a modo 

de parlamento local, mientras que la función ejecutiva está desempeñada 

por el alcalde quién, a su vez es un miembro del Pleno y es elegido por 

éste.  

Más allá de estas diferencias, son dos las razones que se aducen para 

impulsar el liderazgo político local. La primera hace referencia a las 

exigencias de profundizar en la democracia local, fomentando la 

participación ciudadana y que los ciudadanos elijan directamente a los 

alcaldes. La segunda tiene que ver con las exigencias en cuanto a la 

obtención de resultados, de tal manera que la elección directa del alcalde se 

pergeña como una estrategia para fortalecer el liderazgo político y 

administrativo con vistas a facilitar la gobernanza del municipio. Y son, de 

nuevo, en este aspecto, Alemania e Italia los países que sirven de ejemplo. 

En Alemania, ya en los años cincuenta del pasado siglo, dos Länder fueron 
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pioneros en la elección directa del alcalde (Bürgermeister) que, al propio 

tiempo, es el presidente del Pleno y está a la cabeza de la administración 

municipal. La combinación del papel político, del ejercicio del poder 

ejecutivo y de la legitimidad que otorga la elección directa determina una 

posición presidencialista del alcalde (strong mayor) en la que se viene a 

configurar un modelo de gobierno local de carácter presidencialista. Desde 

el inicio de los años noventa este régimen de posibilidad de elección directa 

del alcalde fue introducido en todos los Länder alemanes. De forma 

simultánea y con el objeto de ampliar el potencial participativo de los 

ciudadanos y limitar y controlar la posición del alcalde, en algunos de los 

Lánder, se posibilitaron procedimientos para destituirle (Abwahl) por medio 

de un referéndum. Allí donde han sido instituidos, estos procedimientos de 

destitución del alcalde se han llevado a la práctica, por lo que la 

introducción de la elección directa puede considerarse como una innovación 

exitosa.  

6. La modernización de la administración local 

Preguntándonos ahora por el desarrollo de la modernización de la 

administración municipal en países europeos, resulta de nuevo pertinente la 

distinción de varios grupos o tipologías de países y de sus correspondientes 

tradiciones y cultura administrativa locales (para un estudio comparativo a 

propósito de este aspecto, puede consultarse el considerado como clásico 

de Pollitt/Bouckaert 2004, y para un análisis focalizado en Francia y 

Alemania (véase Wollmann/Bouckaert 2006 y Kuhlmann 2009). 

A partir de los planteamientos de estos autores pueden distinguirse dos 

grupos de países: A) El grupo anglosajón con el Reino Unido como 

paradigma; la característica distintiva de este grupo es la primacía del 

Common Law que no reconoce una distinción entre derecho público y 

privado y, por ende, entre sector público y sector privado, de modo que a 

los empleados públicos de cualquier nivel de gobierno, les son de aplicación 

las mismas normas laborales que al conjunto de los trabajadores. B) El 

grupo de países de tradición continental-europeo y que se reconocen en los 

ejemplos de Francia y Alemania; los países pertenecientes a este grupo se 
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entroncan en la tradición del Derecho Romano a partir del cual se estableció 

claramente la distinción entre derecho público y privado y, en consecuencia, 

entre sector público y sector privado; de manera que los empleados 

públicos están sometidos a normas laborales propias; también las 

administraciones públicas en estos países deben atenerse en su actuación a 

los principios del Estado de Derecho, según el cual las administraciones 

públicas están sometidas al principio de legalidad y al control judicial; de 

manera que sus administraciones públicas mantienen unas estructuras 

organizativas de carácter jerárquico y actúan, respondiendo a las exigencias 

del Estado de Derecho, de acuerdo con las disposiciones legales, es decir, se 

conducen conforme a la racionalidad legal weberiana.  

Así las cosas, hace ahora ya tres décadas, se origino en Inglaterra el 

movimiento de la llamada Nueva Gestión Publica (New Public Management). 

Con el apoyo del gobierno tatcherita, inspirado por conceptos políticos y 

económicos neoliberales sustentados en las viejas Teorías de la Elección 

Racional y en las algo más recientes de la Nueva Economía Institucional, el 

mensaje de la Nueva Gestión Publica perseguía varios objetivos: Primero, 

reducir el ámbito de actuación del Estado del Bienestar mediante su 

adelgazamiento (lean state). Segundo, flexibilizar internamente la 

administración pública suprimiendo los planteamientos weberianos. Tercero, 

delegar, comisionar y externalizar (outsourcing) la prestación de servicios 

Públicos a agentes y proveedores externos bien fueran privados, semi 

Públicos o públicos introduciendo mecanismos de mercado y la lógica de la 

competencia. El núcleo central del programa de la Nueva Gestión Pública 

era, en definitiva, trasladar al sector público principios de comportamiento y 

actuación del sector privado. 

Lo cierto es que en los países anglosajones de la que era originaria, la 

Nueva Gestión Publica tuvo un importante impacto en la administración 

publica. Aparte de presiónes políticas, la falta tradicional de una distinción 

conceptual entre el sector público y privado contribuyó sobremanera a 

favorecer la transmisión y adaptación de conceptos e instrumentos del 

sector privado al sector público. De manera que buena parte de los servicios 
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de titularidad y competencia pública, tanto del ámbito estatal como de los 

ámbitos subnacionales, fueron comisionados a prestadores externos, tanto 

públicos como privados y/o privatizados. 

En los países de la Europa continental y desde los años noventa, la 

modernización de la administración pública mostraba una trayectoria 

notablemente distinta de la anglosajona debido a sus diferentes 

presupuestos institucionales y culturales. En estos países, el concepto 

tradicional del Estado de Derecho (con su prevalencia de las disposiciones 

legales) y la persistencia modelo burocrático weberiano han limitado el 

impacto de los mensajes y recomendaciones de la Nueva Gestión Publica, 

difundidos desde organizaciones internacionales tales como la OCDE o el 

Fondo Monetario Internacional, entre otras. 

A este respecto, puede de nuevo traerse a colación el caso alemán. A 

principios de los noventa y por influjo de la Nueva Gestión Publica 

anglosajona, en realidad mediante un calco de la misma, se diseñó el 

denominado Neues Steuerungsmodel o nuevo modelo de gestión, cuyo 

objetivo primordial era la flexibilización de las estructuras jerárquicas de las 

administraciones públicas. Algunas de las transformaciones llevadas a cabo 

bajo su influjo han propiciado cambios puntuales en la administración 

pública, especialmente en el nivel municipal. Ahora bien, en el conjunto de 

las organizaciones públicas su impacto ha sido limitado. Un reciente trabajo 

de investigación pone de manifiesto que la viabilidad de las propuestas 

reformadoras descansa en la aplicación de los conceptos reformistas que ya 

se aplicaron en la década de los setenta que, en algunos casos, se pueden 

complementar con las propuestas del Neues Steurungsmodel (Kuhlmann et 

al.2008). Es decir, lo que en la literatura comparativa se conoce como 

“modelo administrativo neoweberiano” que persigue fusionar aspectos del 

tradicional modelo weberiano con elementos propios de la Nueva Gestión 

Pública. 

Otro ámbito en el que se han producido cambios en el gobierno local ha 

sido en la prestación de servicios públicos de carácter básico, muchos de los 

cuales se incluyen en la categoría de la denominada Daseinsvorsorge o 
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procura existencial, incluyendo el abastecimiento de agua, tratamiento de 

residuos, transporte público, energía o servicios educativos, entre otros). 

Tradicionalmente tales prestaciones de servicios se realizaban bajo la 

fórmula de las Stadtwerke con la creación e intervención de empresas 

públicas municipales. Las crisis presupuestarias y las presiones 

liberalizadoras provocaron la venta al sector privado de una gran mayoría 

de empresas municipales encargadas de la prestación de servicios básicos. 

Sin embargo, recientemente parece observarse un movimiento pendular 

mediante el cual los gobiernos locales están recomprando sus empresas, de 

tal manera que comienza a hablarse de un proceso de remunicipalización 

(Baldersheim et al, 2010). 

Las crisis financieras que propiciaron el proceso de reformas 

administrativas trajeron consigo, en el caso de Alemania, una reducción 

importante de los empleados públicos municipales (Cuadro 6), algo que no 

ha ocurrido, al menos al mismo nivel, en los demás países del estudio. Las 

cifras de un 53% en la antigua Alemania del Este y de un 30% en el resto 

del país 

Tabla 6. Variación del empleo público. 

  Período Estatal Regional Local 

Total 

mpleo 

Público 

Alemania 1991/2004 -24% (Bund) -18% (Länder) 
Antiguos Länder:-30,0% 

Nuevos Länder -53,3% 
-23% 

Francia 1994/2003 +7%   +24,0% +13% 

Reino Unido 1990/2003 -36%   -5% -4% 

Suecia 1996/2003 -3%   +0,5% -2% 

Italia 1992/2004 -11%   -16% -7% 

España 1995/2005 -41% 
Camunidades 

Autónomas +92%) 
+15% +13% 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos proporcionados por Dexia (2008) 

Revelan, sin duda, una reducción drástica del sector público local, si 

bien es cierto que muchos empleados públicos fueron trasladados del núcleo 

duro de la administración municipal a empresas privadas participadas 

mayoritariamente por los Ayuntamientos. 
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En cuanto a España, las cifras son muy diferentes y denotan los 

profundos cambios en sus sistema intergubernamental en el que se ha 

producido una drástica reducción de personal en el nivel central que se ha 

correspondido con un incremento considerable del personal al servicio de las 

Camunidades Autónomas y, en menor medida un aumento de las plantillas 

en los gobiernos locales. Por sí sólo, este dato pone de manifiesto el alto 

grado de descentralización operado en España. 

7. El gasto público local 

Es evidente que el estatus de los gobiernos locales y su grado real de 

autonomía en el marco del sistema intergubernamental depende, de modo 

decisivo, de su posición financiera, medida tanto en términos de su 

porcentaje en relación al total de ingresos públicos como en porcentaje de 

ingresos propios y transferencias de otras administraciones, datos que se 

ilustran en el cuadro 5. 

Tabla 5. 

  Porcentaje de ingresos de los 

municipios respecto al total de 

ingresos públicos. 

Porcentaje de ingresos 

“propios” respecto al total de 

ingresos de los municipios  

Porcentaje de las transferencias 

respecto al total de ingresos de 

los municipios 

Alemania 12% 27% 31,9% 

Francia 8,6% 52,0% 31,5% 

Reino 

Unido 

14,0% (los dos niveles) 15,4% 48,2% (los dos niveles) 

Suecia 26,7% 68,5% 21,6% 

Italia 9,4% 34,2% 33,7% 

España 11,7% 30% 36,2% 

              Fuente: Elaboración propia a partir de datos proporcionados por Dexia (2008) 

En dicho cuadro cabe destacar el alto porcentaje de recursos financieros 

(cerca del 27% del total de gasto público) gestionados por los municipios 

suecos, lo que subraya su importancia funcional. España y Alemania se 

encuentran en una posición intermedia aunque no muy alejados de Francia 

e Italia en el que la participación de los municipios en el gasto es menor y 

por debajo del 10%. Los datos del Reino Unido no son comparables al no 
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estar disponible más que su agregado en varios niveles (districts/boroughs, 

counties/ unitary authorities). 

Por cuanto, como se observa, la estimación de la autonomía financiera y 

presupuestoria del gobierno local puede realizarse a partir de dos 

indicadores. Primero, el porcentaje de los tributos propios respecto a los 

ingresos totales, entendiendo por tributos propios aquellos que pueden ser 

establecidos por el Pleno en todos sus términos. Están, por otra parte, los 

tributos que los municipios “comparten” (revenue sharing) con otros niveles 

de gobierno en cuyo caso la estructura del impuesto se regula por el 

legislador central o federal, incluyendo el porcentaje de los recursos que se 

atribuyen al nivel local, de manera que, respecto a tales ingresos 

“compartidos” los municipios dependen de las decisiones políticas del nivel 

superior. 

Desde esta perspectiva se destaca la autonomía de los municipios 

suecos en los que la casi totalidad de sus ingresos provienen de sus tributos 

propios y algo similar sucede en el gobierno local francés. En el caso de 

Alemania y España sólo un tercio de sus ingresos tributarios provienen de 

los impuestos propios y en Inglaterra el porcentaje es mucho menor, con un 

margen de maniobra presupuestario muy reducido a partir de la 

centralización impulsada por el gobierno central desde los años ochenta.  

Del mismo modo, el grado de autonomía financiera de los municipios se 

revela también a partir de su dependencia de las transferencias estatales 

que en los municipios suecos es menor (20%) mientras que en Alemania, 

Francia, Italia y España está entre el 30 y el 36% y en el Reino Unido 

asciende, para todos los niveles locales, al 48%. 

A la luz de lo que se termina de decir tenemos que, por un lado, los 

recursos financieros de los gobiernos locales son, en general, limitados y, 

por otro, que existen diferencias notables entre los países considerados en 

cuanto a su autonomía respecto a los demás niveles territoriales. Pero el 

punto central en lo que toca a las situación financiera tiene que ver con las 

restricciones presupuestarias derivadas de los ajustes fiscales que requiere 

el hacer frente a las crisis económicas. Los municipios se ven abocados a 
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atender cada vez más demandas de asistencia y servicios sociales y, en 

muchos casos hacer frente a competencias transferidas sin los 

correspondientes recursos materiales, lo que provoca su ahogo financiero. A 

este respecto y en el caso de Alemania, se ha introducido tanto en la 

Constitución como en los Estatutos de los Länder una cláusula 

(Konnexitätsprinzip) según la cual sólo podrán ser transferidas 

competencias a los municipios si se acompañan de una transferencia 

equivalente de recursos, aunque en la práctica se está viendo como los 

niveles superiores se valen de argucias procedimentales para evitar dicha 

transferencia. 

8. Conclusiones 

El análisis comparativo de la evolución de los gobiernos locales revela la 

existencia de ciertas ambigüedades. Por una parte, se ponen de manifiesto 

los diversos factores que influencian las trayectorias institucionales. Así, las 

herencias y dependencias del sendero específicas de cada país dan lugar a 

continuidades e inercias en el desarrollo de los gobiernos locales. De otra 

parte, el análisis comparativo pone también de manifiesto que la existencia 

de factores dinamizadores que impulsan y fomentan los cambios. Entre ellos 

se encuentran las iniciativas políticas para descentralizar la arquitectura 

intergubernamental, la consolidación de la estructura territorial con el 

fortalecimiento de los municipios, la profundización en el potencial 

democrático y participativo de los ciudadanos y el robustecimiento del 

liderazgo político y administrativo en el sistema local, así como la 

modernización de su aparato administrativo.  

Con todo, se observan tendencias que, dependiendo de las condiciones 

específicas de cada país, manifiestan tanto semejanzas como diferencias. 

• En general, se percibe un movimiento hacia la descentralización. En 

España como resultado del cambio de régimen político a partir de 

1978; en Italia como consecuencia de la crisis constitucional y 

política de los años 90 han emergido y se están consolidando 

tendencias cuasifederales. Por el contrario, en Reino Unido, Escocia 
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y Galés se han visto “regionalizado” mientras que en Inglaterra las 

regiones han pasado a ocuparse de asuntos técnicos produciéndose 

un proceso de centralización iniciado por el gobierno tatcherista y al 

que se adhirió también el actual gobierno laborista. 

• En cuanto a la estructura territorial del nivel local persisten las 

diferencias entre países del modelo norte-europeo (Reino Unido, 

Suecia, algunos Länder alemanes con municipios de gran tamano sin 

intermunicipalidades) y del modelo sur-europeo (Francia, España e 

Italia con pequenos municipios y con entes intermunicipales). Sin 

embargo, recientemente se observan tendencias hacia una 

“consolidación” de la estructural territorial mediante la creación de 

municipios mayores e integrados al tiempo que se abolen los entes 

intermunicipales. Este fenómeno es observable tanto en algunos 

Länder (particularmente en la antigua Alemania del Este) como en 

las recomendaciones (aun no implantadas) que se contienen el 

informe del Comité Balladur en Francia. 

• Hay que tener presente, empero, que no obstante las diferencias 

existentes en cuanto al ejercicio de competencias (sobre todo en los 

ámbitos de educación y salud), se observan rasgos comunes en 

cuanto que, por un lado, respecto a determinadas responsabilidades 

tradicionales los municipios están perdiendo funciones debido a la 

transferencia (outsourcing) o privatización a favor de agentes y 

prestadores privados, semi-públicos y públicos. En este respecto, 

resulta ejemplar la esfera del abastecimiento de servicios 

esenciales. Por otro lado, las competencias del nivel local se están 

ampliando como resultado de las transferencias y delegaciones de 

otras administraciones. Esto ha sido impulsado a raíz de las crisis 

económicas de carácter cíclico que en algunos países van 

acompañadas de incrementos significativos en las cifras de 

desempleo y, por ello, de las exigencias, cada vez más urgentes a 

los niveles locales para involucrarse en proyectos e iniciativas locales 

para combatir el desempleo y sus consecuencias sociales. Aunque 

 
 

579 



 

no deja de ser significativo, en esta evolución, la brecha progresiva 

entre gastos crecientes e ingresos menguantes.  

• El impulso por fortalecer el potencial democrático y participativo se 

observa en todos países. Aunque, de hecho, sólo en Alemania e 

Italia se han implantado procedimientos de referenda decisorios 

(con pleno poder de complementar y hasta, en casos reglados, 

suplir las potestades del Pleno) mientras que en Francia y en España 

tienen sólo un valor consultivo y, en ocasiones, se utilizan para algo 

alejado del ejercicio de competencias por parte de los municipios, 

como ocurre con las iniciativas llevadas a cabo en algunos 

municipios catalanes. Ni en Inglaterra ni en Suecia se ha introducido 

el mecanismo del referéndum lo que refleja el predominio del 

principio de la democracia representativa (que, en el Reino Unido, 

tiene su sustento en el principio de la parliamentary sovereignty).  

• De modo semejante se observa una intención común de reformar la 

institucionalización del liderazgo político y administrativo. Pero, en 

este ámbito, persiste también una “dependencia de sendero” en el 

sentido de que, por un lado, los países de la tradición de “gobierno 

local por comités” (government by commission, es decir Inglaterra y 

Suecia) están llevando a cabo reformas esencialmente en el marco 

de este modelo tradicional hacia una forma de “sistema 

parlamentario local”. Por otro lado, entre los Países de la Europa 

cpontinental (con una tradición de reparto de competencias - y de 

poder - entre los Plenos y el alcalde/maire/sindaco/Bürgermeister), 

destacan Alemania e Italia en donde se introdujo la elección directa 

del Bürgermeister y del Sindaco, de manera que en estos países 

puede hablarse de un modelo de alcalde presidencialista. Y algo 

similar sucede en España y Francia donde la figura del Alcalde, 

elegido por el Pleno, está progresivamente adquiriendo perfiles 

presidencialistas. 

•  Del mismo modo, se puede constatar en todos países un afán por 

reformar y modernizar la administración pública local. Sin duda, 
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existen diferencias entre las distintas “familias” de países. Por una 

parte, en el Reino Unido (como ejemplo paradigmático del modelo 

anglosajón) el movimiento de la Nueva Gestión Publica (New Public 

Management), con su énfasis en la transferencia (outsourcing) y la 

introducción de criterios de mercado (marketisation) en la 

prestación de servicios públicos, ha transformado considerablemente 

la administración local, aproximándola a un funcionamiento similar 

al sector privado. Por el contrario, en los países continentales, la 

tradición del Estado de Derecho (Rechtsstaat) y el arraigo del 

modelo burocrático weberiano ha propiciado que los impactos de la 

Nueva Gestión Publica resulten muy limitados.  
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